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Siendo las 10 y 29, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señores diputados: próximo a vencer el término reglamentario para iniciar la sesión, la Presidencia informa que no hay número en el recinto.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Solicito que se continúe llamando hasta lograr el quórum.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.

–
Eran las 10 y 30.

1

izamiento de la bandera nacional

–
En la ciudad de Santa Fe, a los veintidós días del mes de diciembre de 2000, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

–
Siendo las 12 y 38, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con quórum legal, declaro abierta la sesión.


Invito a las señoras diputadas Juana Baudín y Vivian Becker a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Así se hace. (Aplausos.)

2

versión taquigráfica

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 21 de diciembre del corriente año.


Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

3 

asuntos entrados

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados.

· Se lee:

i

Comunicaciones Oficiales :

El Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite copia de la Resolución 119/00 (por la cual durante el período de feria dispuesto para el mes de Enero del año 2001, no se recibirán decisorios). (Nº 4221/00).-

- A la Secretaría Administrativa -

El H. Concejo Municipal de Santo Tomé, remite copia de la Declaración sancionada por dicho Cuerpo, la cual declara el irrestricto apoyo a la implementación de todas las políticas y decisiones necesarias para que la Ciencia y los Investigadores en nuestro país, cuenten con el debido reconocimiento del Estado. (Nº 4222/00).-

- Al Archivo -

El señor Jefe de Departamento de Registro y Notificaciones del M.O.S.P.y V. de la Provincia,  remite copia del Decreto 3586/00 (por el cual el Aeropuerto Internacional de Rosario (A.I.R.), gestiona la modificación del Presupuesto vigente – Sub Jurisdicción 03). (Nº 4223/00).-

- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos -

El señor Jefe de Departamento de Registro y Notificaciones del M.O.S.P.y V. de la Provincia, remite copia del Decreto 3590/00 (Reacondicionamiento Arroyo Ludueña – tramo embocadura entubamiento existente y Av. Jorge Newbery y Canal Ibarlucea, departamento Rosario). (Nº 4224/00).-

- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Obras y Servicios Públicos -

El señor Ernesto Mansilla, Concejal de la ciudad de Las Rosas, solicita a este Cuerpo, tome conocimiento y se expida de la vigencia del Decreto 07317/67 (normas para la selección de áreas para cementerios). (Nº 4225/00).-

- A la Comisión de Asuntos Comunales -

ii

Dictámenes de Comisión:

De la de Asuntos Constitucionales y Legislación General, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación:

De los señores diputados Cecchi, Bullrich, Tate, Baudín, Di Pollina y Pezz; solicitando informe respecto del estado de la causa, por la que se tramita la quiebra de S.A.I., Welbers Limitada, titular en su momento de los ingenios azucareros de Villa Ocampo y Las Toscas. (Expte. Nº 8152 – D.B.).-

 - Al Orden del Día –

De la de Promoción Comunitaria, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación:

De la señora diputada Broda; solicitando gestione ante el Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación, informe respecto de la distribución de ropa deportiva y zapatillas realizada en Sastre, departamento San Martín. (Expte. Nº 8159 – P.J.).-

- Al Orden del Día –

SRA. BRODA.– Pido la palabra.


Quiero pedir a usted, señor presidente, y a mis compañeros que el proyecto recientemente leído (exp. 8159) que presenté en el recinto el jueves pasado sea tratado sobre tablas aunque como no hubo reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria no se planteó allí. 


Se trata del pedido de informes que hicimos acerca de la mercadería de contrabando que se había repartido y que tiene dictamen y de quedar para febrero perdería actualidad. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Queda reservado, señora diputada.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-
Se lee:

De la de Educación, expidiéndose en la siguiente Nota Particular:

El Secretario General de AMSAFE y los Secretarios Seccionales de distintos departamentos, acompañan a la presente, legajo de adhesiones superior a las ochenta mil firmas, por las cuales se rechazan los recortes presupuestarios para reemplazantes previstos en el Presupuesto 2000. (Nº 573/00).-

- Al Orden del Día

iii

MENSAJE Nº 2.357

SANTA FE, 21 de diciembre de 2000

A LAS 

H. CÁMARAS LEGISLATIVAS

SALA DE SESIONES

Tengo el agrado de presentar a consideración de las Honorables Cámaras Legislativas la Cuenta General del Ejercicio 1999 conforme lo establece el artículo 72° de la Constitución de la Provincia de Santa Fe.

Esta documentación ha sido elaborada por la Contaduría General de la Provincia conforme lo determina la Ley de Contabilidad conteniendo estados contables y cuadros comparativos de la gestión del Estado Provincial, comprendiendo la Administración Central, los Organismos Descentralizados, las Instituciones de Seguridad Social, Empresas y Sociedades del Estado.

Con tal motivo, hago propicia la oportunidad para saludar a las Honorables Cámaras Legislativas con atenta y distinguida consideración.

-
Dr. Juan Carlos Mercier- Carlos Alberto Reutemann

-
A la Comisión de Presupuesto y Hacienda 

IV

MENSAJE N° 2.354

SANTA FE, 21 de diciembre de 2000

A LA

H. LEGISLATURA DE LA PROVINCIA

SALA DE SESIONES
Se remite a vuestra consideración el adjunto Decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia por el que se dispone el veto total a la Ley sancionada y registrada con el N° 11.871 que autoriza al Poder Ejecutivo a otorgar a partir de enero del año 2001 una contribución mensual, en carácter de aporte no reintegrable, al Hogar del Huérfano de la ciudad de Rosario.

Los argumentos que fundamentan tal decisorio obran en los considerandos del citado decreto, a los que este Poder Ejecutivo se remite.

Dios guarde a V.H.

DECRETO N° 3.821

SANTA FE, 20 de diciembre de 2000.

VISTO:

La Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 30 de noviembre de 2000, recibida en el Poder Ejecutivo el 6 de diciembre del mismo año y registrada bajo el N° 11.871, y 

CONSIDERANDO:

Que por la Ley sancionada se dispone el otorgamiento de un subsidio mensual al Hogar del Huérfano de la Ciudad de Rosario “equivalente al valor de una cuota de la establecida en el convenio vigente, suscripto entre la Unidad Ejecutora Provincial del “Fondo de Emergencia Social – Ley 24.443” y la entidad beneficiaria “(Artículo 2 – Ley sancionada);

Que si bien no se advierten razones de legalidad para observar la norma estudiada, debe tenerse en cuenta que la cuota que se le acuerda, cuyo valor será equivalente al que surge del convenio que se menciona en el Artículo 2, será atendida con fondos provinciales  hacia el futuro y sin límite temporal alguno a diferencia de las ayudas recibidas a través de sistemas de asistencia como los previstos en la Ley 24.443 que son pagados con fondos aportados por la Nación y conferidos por períodos determinados;

Que en cuanto a la oportunidad y conveniencia de la norma propuesta, si bien es indiscutible la finalidad de bien público de la institución beneficiada, también es cierto que se debería efectuar por los órganos competentes un relevamiento de las diversas instituciones que con similares fines y situaciones requieren este tipo de contribuciones, a fin de que el Poder Ejecutivo pueda realizar un análisis integral de la problemática. Además, dicho estudio permitirá evaluar la oportunidad en que ese pago pueda disponerse a tenor de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Contabilidad (Decreto Ley 1.757/56) atento a que no existe previsión presupuestaria específica en el proyecto de presupuesto provincial remitido a la H. Legislatura, todo lo cual permitirá contar con la información suficiente para evaluar el impacto presupuestario de la problemática señalada;

Por lo expuesto, en razón de la complejidad del tema planteado y en uso de las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por los Artículos 57, último párrafo; 59 y 72 inc. 3 de la Constitución Provincial.

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA

DECRETA:

Artículo 1.- Vétase totalmente la Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 30 de noviembre de 2000, recibida en el Poder Ejecutivo el 6 de diciembre del mismo año y registrada bajo el N° 11.871.-

Artículo 2. - Devuélvase a la H. Legislatura con mensaje de estilo.

Artículo 3. - Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.-

-
Carlos A Reutemann - Dr. Angel Enzo Baltuzzi

-
A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.
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MENSAJE N° 2.355

SANTA FE, 21 de diciembre de 2000

A LA 

H. LEGISLATURA DE LA PROVINCIA

SALA DE SESIONES

Se remite a vuestra consideración el adjunto Decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia por el que se dispone el veto parcial a la Ley sancionada y registrada con el N° 11.872 que modifica el Artículo 1 de la Ley N° 10.867-Desmalezamiento de banquinas por medio del fuego.

Los argumentos que fundamentan tal decisorio obran en los considerandos del citado decreto, a los que este Poder Ejecutivo se remite.

Dios guarde a V.H.

DECRETO N°3.820

SANTA FE, 20 de diciembre de 2000

VISTO:

La Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 30 de noviembre de 2000, recibida en el Poder Ejecutivo el día 6 de diciembre del mismo año y registrada bajo el N° 11872, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley sancionada modifica el Artículo 1 de la Ley N° 10.867-Desmalezamiento de banquinas por medio del fuego-

Que la modificación consiste en incluir en la prohibición de la Ley N° 10.867 la instalación de depósitos de residuos de cualquier tipo, a cielo abierto y sin tratamiento adecuado, que puedan ocasionar riesgos al tránsito en rutas o vías ferroviarias;

Que se comparte el espíritu y fundamento de la Ley sancionada ya que prohíbe claramente aquellas prácticas contaminantes que pueden ocasionar riesgos al tránsito;

Que la Ley sancionada modifica solamente el Artículo 1 de la Ley N°10.867, pero mantiene vigente el Artículo 2 de la misma que establece que el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es el organismo encargado del control y vigilancia de la Ley;

Que esto se contrapone con lo establecido en la Ley N° 11.717 que creó la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, cuyo Artículo 4 inciso n) le asigna como función “fiscalizar el destino definitivo de los desechos de cualquier tipo”, y con la reglamentación vigente que atribuye dichas facultades a la Subsecretaría de Medio Ambiente y Ecología.

Que la disociación de facultades impedirá ejercer un criterio ordenado y unificado en relación al control de los depósitos, como así también en la interpretación de las técnicas apropiadas para el manejo de los mismos;

Que por lo expuesto este Poder Ejecutivo considera conveniente vetar la Ley sancionada y registrada con el N° 11.872, por la confusión y superposición de facultades que ella traería, proponiendo incluir en la modificación sancionada el Artículo 2 de la Ley N° 10.867 a efectos de aclarar quién es el organismo encargado del control y vigilancia de sus disposiciones;

Por lo expuesto y en uso de las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por los Artículos 57, último párrafo; 59 y 72 inciso 3 de la Constitución Provincial,

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA

DECRETA:

Artículo 1.-Vétase el Artículo 1 de la Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 30 de noviembre de 2000, recibida en el Poder Ejecutivo el 6 de diciembre del mismo año y registrada bajo el N° 11872.

Artículo 2.- Propónese el siguiente texto sustitutivo para el Artículo 1 de la Ley sancionada y registrada bajo el N° 11872:

“Artículo 1.- Modifícanse los Artículos 1 y 2 de la Ley N° 10.867, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 1.- Prohíbese en todo el territorio provincial el desmalezamiento por medio del fuego y la instalación de cualquier tipo de depósito a cielo abierto, público o privado, de residuos sólidos, urbanos, industriales o de cualquier otra naturaleza, proclives a la combustión, autocombustión y generación de humos o gases, que pudieren ocasionar riesgos al tránsito en las rutas provinciales y nacionales, y en vías ferroviarias que atraviesan la Provincia, sin que a los mismos se los trate con técnicas que impidan estas consecuencias.”

“Artículo 2.-El organismo encargado del control y vigilancia será la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, quien podrá delegar la facultad de policía en municipios y comunas.”

Artículo 3.- Devuélvase a la H. Legislatura con mensaje de estilo.

Artículo 4.- Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.-

-
Carlos A. Reutemann - Dr. Angel Enzo Baltuzzi

· A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General-

Vi

PROYECTO DE COMUNICACION


La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, informe lo siguiente:


Cuáles fueron las causas que determinaron el dictado de la Resolución de la Subsecretaría de Transporte Nº 006 del 18 de mayo de 2000 que procede a dejar sin efecto las resoluciones Nº 439/98 y 124/99 determinante de los períodos de apertura y finalización de los Modos Diferenciales de Transporte.

Señor Presidente:

La Subsecretaría de Transporte de la Provincia ha procedido a suspender normativas reguladoras del servicio de autotransporte de pasajeros en las modalidades de “Autotransporte Contratado, RAC y Turismo, Excursiones y/o Viajes Especiales”, en consecuencia quedaron automáticamente caducos los trámites originados en las Resoluciones Nº 439/98 y 124/99.

Dadas las condiciones de incremento de viajes debido a la cercanía de los períodos de vacaciones, sería conveniente que se aumenten los resguardos en estos sistemas de transportes a fin de obviar inconvenientes, procediendo a otorgar los permisos fijados por la ley.
-
Favario - Bullrich

· A las Comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General

VII

proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos que correspondan, proceda a adoptar las medidas que crea necesarias y conducentes para permitir que las Cooperadoras Escolares y las Federaciones de Cooperadoras u otras entidades sin fines de lucro, puedan llevar a cabo eventos u organizar juegos, que les permitan obtener recursos económicos extraordinarios, sin que ello signifique estar en contraposición con el marco legal vigente en nuestra provincia de Santa Fe.

Señor Presidente:


Las medidas adoptadas a nivel provincial, que impiden a cualquier persona o entidad, aun sin fines de lucro, organizar eventos, rifas, sorteos, etc., para recaudar fondos con destinos específicos, recayeron sobre las Cooperadoras Escolares y las Federaciones de Cooperadoras y otras análogas, que a partir del control ejercido sobre el juego o eventos no expresamente autorizados, han perdido la capacidad de generar recursos extraordinarios propios.


Estos recursos extraordinarios generados fundamentalmente por bingos familiares, rifas muy limitadas en sus alcances económicos y otras formas de recaudación, inexorablemente las cooperadoras los han volcado en el sistema educativo, contribución notable, solidaria y altamente reconocida, que hoy se ve mermada sustancialmente por la decisión adoptada de parte de los organismos pertenecientes al Estado Provincial.


Es preciso estudiar y analizar tales medidas restrictivas, puesto que la Comunidad Educativa comienza a sentir los efectos de la carencia de medios económicos para atender sus demandas que en gran medida soportan las Cooperadoras Escolares y las Federaciones de Cooperadoras.


Este legislador del norte, juntamente con los concejales del Honorable Concejo Municipal de la ciudad de Reconquista, Departamento General Obligado, que ya se expidieron en Resolución Nº 1407/00, nos vemos en la obligación de pedirle al Poder Ejecutivo la revisión de estas medidas restrictivas, para así poder lograr que las Cooperadoras Escolares como las Federaciones de Cooperadoras u otras entidades sin fines de lucro, puedan organizar eventos como los descriptos más arriba sin inconvenientes y dentro de los parámetros legales que resulten imprescindibles a ese fin, toda vez que los directos beneficiarios de sus acciones, sean el propio Estado Provincial, la Institución Escolar en particular y la Educación en general.


Por los motivos expuestos, solicito a mis pares el voto favorable del presente proyecto de comunicación.

Francisco Sellarés

-
A las Comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General
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PROYECTO DE COMUNICACION


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y Cultura, proceda a la creación de los cargos de Educación Física necesarios para cubrir las necesidades del Jardín de Infantes Nucleado Nº 8212, de la ciudad de Reconquista, Departamento General Obligado.

Señor Presidente:


El Jardín de Infantes Nucleado Nº 8212, con domicilio en la calle 40 s/n Barrio Pucará de la ciudad de Reconquista, Departamento General Obligado, cuenta en la actualidad con una matrícula de ciento setenta (170) alumnos de ambos sexos, distribuidos en ocho (8) salas - cuatro (4) en la Escuela Nº 1353 y cuatro (4) en la Escuela Nº 588 - y atendidos por ocho (8) maestras jardineras, una Directora organizadora y personal de servicio.


En el nivel inicial, donde el pensamiento y la acción se confunden, la necesidad de movimiento en el niño es el punto de partida de la actividad física.


Teniendo en cuenta, que el propio pensamiento se construye a través de la acción del sujeto, en interacción con los objetos y con los demás, la Educación Física adquiere importancia para la organización de sus esquemas mentales, para conocerse y conocer el mundo que lo rodea, desarrollando a su vez capacidades motrices.

La disciplina se orienta específicamente al abordaje del desarrollo del cuerpo y sus capacidades expresivas, comunicativas y motrices, enriqueciendo el proceso mediante el cual el niño va a adquirir el acervo motor generalizado propio de la etapa por la que transita y la formación de un cuerpo hábil y expresivo que le permita su individualización e integración al medio.


La Educación Física, es una educación por el movimiento, es la principal responsable de instrumentar la acción de educar por el movimiento, considerando al niño como una totalidad, que tiene una historia con influencias sociales y culturales.


La enseñanza de la Educación Física en este nivel debe considerar fundamentalmente la necesidad de movimiento del niño, respetando sus propias posibilidades.


Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares el voto favorable del presente proyecto de comunicación.

-
Francisco Sellarés

-
A las Comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

IX

proyecto de comunicación


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y Cultura, proceda a otorgar los cargos de Profesores de Educación Física, al Jardín de Infantes Común Nº 8213 de la ciudad de Reconquista, Departamento General Obligado.

Señor Presidente:


El Jardín de Infantes Común Nº 8213, con domicilio en Bulevard Lovato y Ludueña de la ciudad de Reconquista, Departamento General Obligado, contando en la actualidad con una matrícula de ciento sesenta y tres (163) alumnos de ambos sexos, distribuidos en siete (7) salas y atendidos por siete (7) maestras jardineras, una Directora y personal no docente.


El movimiento es un derecho al que deben poder acceder todas las personas, es por medio del movimiento que vamos a poder desarrollar nuestros órganos y sistemas convenientemente, como también estimular el crecimiento del aparato locomotor. A partir del movimiento, vamos a incrementar capacidades y promover aprendizajes inherentes a las distintas actividades humanas.


La Educación, por el movimiento se operativiza fundamentalmente mediante una correcta instrumentación de la Educación Física, y se debe a que:

- La Educación Física es educación, por lo tanto todas sus acciones se dan en ese contexto y en el marco del proceso de enseñanza-aprendizaje.

- La Educación Física toma como único medio al movimiento (sistematizado), mientras que para otras áreas o disciplinas es un medio más.

- La Educación Física utiliza constantemente al movimiento como medio, mientras que en otras áreas o disciplinas, sólo en forma esporádica.

Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares el voto favorable del presente proyecto de comunicación.

Francisco Sellarés

· A las Comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

x

PROYECTO DE ComuNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a declarar de “Interés Provincial” a:

1º - El control de alcoholemia en todo el ámbito del territorio provincial.-

2º - La actividad que desarrolla la Cruzada Solidaria por la Vida, de la ciudad de Firmat, promoviendo educación vial en los jóvenes de la zona y colaborando con el control de alcoholemia.-

Señor Presidente:

Conocido es el alarmante índice de accidentes de tránsito que se producen tanto en la provincia como en el país, con su inexorable secuela de muertes.-

Distintas son las causas que los producen, pero es indudable que los fines de semana, con el traslado en automotor de personas que concurren a fiestas o lugares bailables, con la consecuente ingesta de bebidas alcohólicas, hacen un tan importante como negativo aporte al incremento de aquellas estadísticas.-

Ante ello, en las distintas comunidades se observan reacciones valorables: en el sur, grupos de padres en prevención de estos accidentes se conformaron, entre otros, en Cañada de Gómez y Chabás.-

En Firmat, el 4 de agosto de 1999 nace la “Cruzada Solidaria por la Vida”, cuando un grupo de padres se reúnen en un domicilio particular para ver qué se podía hacer para disminuir los accidentes de tránsito, ya que en cuarenta días había habido cinco accidentes graves con tres jóvenes muertos y uno con serias secuelas.-

Deciden los padres invitar a toda la sociedad para una reunión que se realiza en la Sala Cultural de la Municipalidad de Firmat, presidida por un grupo de padres de la ciudad de Rosario, integrantes de la Cruzada para Evitar Accidentes de Tránsito. En esa charla asistieron 250 personas – lo que demuestra el interés de la población por la cuestión -, entregándose una encuesta con preguntas y respuestas sobre cuáles creían que eran las causantes de los accidentes de tránsito. La mayoría marcó que son: a) el exceso de velocidad; b) la imprudencia; c) la falta de conocimiento de las leyes de tránsito; d) la falta de señalización; e) el alcoholismo; f) y la drogadicción.-

Comenzaron así a reunirse los días miércoles en las instalaciones del Cuerpo de Bomberos Voluntarios, pasando luego a ser una subcomisión de dicho Cuerpo, donde tuvieron un lugar físico y legal.-

En las primeras reuniones se crearon varias comisiones de trabajo, y se trató la problemática de la ruta, ciudad, educación, patrulla vial y prensa y difusión.-

Luego los padres nucleados trataron de aprender y para ello concurrieron al Congreso que sobre la temática se realizó en la ciudad de Cañada de Gómez.-

En la Municipalidad de Venado Tuerto recabaron información de muchos lugares que sabían se habían iniciado en algo similar, invitando a especialistas en el tema que vinieron a la ciudad de Firmat a dar charlas sobre la problemática de los accidentes de tránsito.-

Estudiando el problema llegaron a la conclusión de que lo fundamental es la educación, e implementaron un proyecto con apoyo del Ministerio de Educación de la Provincia, que consistió en la entrega durante seis meses de dieciocho mil folletos en todas las escuelas primarias, tratando temas como la bicicleta, la moto y las señales de tránsito; los últimos folletos se realizaron con la colaboración de los mismos alumnos interesados en estos problemas.-

Recientemente, un grupo de psicólogos de la Red Psicoterapéutica de Rosario realizó un trabajo con trescientos alumnos del 3º año secundario sobre prevención de accidentes a través de la concientización del no consumo de alcohol.-

La “Cruzada Solidaria por la Vida” ha tenido una activa participación como peticionante ante las autoridades sobre cuestiones de señalización, iluminación y reductores de velocidad, y también en la redacción del proyecto de ordenanza Municipal que sobre control de alcohol en las rutas se sancionó recientemente, estando ya en vigencia y comenzando su aplicación hace pocas semanas.-

La Institución, como se dijo, está constituida por un grupo de padres independientes, sin fines de lucro ni político; asumen su tarea como de peticionar ante las autoridades, aportando ideas y tratando de colaborar con ellas en las propuestas y acciones que, entienden, son fundamentales para superar el flagelo de los accidentes de tránsito, en particular, en las noches de los viernes y los sábados.-

Saben que es un trabajo arduo y a largo plazo, pero los moviliza tanto el convencimiento de que pueden cooperar en tan importante tarea, como el amor a sus hijos.-

Y el trabajo ya está dando sus frutos, ya que además de haber recorrido muchas escuelas de Firmat y la zona dando charlas sobre el tema, acaban de concurrir a la ciudad de Salta, invitados por la Sociedad Argentina de Pediatría, donde participaron del Congreso Argentino de Pediatría disertando sobre la actividad de la Institución y sobre educación vial y cómo abordarla para que el mensaje se haga carne en nuestros jóvenes.-

Ante su expreso pedido - cuya copia se adjunta - de lograr una declaratoria de “Interés Provincial” de tan valorable actividad, entendimos justo promoverlo y así lo implementamos a través del presente que, descontamos, tendrá el acompañamiento de nuestros pares.-

-
Di Pollina – Cecchi - Baudin

-
A la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

4

Autorización para ausentarse del país al Señor diputado Zogbi

SR. SECRETARIO (Lago).- Se encuentra en Secretaría una nota que lleva la firma del señor diputado Zogbi solicitando al Cuerpo autorización para ausentarse del país, durante el receso administrativo y parlamentario, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 17, segundo párrafo del Reglamento Interno de la Cámara de Diputados.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría Parlamentaria se dará cuenta de los proyectos reservados para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. SECRETARIO (Lago).- Obran en esta Secretaría los siguientes proyectos para ser tratados sobre tablas: Proyecto de resolución por el que se establece el receso parlamentario y administrativo desde el 2 al 31 de enero del 2001 ; Proyecto de resolución por el que se otorgan becas y subsidios y Proyecto de resolución sobre la adscripción de un empleado de esta Cámara al Poder Ejecutivo y resolución de fecha 2 de noviembre del 2000.
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Distribución de ropa deportiva

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No habiendo asuntos entrados fuera de lista ni homenajes que realizar, corresponde considerar los proyectos reservados para su tratamiento sobre tablas.


Se encuentra reservado en Secretaría para su tratamiento sobre tablas el proyecto de comunicación identificado con el número de expediente 8159, por el que se solicita al Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación informe sobre la distribución de ropa deportiva y zapatillas.


Por Secretaría se dará lectura.

-
Se lee:

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el Proyecto de Comunicación (Expte. Nº 8159 – P.J), presentado por la diputada Broda, solicitando gestione ante el Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación, informe respecto de la distribución de ropa deportiva y zapatillas, realizada en la localidad de Sastre, departamento San Martín; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

 XE "cDistribución de ropa deportiva" 
La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos competentes, solicite al Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente de la Nación informe acerca de la distribución de ropa deportiva y zapatillas realizada en la localidad de Sastre (Departamento San Martín) por el coordinador de la Unidad Ejecutora Provincial de Programas Sociales Sr. Juan Miguel Gariglio a través de la mutual de Ayuda entre Asociados y Adherentes del Club Atlético Almafuerte.

A tal efecto y en base a declaraciones periodísticas del coordinador del Ministerio de Desarrollo Social de la nación Sr. Juan José Vitiello, publicadas en el diario “La Capital” del día 13 de diciembre de 2000 solicitamos se suministre:

· Copia del convenio firmado entre la Aduana y el Ministerio de Desarrollo Social que autoriza dicha operatoria.

· Fotocopia del acta de infracción al régimen aduanero correspondiente a la mercadería incautada.

· Inventario del contenido de cada uno de los dos containers de mercadería de contrabando incautada, mencionados por el Sr. Vitiello.

· Nombre del operador de Aduana que realizó la entrega al citado Ministerio, y fotocopia del acto administrativo correspondiente.

· Nombre del funcionario del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación que recibió la mercadería y nombre de la persona o entidad a la que se le entrega. Fotocopia de dicho acto administrativo.

· Nombre de la empresa o persona que realizó el transporte. Nº de dominio del vehículo utilizado y fotocopia de la carta de porte.

· Nombre del destinatario en la ciudad de Sastre y fotocopia del remito.

· Fotocopia de las planillas con el detalle de las personas y/o instituciones que recibieron la mercadería, así como la cantidad repartida.

· Informe detallado de la mercadería que aún no ha sido repartida, lugar donde se encuentra depositada y nombre de la persona o entidad responsable de la misma.

· Cuál fue el criterio aplicado para otorgar la distribución a la Mutual del Club Almafuerte y por qué, si existe una Unidad Ejecutora Provincial de Programas Sociales donde el Sr. Juan Miguel Gariglio (responsable de las gestiones y la adjudicación) es el representante del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, la ayuda no se canalizó a través de la misma.

· Si se tuvo en consideración que dicha Mutual otorgó préstamos en forma ilegal (sin autorización del Concejo) al mismo Sr. Gariglio cuando éste era Intendente de la ciudad de Sastre a una tasa promedio del 5,2 % mensual.

· Si se evaluó que en el momento de elegir el Sr. Gariglio a esta Mutual como “entidad de bien público sin fines de lucro” para hacer llegar la ayuda social del Ministerio, la misma había embargado la coparticipación de la Municipalidad de Sastre pretendiendo cobrar una presunta deuda, generada en el gobierno del Sr. Gariglio que entre capital e intereses roza los $100.000

-
Broda – Mazziotta – Gutiérrez – Dalla Fontana

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Nosotros nos vamos a oponer al tratamiento sobre tablas de este proyecto en mérito a la mecánica acordada para estos casos, pero fundamentalmente porque se trata de un proyecto que ya tiene asegurada su consideración y no reviste contestación urgente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

-
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.
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receso parlamentario y administrativo

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución por el cual se establece el receso parlamentario y administrativo.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 XE "rreceso parlamentario y administrativo" 
PROYECTO DE RESOLUCIóN

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE:

1.-Establecer receso parlamentario y administrativo del 2 al 31 de enero del año 2001, inclusive, período durante el cual, el personal deberá hacer uso de la Licencia Anual Ordinaria.

2.- Durante el receso establecido quedan suspendidos los plazos estipulados en los artículos 54 inciso 5º y 59, 3er. párrafo de la Constitución Provincial.

3.- La Presidencia y las Secretarías Parlamentaria y Administrativa adoptarán las medidas pertinentes para el funcionamiento de las dependencias de la Cámara que estimen necesarias.

4.- Regístrese, comuníquese a la Cámara de Senadores, al Poder Ejecutivo, a la Excma. Corte Suprema de Justicia y archívese.

-
Galaretto – Ugalde – Di Pollina – Favario – D’ Ambrosio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado.
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Otorgamiento de becas y subsidios

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución por el cual se otorgan subsidios y becas.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

 XE "rOtorgamiento de becas y subsidios" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

RESUELVE

1.- Otorgar los subsidios de hasta la suma de PESOS QUINIENTOS ($ 500), que se detallan en el ANEXO I, y los subsidios superiores a la suma de PESOS QUINIENTOS ($ 500), que se detallan en el ANEXO II, de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma, y que corresponden a las solicitudes formuladas por los señores diputados de los distintos bloques políticos que componen este Cuerpo, cuyos beneficiarios son las personas de existencia física e instituciones que se mencionan, y por los importes en ellos expresados.

2.- Otorgar las Becas detalladas en el Anexo III, de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma y que corresponden a las solicitudes formuladas por los señores diputados de los distintos bloques políticos que componen este Cuerpo, cuyos beneficiarios son estudiantes de distintos niveles educacionales que en él se indican y por el período correspondiente al mes de diciembre de 2000.

3.- Desafectar por su devolución los subsidios detallados en el ANEXO IV, de la presente Resolución, que forma parte e integra la misma.

4.- Otorgar en reemplazo de los subsidios desafectados en el artículo anterior, los que se mencionan en el ANEXO V, de la presente Resolución que forma parte e integra la misma. 

5.- Autorízase a la Secretaría Administrativa de la Cámara de Diputados a efectuar la liquidación y pago de la presente Resolución, imputando la suma a la partida presupuestaria correspondiente, con cargo de rendición de cuentas conforme a las normas legales vigentes.

6.- Regístrese, hágase saber y archívese.

Sala de Sesiones, 22 de diciembre de 2000.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–  En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-
Resulta aprobado.
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Adscripción de personal

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución relacionado a adscripciones del personal de planta permanente.


Por Secretaría se dará lectura.

Se lee:

 XE "rAdscripción de personal" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVInCIA

RESUELVE

1.- Autorízase la adscripción de la agente SANDOZ, Raquel Graciela, (D.N.I. Nº 12.181.825 – Clase 1956) categoría 24 de la planta permanente de la Cámara de Diputados a la Subsecretaría de Justicia y Culto del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto. Encuádrase la presente en lo dispuesto por el artículo 3 de la Resolución de fecha 27 de julio de 2000.

2.- Exclúyase del Anexo I de la Resolución de fecha 2 de noviembre de 2000 a los agentes CÓRDOBA Daniel Carlos D.N.I. 12.393.457 y DOSSENA Miguel Ángel D.N.I. 4.706.738, respectivamente.

3.- Requiérase a la Cámara de Senadores de la Provincia la adscripción de los agentes mencionados en el artículo anterior.

4.- Regístrese, hágase saber y archívese.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-
Resulta aprobado.

orden del día

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 2 del período extraordinario.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Antes de entrar en la consideración del Orden del Día quiero hacer una manifestación poniendo de resalto mi formal protesta por la clara violación a las reglas de juego que se hizo al otorgarse el tratamiento sobre tablas a un proyecto que no había sido considerado en la Comisión de Labor Parlamentaria. Y de ninguna manera ni el bloque Justicialista ni el Radical respaldaron sin decir una palabra ante la violación de una regla establecida para el tratamiento sobre tablas de los asuntos.

Por lo tanto yo planteo desde ya que en la próxima reunión de Labor Parlamentaria decidamos definitivamente cómo se van a tratar los temas porque, de lo contrario, usted comprenderá que deberemos dejarle un poder general de disposición de nuestra voluntad y en todo caso ver cómo nos mandan la dieta por correo ya que si acá vamos a bajar simplemente los números estamos absolutamente de más. Nada menos que una reunión donde vamos a dar sobradas muestras de responsabilidad la oposición que representamos los que no acompañamos esta clara violación a reglas elementales de juego, de convivencia en esta Cámara. ¡Y se nos contesta de esta forma!


Es por eso que dejo formalmente planteada esta clara protesta, porque así no se puede seguir y lamento que justamente en la última sesión de este año tengamos que decirlo en este tono y con estas consideraciones. Pero es absolutamente inadmisible que después de soportar postergaciones de cuatro o cinco sesiones, paseos por las comisiones e infinitos pedidos de informes -objetivos importantes y severos-, aquí, simplemente porque parece haber una irregularidad en el trámite procedimental de un funcionario que no pertenece a mi partido, se trate un tema de esta forma, con absoluta ligereza.

SRA. BRODA.– Pido la palabra.


Realmente incurrí en un error y es por falta de práctica. Pregunté si se había tratado en Labor Parlamentaria y mi presidente de bloque me dijo que no. Entonces hice -y creo que dije sin compromiso- el pedido. Quiero dejar en claro que no estoy avasallando a nadie. No vine a plantear ninguna cuestión de privilegio. El planteo lo hice el otro día con la fundamentación de que si esto va a quedar para febrero ya no tendría sentido la contestación. 


Pido disculpas al diputado D’Ambrosio. Aclaro que no quise pasar por arriba de nadie ni quiero tener el cargo de conciencia de arruinar las relaciones de la Cámara por algo que a lo mejor lo hice por falta de experiencia.

SR. D’AMBROSIO.– Como se desprende claramente de mis palabras, mi protesta no es contra el pedido de la señora diputada, que puede estar o no acertada al hacerlo y tiene todo el derecho a peticionar. Mi pretensión está dirigida a la responsabilidad y a la palabra de los presidentes de los bloques de la U.C.R. y Justicialista.

SR. GALARETTO.– Pido la palabra.


Solicito, señor presidente, me aclare cómo fue la votación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No se tomó nota de los nombres pero el resultado fue mayor a los dos tercios que es lo exigido reglamentariamente.

SR. GALARETTO.– Entiendo que no estaba circunscripta solamente a la referencia que hace el señor diputado D’Ambrosio. Pero es a los efectos de la aclaración.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Votaron los señores diputados Bullrich, Di Pollina, los integrantes del partido Justicialista...

SR. DI POLLINA.– Yo no voté.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿No? ¿Quién votó entonces, Alfredo?

-
Risas.

SR. GIORGETTI.- Pido la palabra.


Por una cuestión de seguridad, si la Presidencia me permite, me voy a llegar hasta la banca del diputado Bullrich, a quien voy a hacer entrega de una taza con agua y un producto, que si no leo mal es bicarbonato de sodio, porque he visto que ha pedido la palabra y dado que cuando se emociona, como en el día de ayer, tiene un problema de contención, puede dejar lo que le molesta en el bicarbonato y en esta taza de agua.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le faltó una toallita.

-
El señor diputado Giorgetti procede a hacer entrega al señor diputado Bullrich de los elementos mencionados. Risas.
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presupuesto general de gastos y cálculo de recursos 2001

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continuamos con el tratamiento del Orden del Día Nº 2 del Período Extraordinario.


Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 1.

-
Se lee:

Señores Diputados:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2001 - Expte. 8143 PE – Mensaje 2346 -; y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "lpresupuesto general de gastos y cálculo de recursos 2001" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY:

CAPITULO I

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION PROVINCIAL

Artículo 1°-
Fíjase en la suma de PESOS TRES MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS DOCE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y NUEVE ($ 3.255.812.979), los gastos corrientes y de capital del Presupuesto de la AdministraciOn Provincial (Administración Central, Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social) para el ejercicio 2001, conforme se detalla a continuación, y analíticamente en las planillas Nros. 1 y 2 anexas  al presente artículo.

	CONCEPTO


	GASTOS CORRIENTES


	GASTOS DE CAPITAL


	TOTAL



	
	
	
	

	Administración Central
	   2.175.049.715
	   142.698.762
	 2.317.748.477

	Organismos Descentralizados
	      107.620.898
	   107.103.694
	   214.724.592

	Instituciones de Seguridad Social
	      722.337.410
	      1.002.500
	   723.339.910

	TOTALES


	    3.005.008.023
	   250.804.956
	 3.255.812.979


Artículo 2º-
Estímase en la suma de PESOS TRES MIL CIENTO CINCUENTA Y OCHO MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE ($ 3.158.383.849) el Cálculo de Recursos de la AdministraciOn Provincial para el ejercicio 2001, destinado a atender las Erogaciones a que refiere el artículo 1º de la presente ley, de acuerdo al resumen que se indica a continuación, y al detalle que figura en planillas Nro. 3, anexas al presente artículo.

	CONCEPTO


	RECURSOS CORRIENTES


	RECURSOS DE CAPITAL
	TOTAL

	
	
	
	

	Administración Central
	   2.338.042.185
	      24.145.531
	  2.362.187.716

	Organismos Descentralizados
	      137.548.955
	      20.826.798
	     158.375.753

	Instituciones de Seguridad Social
	      637.422.880
	          397.500
	     637.820.380

	TOTALES


	   3.113.014.020
	      45.369.829
	  3.158.383.849


Artículo 3º-
Fíjase en la suma de PESOS CIENTO OCHENTA Y CINCO MILLONES DOSCIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL VEINTISIETE ($ 185.249.027) los importes correspondientes a los Gastos Figurativos para Transacciones Corrientes y de Capital de la ADMINISTRACION PROVINCIAL, para el ejercicio 2001, quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas de la ADMINISTRACION PROVINCIAL en la misma suma, según el detalle que figura en las planillas Nro. 4, anexas al presente artículo.

Artículo 4º-
Como consecuencia de lo establecido en los artículos 1°, 2° y 3°, estímase en PESOS NOVENTA Y SIETE MILLONES CUATROCIENTOS VEINTINUEVE MIL CIENTO TREINTA ($ 97.429.130) la Necesidad de Financiamiento de la ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL para el ejercicio 2001. Dicho resultado incluye PESOS CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES CINCUENTA MIL TRESCIENTOS SETENTA Y SIETE ($ 138.050.377) para insuficiencia presupuestaria del ejercicio 2001.


El Presupuesto de la Administración Provincial para el ejercicio 2001 contará con las Fuentes Financieras y Aplicaciones Financieras indicadas a continuación y que se detallan en las planillas Nros. 5 y 6, anexas al presente artículo.

Fuentes Financieras
 




 195.145.605

- Disminución de la Inversión Financiera


   4.910.114

- Endeudamiento Público o Incremento

  de Otros Pasivos 





 190.235.491

Aplicaciones Financieras 




  97.716.475

- Amortización de Deuda y Disminución

  de Otros Pasivos 





  97.716.475


Fíjase en la suma de PESOS DOS MILLONES TRESCIENTOS VEINTITRES MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y UNO ($ 2.323.981) el importe correspondiente a Gastos Figurativos para Aplicaciones Financieras de la Administración Provincial quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas para Aplicaciones Financieras en la misma suma, conforme al detalle obrante en Planillas N° 7 Anexas al presente artículo.
Artículo 5º-
Como consecuencia de lo establecido en los artículos precedentes, apruébase el esquema Ahorro - Inversión - Financiamiento para el ejercicio 2001, conforme al resumen que se indica a continuación:

	ESQUEMA AHORRO - INVERSION – FINANCIAMIENTO
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	CONCEPTO
	ADMINISTRACION
	ORGANISMOS 
	INSTITUCIONES DE 
	TOTAL

	
	CENTRAL
	DESCENTRALIZADOS
	SEGURIDAD SOCIAL
	

	I-Recursos Corrientes
	2.338.042.185 
	   137.548.955 
	   637.422.880 
	3.113.014.020 

	II-Erogaciones Corrientes
	2.175.049.715 
	   107.620.898 
	   722.337.410 
	  3.005.008.023 

	III –Ahorro (I-II)
	   162.992.470 
	     29.928.057
	    (84.914.530)
	   108.005.997 

	IV-Recursos de Capital
	     24.145.531 
	     20.826.798 
	         397.500
	     45.369.829 

	V-Erogaciones de Capital
	   142.698.762 
	   107.103.694 
	      1.002.500 
	   250.804.956 

	VI- Inversión (V-IV)
	   118.553.231 
	     86.276.896 
	         605.000 
	   205.435.127 

	VII-Resultado Financiero antes de Contribuciones (Necesidad de Financiamiento antes de Contribuciones)-(III-VI)
	    44.439.239 
	    (56.348.839)
	    (85.519.530)
	   (97.429.130)

	VIII-Contribuciones

Figurativas
	     22.415.365 
	      77.314.132 
	      85.519.530 
	  185.249.027

	IX-Gastos Figurativos
	   161.793.662 
	      23.455.365 
	-
	   185.249.027 

	X-Resultado financiero

(Necesidad de Financiamiento) (VIII+VII-IX)
	   (94.939.058)
	       (2.490.072)
	-
	   (97.429.130)

	
	
	
	
	

	XI-Fuentes Financieras
	   191.235.491 
	        3.910.114 
	-
	   195.145.605 

	 a-Disminución de la   Inversión Financiera
	      1.000.000 
	        3.910.114 
	
	       4.910.114 

	 b-Endeudamiento Público e incremento de otros pasivos
	   190.235.491 
	
	
	   190.235.491 

	XII- Aplicaciones

 Financieras
	     93.972.452 
	        3.744.023
	-
	     97.716.475 

	 a-Amortización de la

 Deuda y Disminución

 de Otros pasivos
	    93.972.452 
	       3.744.023 
	
	    97.716.475 

	XIII- Contribuciones

 Figurativas para Aplicaciones Financieras
	
	        2.323.981 
	
	       2.323.981 

	XIV- Gastos Figurativos

 Para Aplicaciones

 Financieras


	       2.323.981 
	
	
	       2.323.981 



El Nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Provincial, se detalla en planilla anexa 8, en el nivel institucional y por objeto del gasto.

Artículo 6º-
Fíjase el número de cargos de la planta de personal, incluyendo los correspondientes a Profesionales Universitarios de la Sanidad Oficial, en los siguientes totales:

	CONCEPTO


	PERSONAL

	
	TOTAL
	PERMANENTE
	TEMPORARIO

	ADMINISTRACION CENTRAL
	          87.671
	        86.763
	       908

	ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
	           4.003
	          3.932
	         71

	
	
	
	

	INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	              857
	             855
	          2

	TOTAL ADMINISTRACION PROVINCIAL

(Capítulo I – Anexo 9)
	         92.531
	         91.550
	       981



Fíjase en DOSCIENTAS NOVENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS CUARENTA (296.840) el número de horas de cátedra del personal docente.

Artículo 7º-
Facúltase al Poder Ejecutivo a enajenar, permutar o entregar en dación de pago, bienes del Estado Provincial cuyo producido se destinará a la constitución de un “Fondo por Realización de Activos” el que quedará afectado a la atención de la inversión real y al mantenimiento de edificios públicos. Queda facultado asimismo el Poder Ejecutivo a crear una unidad operativa y determinar procedimientos administrativos específicos que permitan agilizar la operatoria de realización de bienes.

Artículo 8º-
Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2001, de la deducción del gravamen a que refieren los artículos 26º y 27º de la Ley Nro. 10.554, el importe de PESOS CUATROCIENTOS MIL ($ 400.000).

Artículo 9º-
Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2001, la suma de PESOS UN MILLON ($ 1.000.000), de la desgravación impositiva prevista por el artículo 24º de la Ley Nº 10.552.

Artículo 10º-
A partir del 1º de enero de 2001, los ascensos de personal que se realicen por promociones no automáticas en uso de facultades del Poder Ejecutivo, quedarán supeditados a la existencia de crédito presupuestario.

Artículo 11º-
Sin  perjuicio de las normas establecidas por la Ley Nro. 11.696 artículos 21, 22 y 23, los pronunciamientos judiciales que condenen al Estado Provincial al pago de una suma de dinero o, cuando sin hacerlo, su cumplimiento se resuelva en el pago de una suma de dinero, serán satisfechos con las autorizaciones para efectuar gastos contenidas en el Presupuesto Provincial.

Artículo 12º-
Establécese que la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia atenderá con fondos de Rentas Generales el pago de las pensiones otorgadas por aplicación de la Ley N° 4.794 de Pensiones Graciables a Ex Legisladores y Ex Convencionales Constituyentes, y sus modificatorias; la Ley Nro. 7044 de Pensiones Graciables a Ex Gobernadores y Ex Interventores Constitucionales y la Ley N° 10.120 de Asignaciones por carga de familia de Ex Legisladores y Ex Convencionales Constituyentes, hasta el crédito presupuestario autorizado en la presente ley, por la suma de PESOS UN MILLON TRESCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS OCHENTA ($ 1.352.480).


El Poder Ejecutivo no podrá, en ningún caso, realizar modificaciones presupuestarias para atender erogaciones que excedan dicho crédito presupuestario. 

Artículo 13º-
Los importes a abonar en el ejercicio 2001 al Sector Docente Provincial en concepto de Incentivo Docente, no podrán superar los ingresos provenientes del Gobierno Nacional, que con tal destino se efectivicen en dicho ejercicio.

Artículo 14º-
Dispónese la constitución de un “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en la Jurisdicción Obligaciones a Cargo del Tesoro con los créditos correspondientes a los cargos vacantes transitorios que se produzcan en el transcurso del ejercicio 2001, para lo cual las distintas Jurisdicciones y Organismos Descentralizados informarán mensualmente al Ministerio de Hacienda y Finanzas, dentro de los 10 (diez) primeros días del mes subsiguiente, las vacantes que se hayan producido, remitiendo el pedido de contabilización de reducción de créditos.


Como consecuencia de lo expuesto precedentemente, las economías que se practiquen en el rubro “Personal” en los Organismos Descentralizados que no reciben aportes de la Administración Central a los fines de equilibrar sus resultados, se destinarán a la constitución del “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en el presupuesto del respectivo Organismo. Aquellos Organismos Descentralizados que reciben aportes de Rentas Generales a los fines de equilibrar sus resultados, destinarán las economías en Personal que practiquen a la conformación del citado crédito contingente en el Presupuesto de la Administración Central, con disminución del Aporte para Cubrir Déficit previsto presupuestariamente.


El Ministerio de Hacienda y Finanzas verificará el estricto cumplimiento de las disposiciones del presente artículo efectuando las auditorías pertinentes y deberá informar en caso de incumplimiento, sin perjuicio de la intervención pertinente del Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 15°-
De conformidad a la discriminación de las fuentes financieras obrantes en planilla anexa 5 al artículo 4° Capítulo I, facúltase al Poder Ejecutivo a concertar el Uso del Crédito por un importe de PESOS CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES CINCUENTA MIL TRESCIENTOS SETENTA Y SIETE ($ 138.050.377), pudiendo afectar en garantía los recursos provenientes del régimen establecido por la Ley Nacional Nro. 23.548 y modificatorias o el régimen que la reemplace.


Si a la iniciación del ejercicio financiero del año 2002 no se contare con la Ley de Presupuesto aprobada para dicho ejercicio, la facultad para concertar el Uso del Crédito contenida precedentemente se prorrogará en la medida que los recursos estimados resultaren insuficientes para atender los créditos reconducidos por aplicación de las disposiciones del artículo Nro. 31° de la Ley N° 1757/56 – Ley de Contabilidad o de la norma que la reemplace.

Artículo 16º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir Letras de Tesorería, Títulos o Documentos, o contraer deudas a efectos de atender desequilibrios transitorios de caja, pudiendo afectar en garantía los recursos provenientes del régimen establecido por la Ley Nacional N° 23.548 y modificatorias o el régimen que la reemplace. Las mismas deberán cancelarse en el transcurso del ejercicio.

CAPITULO II

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION CENTRAL

Artículo 17º-
Detállanse en las planillas resumen números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 5º de la presente Ley.

El Nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Central, se detalla en planilla anexa 9, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, planillas anexas 10, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 11 en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto.

Las respectivas Jurisdicciones deberán programar la inversión mensual en personal de manera tal que su proyección anual no exceda el monto que para cada Jurisdicción se determina en la presente ley. Los ahorros que realice el Ministerio de Educación en las partidas de Personal Permanente o Temporario como consecuencia de optimización en el destino de los créditos deberán ser reasignados por el Poder Ejecutivo en el Presupuesto de dicha Jurisdicción.

CAPITULO III

PRESUPUESTO DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS 

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 18º-
Detállanse en las planillas resumen números 1A, 2A, 3A, 4A, 5A, 6A, 7A, 8A y 9A anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 5º de la presente Ley. 

El Nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de los Organismos Descentralizados, se detalla en planilla anexa 10A, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, planilla anexa 11A en la clasificación por programas y económica y 12A en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto.

Artículo 19º-
Detállanse en las planillas resumen números 1B, 2B, 3B, 4B, 5B y 6B anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1º, 2º, 3º, 4º y 5º de la presente Ley.


El Nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de las Instituciones de Seguridad Social, se detalla en planilla anexa 7B, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 8B en la clasificación por programas y económica y 9B en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto
CAPITULO IV

PRESUPUESTO DE LA EMPRESA PROVINCIAL DE LA ENERGIA,

 BANCO DE SANTA FE S.A.P.E.M. (en liquidación) y

 ENTE INTERPROVINCIAL TUNEL SUBFLUVIAL “HERNANDARIAS”

Artículo 20º-
Fíjanse en las sumas que para cada caso se indican, los Presupuestos de erogaciones-gastos corrientes y de capital de la Empresa Provincial de la Energía, Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. (en liquidación) y Ente Interprovincial Túnel Subfluvial “Hernandarias”, estimándose los recursos y el Resultado Financiero en las sumas que se indican a continuación:

	
	Empresa Provincial

de la Energía


	Banco de Santa Fe S.A.P.E.M.

(en liquidación)
	Túnel Subfluvial

“Hernandarias”

	
	
	
	

	Erogaciones Corrientes


	    486.802.599
	      2.684.577
	       8.354.500

	Erogaciones de Capital


	      48.161.589
	            7.016
	          286.500

	Total de Erogaciones


	    534.964.188
	      2.691.593
	       8.641.000

	Recursos Corrientes


	    516.127.000
	      2.428.418
	       8.638.500

	Recursos de Capital


	
	         263.175
	             2.500

	Total de Recursos


	    516.127.000
	       2.691.593
	       8.641.000

	Resultado Financiero


	     -18.837.188
	         -
	           -

	Fuentes Financieras


	      19.271.188
	         -
	           -

	Aplicaciones Financieras


	           434.000
	         -
	           -



Aprúebase el Esquema Ahorro-Inversión-Financiamiento para el ejercicio 2001 de acuerdo al detalle que figura en planillas 1C, 2C y 3C, anexas al presente artículo.


El Nivel de Erogaciones autorizado precedentemente, que componen el Presupuesto de la Empresa Provincial de la Energía, Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. (en liquidación) y Ente Interprovincial Túnel Subfluvial “Hernandarias”, se detalla en planilla anexa 4C, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, planillas anexas 5C en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 6C en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto.

Artículo 21º-
Fíjase el número de cargos de la planta de personal, correspondiente a la Empresa Provincial de la Energía y Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. (en liquidación) de acuerdo al siguiente detalle:

	CONCEPTO
	PERSONAL

	
	TOTAL
	PERMANENTE
	TEMPORARIO

	Empresa Provincial de la Energía


	         3.470
	      3.420
	           50

	Banco de Santa Fe S.A.P.E.M. (en liquidación)


	              22
	           17
	             5


CAPITULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22°-
Incorpórase como Anexo "A" de la presente ley, la distribución analítica de los créditos establecidos en los artículos precedentes, pudiendo a los efectos del control del presupuesto analítico, determinarse por el Poder Ejecutivo los niveles de las partidas que serán considerados limitativos e indicativos, en las condiciones dadas por la normativa vigente. El Poder Ejecutivo deberá comunicar a las HH.CC. Legislativas las modificaciones que realice por decreto simple al Plan de Obras Públicas.

Artículo 23°-
Establécese que los bonos previsionales que se emitan por aplicación de las Leyes Nros. 11.373 y 11.696, para la cancelación de deudas previsionales que no tuvieren a la fecha de vigencia de la Ley Nro. 11.696 sentencia basada en autoridad de cosa juzgada, responderán a una nueva serie dentro del monto máximo de emisión autorizado en el artículo 26 de dicha Ley, cuyo primer vencimiento del servicio financiero de amortización y renta operará a partir del mes de mayo del año 2002, capitalizándose los intereses mensualmente hasta el 31 de marzo de 2002, manteniendo las demás características y condiciones de la emisión ordenada por Decreto del Poder Ejecutivo Nro. 1413/96. Lo propio ocurrirá con otras obligaciones previsionales cuya atención con Bonos Previsionales fue autorizada por el artículo 27° de la citada Ley Nro. 11.696.

Artículo 24°-
Establécese que los gastos de funcionamiento, incluido las remuneraciones del Personal y equipamiento, de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo se atenderán con recursos provenientes del recupero de préstamos otorgados con fondos del Fondo Nacional de la Vivienda con anterioridad al Acuerdo entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Provinciales, suscripto el 12 de agosto de 1992, ratificado por Ley Nacional N° 24.130 y aprobado por Ley Provincial N° 10.955.

Artículo 25°-
Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones presupuestarias que resulten pertinentes por aplicación de las normas de la Ley Nro. 11.727.

Artículo 26°-
Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer las adecuaciones presupuestarias que resulten pertinentes a fin de incorporar al Presupuesto vigente la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable creada por Ley N° 11.717, así como las que deriven de otras modificaciones a la Ley de Ministerios.

Artículo 27º-
Facúltase al Poder Ejecutivo para que en un plazo no superior a 180 días concluya con el proceso de liquidación de la Dirección Provincial de Obras Sanitarias (Residual), quedando facultado a realizar todos los actos necesarios para la liquidación de los activos y la cancelación de pasivos en el plazo establecido, así como las modificaciones presupuestarias que resultaren necesarias para su cumplimiento.

Artículo 28°-
Facúltase al Poder Ejecutivo a adecuar el Presupuesto como consecuencia de la liberación de recursos afectados cuya habilitación fuera autorizada por Ley Nacional, dando informes trimestrales a la HH. CC. Legislativas.

Artículo 29°-
Los excedentes del Fondo de Emergencia Social – Ley Nacional Nro. 24.443 y modificatorias, no invertidos en el ejercicio 2000, deberán ser incorporados a la presente Ley para atender gastos de conformidad a la finalidad que fija dicha Ley Nacional.
Artículo 30°-
Agrégase al final del artículo 28º de la Ley N° 5.110 y sus modificatorias los siguientes párrafos:

"Del aporte determinado según lo dispuesto en los párrafos anteriores, los sujetos que realicen actividades industriales incluidas en el inciso ñ) del artículo 160 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias), con abstracción de la forma de comercialización de sus productos y siempre que se encuentren radicadas en jurisdicción de la Provincia, podrán computar un crédito fiscal equivalente al porcentaje que en cada caso se especifica:

a) El 33% (treinta y tres por ciento) a partir del 1° de enero de 2001.

b) El 66% (sesenta y seis por ciento) a partir del 1° de enero de 2002.

Los sujetos que pretendan computar el crédito fiscal indicado en los incisos a) o b), deberán encontrarse al día por los aportes de esta ley al 31 de diciembre del año inmediato anterior a las fechas indicadas en cada caso. A este fin, se entenderá que se encuentra al día quien hubiera abonado la totalidad de los aportes correspondientes o haya formalizado convenio de pago si se encontrara oportunamente vigente esta forma de regularización de deudas".

Artículo 31°-
Inclúyese como nuevo inciso a continuación del inciso c) del artículo 31 de la Ley Nº 5.110 y sus modificatorias, el siguiente:


“INCISO NUEVO:...) La Provincia de Santa Fe, sus dependencias, reparticiones autárquicas y descentralizadas. Esta exención sólo comprende a los organismos, las reparticiones autárquicas, entes descentralizados y empresas de la Provincia de Santa Fe que reciban aportes del Tesoro Provincial destinados al pago de las remuneraciones de su personal o de las cargas sociales emergentes de las mismas.”

Artículo 32°-
Incorpórase como inciso nuevo a continuación del inciso d) del artículo 31º de la Ley N° 5.110 y sus modificatorias el siguiente:


"INCISO NUEVO: e) Los sujetos que realicen actividades industriales incluidas en el inciso ñ) del artículo 160º del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias), con abstracción de la forma de comercialización de sus productos y siempre que se encuentren radicadas en jurisdicción de la Provincia. Esta exención tendrá efectos a partir del 1° de enero de 2003."

Artículo 33º-
El presupuesto asignado al Poder Legislativo en la presente ley de Presupuesto y Cálculo de Recursos para el Año 2001 incluye el aporte de pesos UN MILLON ($ 1.000.000.-) dispuesto por el artículo 3°, inc. b) de la Ley 11.759 para la integración del Fondo de Asistencia y Fortalecimiento Comunal (F.A.F.Co.). El Poder Ejecutivo deberá efectuar las adecuaciones presupuestarias conforme a lo estipulado en la citada norma legal.

Artículo 34º-
Facúltase al Poder Ejecutivo a implementar políticas de disminución de gastos en personal a través de sistemas de retiro voluntario, jubilación anticipada o similares, pudiendo asimismo disponer traslados del personal con sus correspondientes partidas presupuestarias. Todo ello conforme lo determine la reglamentación que elabore el Poder Ejecutivo, dando conocimiento a las HH.CC. Legislativas.

Artículo 35º-
El Poder Ejecutivo no podrá disponer –en ningún caso-incrementos en el presupuesto del Tribunal de Cuentas y Ente Regulador de Servicios Sanitarios (EN.RE.S.S.), por montos que excedan los créditos autorizados por la presente Ley de Presupuesto y Cálculo de Recursos para el Año 2001, salvo que rigurosas y estrictas razones fundadas así lo justifiquen. Los citados organismos tampoco podrán efectuar compensaciones internas de partidas presupuestarias que signifiquen incrementos en los rubros destinados a la atención de contratos de locación de servicio temporal.


Los Poderes Legislativo y Judicial tampoco podrán incrementar las sumas asignadas a sus créditos presupuestarios a través de la presente Ley de Presupuesto y Cálculo de Recursos para el Año 2001, salvo que razones excepcionales lo justifiquen y en la medida que existan créditos presupuestarios que permitan efectuar compensaciones.

Artículo 36º-
Las limitaciones presupuestarias contenidas en el artículo 35° de la presente ley no regirán si dichos incrementos resultaren de la aplicación de lo previsto en el artículo 34° de la presente ley o para regímenes similares en la órbita de la Administración Provincial y Empresas y Sociedades del Estado. 

Artículo 37°-
Dispónese la constitución de un  “Fondo de Refuerzo para Educación y Salud”, el que se integrará con economías por no inversión presupuestarias complementarias a las que surjan por aplicación de las normas del artículo 14° de la presente ley y/o por las derivadas de medidas de austeridad que adopte el Poder Ejecutivo Provincial, el cual tendrá por destino el refuerzo del Presupuesto de las áreas antedichas, por partes iguales.

Artículo 38°-
Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión; 21 de Diciembre de 2000. -

-
Paganini – Pochettino – Giardino – Giorgetti – Venesia - Gutiérrez-

-
(Alvarez, J. – Cecchi – Basaldella - Tate) En disidencia 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Tiene la palabra el diputado Cecchi.

SR. CECCHI.- Señor presidente, el diputado Paganini está solicitando el uso de la palabra, de modo que se lo cedo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Paganini, se le otorga el uso de la palabra gracias a la cesión especial del diputado Cecchi.

SR. PAGANINI.– Muchas gracias, señor presidente.


El tratamiento de un presupuesto impone, principalmente, dos condicionamientos que se hacen explícitos en su disposición, que es el del objetivo político que se persigue con la aplicación y percepción de recursos y de los efectos que en sociedad y economía en su conjunto lleva implícita la actividad del Estado como ente económico. 


Este efecto está dado, principalmente, por la actividad de servicios y de obras públicas, por la redistribución de los gastos y, además, por el valor agregado a la actividad productiva que normalmente se debe, en gran medida, a su política tributaria, y en medida secundaria, a su contención del gasto.


Las referencias a la coyuntura son las que deben tener como base quienes hacen el cálculo de un presupuesto anual, sobre todo en  economías como las nuestras, donde no es normal que existan gestos precisos de tendencias económicas distintas, y menos aún, de políticas diferentes en materia económica a las que se van dando como tendencias mundiales. Por ello es lógico que confluyan fuerzas que hacen al equilibrio, como las que llegan a un punto determinado, en función de los recursos disponibles y los gastos necesarios. 


Es importante, entonces, para estas presupuestaciones, tener una noción concreta de la situación económica nacional, así como de los límites a lo que puede llamarse “presión tributaria”, que no es otra cosa que recuperar los recursos necesarios para la consecución de los efectos de los que hablábamos antes, y las necesidades que hoy se dan en el sector productivo, lo que básicamente consiste en mejorar su competitividad.


Por otro lado, el financiamiento de los poderes del Estado para cumplir con sus relaciones, morigerar los negativos efectos sociales que derivan de la concentración de riquezas en una economía nacional posiblemente estancada.

Pero todo ello debe analizarse, considerarse y explicitarse en un contexto en el cual las necesidades básicas son del Estado a partir de su responsabilidad de cumplir con sus fines sociales.


Yo tengo la convicción de que este Estado provincial, a través de esta elaboración presupuestaria, ha llegado a un punto de equilibrio en donde, lógicamente, todas las expectativas no estarán colmadas ni todas las posibilidades estarán evaluadas. Por lo tanto el Estado necesita de cierta elasticidad que morigere los efectos de los errores de cálculo y de apreciación, como así también la imposibilidad de que pueda llegar a dar una norma estricta, como una ley, para el manejo de los recursos y su aplicación en los momentos necesarios que deben estar complementadas en razón de que aún no se cuenta con una norma específica ni con una ley complementaria.


Como dijimos en oportunidad de tratar el Presupuesto 2000, lo que reina aquí es la escasez y lo que se debe administrar no son recursos sino “escaseces”, que confrontan con necesidades y que hacen preponderantes las decisiones que se toman en función de llegar una vez más a aplicar coherentemente recursos cuyas fuentes se ven seriamente afectadas por razones de productividad, competitividad y de límites extremos de presión tributaria.


No sólo son responsables determinados niveles de gobierno en lo vinculado con la presión tributaria, sino que el conjunto de la sociedad así lo fue imponiendo. Tanto el gobierno nacional, como provincial y municipal están haciendo un sacrificio. Las bases solidarias, de ayuda mancomunadas están dadas y en buena hora. Esto hace necesario que en este conjunto de voluntades se evalúe la gestión presupuestaria y se controle la gestión de gobierno, pero también es necesario que se pueda contar con las herramientas que sirvan para esta gestión de gobierno y para esa gestión presupuestaria.


No podemos –y lo repito– contar con herramientas rígidas que no nos den margen de acción para llegar a lo que se pretende en forma mancomunada en todos los órdenes de gobierno: Nación, Provincia y Municipio. ¿Qué es lo que se pretende, en definitiva? Es el estado chico que pueda tener la posibilidad de recurrir ante las necesidades y que pueda también tener la inteligencia suficiente de retirarse de esa recurrencia cuando esas necesidades hayan pasado y poder aplicar esas posibilidades de ayuda de fondos, de recursos o de lo que fuere en otras áreas que lo puedan estar requiriendo.


Estas realidades sólo son visibles para quienes con prudencia tienen intenciones genuinas de administrar coherentemente los recursos de Estado. Por eso, y como puntos principales de lo que es esta estructura presupuestaria presentada en término por la Provincia de Santa Fe, tenemos que considerar aspectos como son el crecimiento en el ahorro corriente, la reducción del resultado financiero deficitario, que conlleva a una disminución también en la necesidad de financiamiento, y aspectos centrales como la vocación de la afectación de recursos en áreas específicas como son educación y salud.

Sinceramente, con la participación de cada una de estas áreas dentro del Presupuesto General, se vislumbra y manifiesta la voluntad del Poder Ejecutivo de orientar la mayor parte de recursos a estas inversiones. 


También debemos tener en cuenta de que tal vez la exposición como técnica presupuestaria pueda tener el vicio o la alternativa de generar algunas confusiones como las que se dieron en el Presupuesto 2000, donde se puede haber hecho alusión a algún gasto a nivel de gobernación que no corresponde específicamente a lo que políticamente se haya querido manifestar o llevar como un gesto de pura publicidad. 


Estas alternativas con una expresión clara en la incorporación que por medio de pedidos expresos, sugerencias y hasta condicionamientos efectuados dentro de la Comisión de Presupuesto y Hacienda durante el análisis específico de la ley por parte de todos los sectores que aquí se encuentran representados, hacen que este proyecto de ley cuente –a esta altura del año– con un detalle analítico de las aplicaciones.


También es punto destacable el crecimiento en obras públicas y con esto creo que cierra el total de los efectos que puede perseguir una administración que tiene la obligación de manejarse en un contexto nacional, solidario y que tiene la voluntad de administrar racionalmente el gasto para llegar a buen puerto con una provincia que aporta a los principales objetivos de morigeración del gasto de ahorro corriente y de disminuir su endeudamiento.


No hay posibilidades de mayores consideraciones cuando todos los objetivos están manifestados en un texto total y no hay tampoco mayores posibilidades de críticas cuando las intenciones son sanas.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente, la idea del pluralismo legislativo –que se ha ido profundizando en las sociedades democráticas– apunta a un objetivo fundamental que es confrontar las ideas del mayor sector de parcialidades políticas en que se divide la sociedad. Y esa confrontación de las ideas lleva a lo que naturalmente es en una democracia consolidada la legítima negociación política en el afán de obtener en conjunto un mejor producto en el caso en que se debe tratar una ley. Pero esto que vemos hoy aquí, que no es inédito por cierto, muestra a nuestro entender que hay una lejana distancia entre lo que debe ser y el resultado de una acción política fecunda y entre lo que es la aprobación de leyes por las decisiones de las mayorías de un sólo color político. 


No se puede acordar ni tan siquiera abrir el diálogo en el tratamiento del presupuesto, remanidamente calificado como Ley de Leyes. Todo está cerrado. Todo está decidido. Siempre hay alguien que tiene la verdad revelada que nos dice qué es lo que hay que hacer y eso hay que cumplirlo. ¡Guay que modifiquemos alguna cosa!. Por eso, señor presidente, mientras en una Argentina que aspira y necesita consolidar su régimen democrático, mientras en algunos ámbitos se postergan decisiones en función de legítimas negociaciones políticas y de legítimos acuerdos políticos, aquí, señor presidente, tenemos urgencia para tratar cuanto antes los diversos proyectos, en este caso, el Presupuesto y ofrecerlo como una conquista parlamentaria en la culminación del año legislativo.


La única posibilidad de postergación del Presupuesto no será por el afán de profundizar en el análisis, estará dada únicamente en función de los cortocircuitos internos que son de público conocimiento y que pueden demorar la aprobación presupuestaria. Hubiese sido preferible en todo caso, que se demore porque los legisladores queremos tener información y votar a conciencia lo que debemos votar; cosa que por cierto no se va a hacer y no es un cargo para nadie, ni una acusación de negligencia sino el resultado de esta realidad: hace una semana entró el Presupuesto que debía ingresar en la Legislatura antes del 30 de septiembre y hoy hay que aprobarlo.


Intentamos, y eso al señor presidente le consta, de nuestra parte sumarnos haciendo aportes a la consideración presupuestaria, pero anteponiendo una cuestión fundamental que hace a la coherencia política manifestada hace poco tiempo atrás, el 9 de noviembre, cuando aprobamos el Presupuesto del año 2000. Dijimos, entonces, que felizmente había pasado ya el tiempo de la inestabilidad económica, que había que terminar con lo pospuesto, que se debía diseñar un presupuesto aprobado en tiempo para que se cumpliese, pero que esto era total y absolutamente inviable en la  medida en que se suscitara esta corruptela institucional como es la aprobación inmediatamente después a la del presupuesto, de la llamada Ley Complementaria. Y propusimos, en ese afán de buscar acuerdos, que analizáramos el Presupuesto, comprometiendo incluso nuestro voto afirmativo en general, a cambio de que no se insistiera en esta Ley Complementaria del Presupuesto. Fue imposible, se nos contestó negativamente, no se nos dieron razones salvo las que manifestara el martes en la sala de la Presidencia, el señor Ministro de Hacienda, que por cierto, no pudo convencernos. 


Cómo es posible que estando en tratamiento la Ley de Administración y Control –tratamiento avanzado que se ha demorado fundamentalmente por el afán conjunto de todos los sectores de tratar de mejorarla, pero que seguiremos en los próximos meses y seguramente va a ser aprobada–-, ley en la que se adoptan procedimientos ajustados a la buena y correcta administración, entre ellas las cuestiones de tratamiento presupuestario, el Poder Ejecutivo se ajuste a este criterio que nosotros estamos sosteniendo, prohibiendo la incorporación de normas, como la denominada Ley Complementaria del Presupuesto.


Después de muchísimos años, cuando se apruebe la ley de administración y control vamos a retornar a los procedimientos correctos en materia presupuestaria, aprobando presupuestos que van a ser modificados a través de leyes posteriores, si es necesario, y no a la delegación extrema de facultades legislativas al Poder Ejecutivo.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


¿Me permite una interrupción, señor diputado?

SR. FAVARIO.- Sí, señor diputado.

SR. PAGANINI.– Espero que no pasen “muchísimos años” para la aprobación de la Ley de Administración. 


Por otro lado, le aclaro al señor diputado Favario que en vez de haber solicitado al Poder Ejecutivo que no tenga en cuenta la Ley Complementaria debió hacerlo al Poder Legislativo, en forma directa a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, que era donde estábamos tratando el proyecto y quizás se la hubiésemos bajado.

SR. FAVARIO.- La primera respuesta me parece que no corresponde que la dé yo, tendrá que plantearlo en su bloque y, como dije antes, sin asumir defensas ajenas, el proyecto de ley de Administración y Control no salió porque, tal vez sea, al margen de lo extenso, el proyecto más seriamente analizado en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en muchos años.


En lo que hace a lo segundo, obvio la respuesta para no generar más cortocircuitos en un sector político que no es el mío.


Qué sentido tiene seguir votando un presupuesto año tras año -en que vienen y se analizan partidas, ya sea a favor o en contra, “que aumentamos esto, que reducimos lo otro, que vamos a generar inversiones en un sector, ahorros en el otro, endeudamiento en otra partida”- si tras cartón votamos la ley complementaria y le decimos al Poder Ejecutivo: “Le mandamos recién el presupuesto diciendo cómo tiene que gastar, pero ahora le mandamos esta autorización para que gaste como quiera, porque lo que le mandamos antes no sirve para nada.” Y esto es una realidad. Con ley complementaria el presupuesto no sirve para nada y nosotros lo que queremos es aprobar un presupuesto que sirva, que sea un instrumento al servicio de la gestión de gobierno, aprobado por la Legislatura y modificado por la Legislatura cuando pudiera corresponder.


Si van a hacer desaparecer la ley complementaria, ¿por qué no tuvieron al menos un gesto de decir “Vamos a conversarlo, vamos a dejar de lado la ley de Administración y Control y nos vamos a adelantar a una de sus disposiciones específicas y vamos a analizar puramente el presupuesto como corresponde”? El ministro de Hacienda y Finanzas, en son de broma, dijo por ahí que podíamos tratar sobre tablas la ley de Administración y Control y que entonces la ley complementaria de presupuesto desaparecía. Creo que obedece más a un capricho que a otra cosa el no abrir la conversación para tratar de lograr algunos acuerdos políticos legítimos.


El mensaje del Poder Ejecutivo ratifica absolutamente todo lo que estoy diciendo. “Es menester principiar señalando -dice el mensaje del gobernador Obeid, del gobernador Reutemann y Mercier- ...

-
Risas.

SR. FAVARIO.- En definitiva es lo mismo, porque siempre dicen lo mismo, cualquiera de los gobernadores repite el mensaje. “Es menester principiar señalando que ante la no sanción a la fecha de la ley de Administración y Control, en tratamiento en esa Legislatura, este Poder Ejecutivo se ve obligado a insistir con la recurrente práctica de proponer un conjunto de normas autoritativas para modificar el presupuesto aprobado.” No quiero pensar mal. Se deben haber equivocado porque “autoritativo” deriva de autoritario y quiero pensar que no es por criterio autoritario que quieren modificar el Presupuesto, pero como más adelante repiten el término, entro a dudar, señor presidente, si se equivocaron, porque fue un error de máquina, o fue realmente la reiteración de un concepto que, por otro lado, sería lo que surge de la Ley Complementaria, el criterio autoritario con que modifican el Presupuesto, no obstante la aprobación legislativa, conjunto de normas “autoritativas” para modificar el Presupuesto aprobado. 


Sigue diciendo más adelante: “...en este marco y como es de práctica usual, la cual contempla una serie de disposiciones autoritativas con relación a la gestión presupuestaria, mereciendo destacar por su importancia aquellas que facultan al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto, sin menoscabo del debido control que debe ejercerse y la flexibilidad que impone una adecuada gestión presupuestaria”. 


Se le otorgan todas las facultades al Poder Ejecutivo para modificar el Presupuesto. Hay varias cuestiones, pero me voy a referir a una, para que los señores legisladores que en algunos casos tienen que rendir cuentas ante las autoridades de su municipio o de los distritos que representan, la tengan presente. 


La innovación dentro de la Ley Complementaria da una nueva exacción en perjuicio de municipios y comunas incluidos en el artículo 19, que textualmente dice: “Autorízase al Poder Ejecutivo a deducir de los fondos coparticipables correspondientes al impuesto inmobiliario y a patente única sobre vehículos los gastos directos de emisión y recaudación, incluyendo comisiones bancarias”.


Ahora también les cobran a los municipios. Nos preguntamos –y vamos a tratar de estudiarlo para hacer una propuesta en lo futuro–  si no habrá llegado la hora de que la tan mentada autonomía municipal pueda concretarse a través de normas que, con más razón que nunca, se justifican frente a estas otras, para darles la facultad a los Municipios y Comunas que así quieran hacerlo, de cobrar los impuestos de patente para que no les sigan sustrayendo aportes de lo que a ellas les corresponde, ahora también con los gastos de emisión, liquidación y comisiones bancarias. 


Nos preguntamos también si no va a ser más provechoso que los Municipios y Comunas cobren el impuesto inmobiliario que tiene origen municipal y que después coparticipen a la Provincia. 


Seguramente en muchos casos, entidades y Municipios de esta Provincia correctamente administrados van a dar el ejemplo de obtener mejor recaudación y menos costos. Esto, a nuestro juicio, señor presidente, es una inclusión indebida dentro de la Ley Complementaria. 


Como a posteriori mi compañero de bloque, el señor diputado Bullrich hará algunas consideraciones específicas sobre el Presupuesto, voy a terminar fundando esta objeción de fondo que, a nuestro juicio, impide desde cualquier ángulo votar este Presupuesto, con una inclusión que surge simplemente de leer el significado de algunos términos dentro del diccionario que solemos consultar muy pocos. Entre otros significados “farsa” quiere decir engaño y “parodia”, cualquier imitación burlesca de una cosa seria. Esto nos lleva a la conclusión de que para nosotros este presupuesto es una farsa y una parodia porque es el engaño que produce la imitación burlesca de una cosa seria. El presupuesto es demasiado serio para votarlo con una ley que en definitiva diga que el presupuesto no sirve para nada. Por eso, señor presidente, adelantamos nuestro voto en contrario del proyecto del presupuesto.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Señor presidente, tal vez podría considerarse auspicioso que el presupuesto sea tratado como tal y no como se ha hecho hasta ahora como un pospuesto a ejercicio vencido. Y también se podría decir, de alguna manera, que es gratificante que se haya podido recibir la documentación que se ha requerido y que nos haya visitado en más de una oportunidad el señor Ministro de Hacienda y Finanzas.


Pero esta predisposición que se advierte desde el oficialismo y que es correspondida con mayor generosidad, tal vez, desde la oposición al aprobar un proyecto de presupuesto con algunos condicionamientos y con algunas limitaciones, no nos debe hacer confundir, señor presidente.


Comparando lo peor con lo menos malo, probablemente haya alguna diferencia, pero no podemos creer que es una virtud el hecho de que hayamos recibido el presupuesto para el año 2001 el día 12 de diciembre de 2000, porque la Constitución Provincial dice claramente en su artículo 72, inciso 8º, que el Poder Ejecutivo debe enviar el presupuesto antes del día 30 de setiembre de cada año.


Yo les pregunto a los señores diputados si alguno de ellos puede decir con absoluta seriedad que ha tenido el tiempo suficiente para hacer el análisis serio, exhaustivo y técnico necesario para considerarlo como corresponde. Yo le pregunto a cualquier otro que esté presente, y al que no esté presente también, si es posible analizar en los días que hemos tenido para estudiar el presupuesto, a fin de tener una noción aproximada de un conjunto de escritos que está pesando unos 8 kilos, que mide alrededor de 15 cm. y que para escribirlo se han usado más de 4 resmas de papel. No es serio, señor presidente.


Quiero rescatar la voluntad que ha tenido el oficialismo de aceptar algunas modificaciones, como se ha conversado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda y que se ha conseguido introducir en algunos artículos, pero esto no nos debe confundir.  Esto no debe servir como precedente. Es absolutamente imposible en 7, 10 o 12 días poder analizar el presupuesto. Podemos hacer algunas consideraciones puntuales, sólo algunas, pero estamos convencidos de que muchas cosas van a quedar en el tintero y que por ahí se nos puede escapar algo grave.


Hemos visto por ejemplo, en algunos de los artículos del presupuesto, que se establecen cupos para la Ley del deporte, la ley 10.554 y que se establecen cupos para la ley 10.552 de Conservación de suelos y a pesar de que el Presupuesto ha sido aumentado –con relación al Presupuesto del año anterior– la ley no prevé la fijación de límites y esto nos pone de cara por ejemplo a algunas situaciones como las de aquellos productores que han hecho inversiones en el marco de las prescripciones de la ley y que al requerir la exención no la han podido conseguir porque se acabó el cupo. 


Esto es muy grave porque esto es una manera de desahuciar  a los productores, es una manera de desviarlos de la preocupación de invertir y de producir para el país.


Así como este, hay muchos otros artículos. Tenemos también el artículo 20 que incrementa las erogaciones corrientes de la Empresa Provincial de la Energía. Este artículo también incrementa las erogaciones corrientes para el túnel subfluvial y me llama la atención, señor presidente, que las inversiones de capital sean excesivamente chicas y nos mueve preguntarnos cuál será el mantenimiento que va a tener el túnel subfluvial. 


Probablemente haya respuestas para esto, pero lo que no hay es tiempo. Es importante que se nos envíe la documentación porque cuando no se la puede procesar, esa documentación no sirve para nada. 


Podría seguir abundando porque hay muchos artículos que nos mueven a reflexión y nos presentan interrogantes. Por ejemplo, en el artículo 21 del Presupuesto, a pesar de que nosotros conocemos extraoficialmente –y esto va a merituar un pedido de informes posterior– que existen aproximadamente mil empleados temporarios en la Empresa Provincial de la Energía, en el Presupuesto del año 2001 figuran solamente cincuenta empleados.


Por todas estas consideraciones, señor presidente, por aquello que está referido a la ley 5110, por esa exención que dispone el Poder Ejecutivo que prevé una desgravación para el sector industrial del 33% el primer año, que se va a incrementar en un 66% el segundo año y que va a abarcar la totalidad del tercer año; según lo que nosotros hemos podido calcular, la recaudación sigue excediendo ampliamente lo que se paga por pensiones. Entonces, a pesar de la desgravación, persiste un excedente y nosotros creemos que ese excedente de la ley 5110 no debe ir a Rentas Generales sino que debe ser aplicado a aquello que específicamente prescribe la ley 5110 y si no, no tiene razón de ser.


Hay otro artículo que también merece una consideración especial y es el 24. Este artículo prácticamente condenaría a la desaparición a la Secretaría de Vivienda. No existe la posibilidad –frente a la redacción de este artículo– de que los gastos de esta Secretaría, de que los gastos de personal y de que la existencia misma de la Secretaría de Vivienda sea atendida con fondos de Rentas Generales. Simplemente va a haber que ver cuánto se recauda y a cuántos se va a desalojar, y esto además de poner en la incertidumbre total a la Secretaría de la Vivienda, se va a transformar en una fábrica de juicios contra el Estado.


En el artículo 34, señor presidente, se advierte que se le están atribuyendo al Poder Ejecutivo excesivas atribuciones y no solamente al Poder Ejecutivo, aquí también tendríamos que ampliarlo a otros poderes, en lo que tiene que ver con los traslados de personal y con los retiros voluntarios. Nos preguntamos también, frente a la redacción de este artículo si esto no puede implicar algún tipo de riesgo futuro en cuanto a lo que podría transformarse en una catarata de reclamos laborales, sobre todo teniendo en cuenta que no hay ninguna exigencia de una ley previa para esto, señor presidente. 


Estoy segura que con el tiempo suficiente hubiéramos podido encontrar muchas cosas más que nos hubieran preocupado, o que hubieran merecido por lo menos una respuesta. Pero frente a la no disponibilidad de tiempo y a las presiones de la urgencia, estas breves consideraciones son las que voy a hacer.


Voy a pedirle, señor presidente, que incorpore en el diario de sesiones otras consideraciones que tengo aquí en mi mano, para no seguir extendiéndome.

SR. CECCHI.- Pido la palabra.


Señor presidente, es evidente que disponer de 10 días para analizar, estudiar, tratar y debatir el presupuesto de la Provincia, no es demasiado tiempo. Desde el FREPASO, hemos tomado la decisión política de acompañar este presupuesto en general con algunas observaciones que vamos a hacer luego en particular por distintas razones. En primer lugar, porque los grandes números del presupuesto de las distintas jurisdicciones no varían con respecto al Presupuesto 2000 que hemos aprobado 30 días atrás; en segundo lugar, como gesto político de los bloques de la Alianza y creo que así lo ha entendido el oficialismo en la esperanza de que después de 17 años de tratar el presupuesto a destiempo, de hablar de pospuestos y violar la Constitución permanentemente, hoy la Provincia de Santa Fe tiene la oportunidad de sancionar el Presupuesto antes del inicio del año al que corresponde y en la esperanza también de que en el próximo mes de setiembre, como lo marca la propia constitución de la Provincia podemos estar recibiendo el presupuesto 2002, conjuntamente con la Cuenta de Inversión del año 2000, y también podamos tener los años próximos la misma oportunidad que acaban de tener los legisladores nacionales que contaron con 90 días para poder analizar y debatir el Presupuesto Nacional.


De esta manera se iniciaría una nueva era de transparencia, respetando fielmente lo que marca la Constitución. Y en este contexto vamos a valorar la predisposición del oficialismo de haber incluido, como parte integrante de la Ley de Presupuesto de la Provincia, el Presupuesto Analítico y el Plan de Obras Públicas de la Provincia. Esto conforma dos hechos que creo pueden llegar a ser históricos: en primer lugar, por primera vez se puede tener el Presupuesto Aprobado en tiempo, y en segundo lugar, la Provincia incluye en su Presupuesto, el Presupuesto Analítico y el Plan de Obras Públicas; lo que seguramente le habrá de dar mayor transparencia a la inversión de los dineros públicos y al control republicano que habrá de hacer la legislatura después, con posterioridad a la inversión de esos dineros. Además, y por utilizar una terminología de moda, le otorga al Poder Ejecutivo un blindaje ante las presiones sectoriales y geográficas en lo que a la realización de obras públicas se refiere.


Antes de entrar al análisis específico del Presupuesto, tengo también que agradecer a usted, señor presidente, y al señor presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda por la predisposición de hacernos llegar la información requerida, como así también al Ministro de Hacienda y sus colaboradores, que en dos oportunidades se apersonaron y nos entregaron la información demandada. Todo esto evidencia un cambio de actitud respecto a lo que padecíamos años anteriores cuando desde el mismo oficialismo se daba la sensación de obstaculizar el tratamiento del Presupuesto.


Todo lo que dije anteriormente no me inhibe de comentar públicamente la sensación de frustración que tuvimos cuando, desde la Dirección de Informática de esta Cámara, como de parte de colaboradores expertos en informática, nos comentaron que no se podían abrir los disquetes con la información que nos había enviado el señor Ministro. 


Hoy se han distribuido CD que contienen diarios de sesiones y demás, y sería importante que se enterara el señor Ministro, que a esta altura de los tiempos, en esta era informática, habría que cambiar los disquetes que compactados son tres, y en total doce, y creo que tienen una capacidad de 17 megas –según me decían recién– por lo que se hace muy difícil abrirlos, cuando un CD tiene capacidad de 700 megas, lo que nos facilitaría el trabajo a los distintos bloques en cuanto a la lectura de la información y para entroncarla y compararla, facilitando, al mismo tiempo el análisis, en este caso del presupuesto.


Dije al principio que los grandes números del presupuesto no cambian. Este año se incrementa el gasto total de la Provincia en 50 millones de pesos, lo que significa un porcentaje de 1,57 por ciento, y lo digo para que se tenga una idea de cómo se va degradando la inversión pública. En los últimos cuatro años se aumentó el gasto corriente en 350 millones de pesos y se bajó el gasto de capital en 32 millones, lo que implica un aumento del gasto improductivo en 382 millones de pesos y si a esto le agregamos la desgravación de la Ley 5110, llevamos el aumento del gasto a 414 millones de pesos; ésta es la diferencia 1997-2001. Y digo improductivo, porque al aumentarse los gastos de teléfono, sueldos, viáticos y demás, vemos cómo se degrada la inversión de los gastos de capital de todo aquel dinero público que tiende a mejorar la estructura de la Provincia.


En contraposición, los ingresos de la Provincia suben en 64 millones de pesos, a pesar de que hay una caída de 10 millones de pesos en los recursos provinciales de libre disponibilidad y un aumento en los recursos nacionales de libre disponibilidad de 32.000.000 de pesos, con lo cual deberíamos concluir que a Santa Fe no le fue tan mal con la firma de los dos últimos compromisos federales.


De acuerdo a la información que nos dejó el señor Ministro de Hacienda y Finanzas el día martes, mostrándonos las transparencias en la Presidencia de la Cámara, se han incrementado considerablemente los aportes de la Nación hacia la Provincia y es evidente que esto tiene dos lecturas contradictorias: por un lado, es cierto, bienvenido sean todos los dineros de la Nación que tiendan a financiar, a pagar el costo de funcionamiento del Estado Provincial, pero por otro lado encontramos una cuestión realmente negativa, que nos preocupa, y es la pérdida de autonomía financiera de la Provincia.


En 1992, primer año de convertibilidad, cada 100 pesos que ingresaban en la Provincia 54 los aportaba la Nación y 46 los aportaba genuinamente la Provincia de Santa Fe. En el año 2001 esta relación habrá de ser 61 a 39.


Entrando en el análisis puntual de algunas jurisdicciones, comenzamos por la Gobernación y recordarán los señores diputados que decíamos un mes atrás que el gobernador tenía algo así como 9.000.000 de pesos más para gastar, aumentando sus gastos en el 17 por ciento. Ha acusado, evidentemente, esta denuncia y ha tratado de bajar en un 8 por ciento los gastos en el presupuesto del año 2001. 


Desaparecen aquellos 15.000.000 de pesos que tenía su secretario privado para disponer en obras públicas a determinar y contratar directamente por administración y esos 15.000.000 se transforman ahora en 10.000.000 que también habrá de disponer su secretario privado pero en esta oportunidad para promoción de asistencia social. Y nos preocupa realmente la permanente desconfianza que el gobernador tiene en sus colaboradores directos. Decíamos el mes pasado ¿por qué aquello que iba para la construcción de obras públicas no se lo administraba a través del ministerio del ramo? Y nos preguntábamos ¿por qué lo que va a promoción comunitaria no lo administra la secretaría correspondiente?


Los 17.000.000 de pesos que tenían para becas, subsidios, pasantías, para ayuda económica en general, se transforman en este presupuesto en 22.000.000.


En el área concreta de obras y servicios públicos denunciábamos que en este año 2000 caía el presupuesto en un 23 por ciento. Ahora que el superministro Mercier tiene obras públicas en su ámbito le devolvemos parte de los 9.000.000 de pesos que le restamos este año y le vamos a dar 4.000.000 de pesos más.


Recordarán que comentábamos sobre las partidas para la cárcel de máxima seguridad de Santa Felicia. Pues bien, esta cárcel de máxima seguridad está destinada a ser famosa antes de su construcción porque, más allá de los dineros tremendamente menguados que se aportan, llama la atención que el Poder Ejecutivo en el mensaje del presupuesto en su política carcelaria la jerarquiza como si fuera una obra de primera magnitud. En el año 2000 invirtió 1.000 pesos. El año que viene va a invertir otros 1.000 pesos. El problema es que la cárcel cuesta 5.000.000 de pesos, de manera tal que si seguimos invirtiendo 1.000 pesos por año vamos a estar 5.000 años para construirla. Están dispuestos a ser demasiado lentejas o me preocupa que el señor gobernador piense inaugurarla él.


En el tema educativo denunciábamos que caía la inversión en gastos de capital 30.000.000 de pesos en el año 2000. En el 2001 se reincide en esta tendencia y cae 5.500.000. En dos años 35.000.000 de pesos menos. Y con respecto a la cuestión del personal docente, del personal del Ministerio de Educación, tenemos algunas consideraciones para hacer.


En primer lugar, que aumentan los dineros que la Nación envía en concepto de incentivo docente a 40 millones de pesos. En segundo lugar, que se  le devuelven a Educación las partidas que se le había quitado en el Presupuesto del 2000. En el Presupuesto 1999 el gasto en personal educativo era de 622 millones de pesos, que cae a 610 millones en el 2000, volviendo a subir en el 2001 a 622 millones de pesos. 


En particular, con relación al tema del personal no permanente, de los reemplazos que el año pasado se habían recortado en 13 millones de pesos, tenemos hoy la satisfacción de decir que el señor Ministro ha admitido el error, diciendo que tenemos razón; se reintegran esos dineros al personal reemplazante de Educación, elevando la suma de 68 a 80 millones de pesos, y ha tenido que reconocer que la ejecución presupuestaria de esta partida en el 2000 va a orillar los 86 millones de pesos. Nosotros, lamentamos tener razón en esto, y tarde, porque quiero recordar a la Legislatura que por culpa de ese recorte presupuestario se instaló la carpa docente aquí, en nuestra plaza.


En conceptos de salud se mantienen los dineros del año pasado para el 2001, pero nos preocupa nuevamente lo que denunciamos 30 días atrás, en cuanto a programas de mucha trascendencia social, relacionados, por ejemplo, a la prevención de enfermedades de transmisión sexual y Sida, que continúan teniendo muy poco dinero asignado. Este año se destinaron sólo 110 mil pesos; ahora serán 108 mil pesos. Esta suma representa nada más que 9 mil pesos por mes. En el supuesto Ministerio de la Producción –y digo supuesto porque en este año 2000 cayó su presupuesto en un 35 %– se mantiene la misma suma asignada el año anterior, pero para evitar las críticas ha habido un realmente ingenioso ejercicio de creatividad y el Ministro Mercier y el Gobernador Reutemann han decidido no aumentar el presupuesto, pero sí decirnos que todas aquellas exenciones, incentivos fiscales y emergencias agropecuarias –todo eso que supuestamente pierde de recaudar la Provincia– deben considerarse como presupuesto de políticas activas, en sostenimiento de las actividades productivas. Y se imaginan que en ese concepto van para el Ministerio de la Producción 98 millones de pesos más que los 23 millones que efectivamente se presupuestan.


Para que se tenga una idea de cómo en el Mensaje se dice una cosa y cómo se agranda lo que supuestamente se imagina el señor Gobernador que hace, pero después en los números esto no se trasluce, tengan en cuenta que en el Mensaje se dice textualmente que en el 2001 desde el Poder Ejecutivo se habrá de colaborar en el sostenimiento de las Pymes Agropecuarias, aprovechando integralmente las oportunidades de financiamiento para mejorar la infraestructura de la producción agropecuaria a través del PROSAP, pero se destinan después en el Presupuesto 10 mil pesos por mes. Nadie puede creer, sinceramente, señor presidente, que con 10 mil pesos por mes vamos a sostener las actividades de las Pymes Agropecuarias. 


Y donde el Presupuesto pasa a ser prácticamente materia de ciencia ficción es en el remanido tema de la Caja de Jubilaciones, situación sobre la que hemos hablado con el Ministro en las dos oportunidades en las que se acercó a la Cámara. 


En primer lugar, en el Mensaje se dice que en este año el Poder Ejecutivo Nacional habrá de colaborar con 38,8 millones de pesos para financiar el déficit y que esa suma significa un 25 por ciento del déficit. Si esto es así, el déficit anual de la Caja de Jubilaciones debería ser de 155 millones de pesos. Esta cifra se ve corroborada si proyectamos el déficit de la Caja al 30 de setiembre del corriente año, donde era de 111 millones de pesos. Si lo proyectamos, daría 150 millones de pesos de déficit, pero hete aquí que luego, en el Presupuesto que estamos tratando hoy, en la Planilla anexa 5 B, al artículo 19, en la partida Financiamiento Nacional Déficit Previsional Provincial la cifra que se inserta es de 32.775.000 pesos y si este es el 25 por ciento del déficit, éste bajaría a 131.100.000 pesos.


Le preguntamos al señor Ministro Mercier, el martes, el por qué de esta diferencia de cifra, pero no nos supo precisar y no nos dio ninguna respuesta concreta.


El déficit de la Caja fue en el último año de la gestión de Obeid, de 116 millones de pesos en el presupuesto y de 120 millones en la ejecución presupuestaria. El déficit de la Caja en el presupuesto de este año que estamos transitando fue de 132 millones de pesos, y el déficit de la Caja será, como quedó visto, de 131 millones o de 155 millones de pesos para el 2001. Pero hay una tercera cifra que sale al ruedo, que es la de la planilla 6B del artículo 19 que establece un aporte de Rentas Generales de la Provincia de 85 millones de pesos para la Caja de Jubilaciones.


Si a esto le agregamos los 51,3 millones de pesos que vamos a recaudar en concepto de emergencia previsional, se arriba a una tercera cifra de 136,4 millones de pesos. Esto es grave de por sí, porque no tenemos una cifra exacta, y porque alguien mal pensado puede llegar a concluir que se está inflando el déficit de la Caja para que el gobierno de la Nación termine bancando el déficit, y porque alguien puede creer que en la Provincia de Santa Fe los números se dibujan a gusto y piacere. Pero es mucho más grave, porque es un déficit histórico, nunca en la Provincia de Santa Fe la Caja perdió tanto.


Y la pregunta es: ¿qué está haciendo el ingeniero Bondesío en la Caja? ¿No había llegado para racionalizar, para transparentar y para eficientizar la Caja? ¿Cómo puede ser entonces que este año tengamos un déficit, de las tres cifras, la más seria, de 136 millones de pesos? ¿Cómo puede ser entonces que el señor Ministro de Hacienda y Finanzas, este martes, en esa transparencia que nos mostraba, proyectaba el déficit de la Caja entre el año 2001 y 2004 en 136,4 millones de pesos? ¿Qué está haciendo Bondesío –reitero una vez más– al frente de la Caja?


Por si esto fuera poco, señor presidente, tenemos la sensación que déficit que revolotea por la Casa Gris va a parar a la Caja de Jubilaciones.


En el artículo 12 del Presupuesto 2000, como el que vamos a aprobar esta tarde, del 2001, además de los regímenes que ya atiende la Caja, tendrá que seguir atendiendo a partir del año 2000, algunas leyes ya derogadas como por ejemplo, las pensiones graciables a los ex legisladores, a los ex gobernadores y las asignaciones para cargas de familia de ex legisladores, lo que suma 1.352.000 pesos. Como no viene discriminado en el aporte que hace Rentas Generales, esto termina incrementando el déficit general de la Caja. Nos preocupa que en el compromiso federal que se firmó el 6 de diciembre de 1999, la Provincia se comprometió al suscribir este pacto en el término de 180 días, a poner en tandem el sistema jubilatorio nacional con el provincial y aceptar una auditoría completa de la situación preexistente.


Nosotros le comentamos esto al ministro y éste dijo que a la Nación no le interesaba todo esto porque se van a agrandar los números del déficit y van a poner más plata. Nosotros estamos convencidos de que no es así, señor presidente. La comisión investigadora de la Caja de Jubilaciones determinó en su momento que mientras la media jubilatoria de la Nación es de 400 pesos, la de la Provincia es de 756 pesos, lo que significa que es casi el doble. Y esto no es lo más grave, en absoluto. No pretendemos bajar las jubilaciones de los trabajadores estatales provinciales. Lo más grave está en que la jubilación de la Nación desde hace ya más de 5 años es de 3.100 pesos, mientras que Santa Fe se da el lujo de pagar 8.234 pesos de máxima jubilatoria. Además, le pregunté al ministro cuánto era la masa salarial en negro que paga la provincia, es decir en asignaciones no remunerativas y me dijo que no sabía. La Provincia está pagando más de 220 millones de pesos anualmente en concepto de asignaciones no remunerativas; por aporte patronal y personal la Caja de Jubilaciones pierde de cobrar 76 millones de pesos por año por este concepto y la pregunta está. 


Bienvenida sean todas las presiones que le podamos hacer al gobierno nacional para que aporte los dineros que legítimamente nos corresponde. ¿Habrá llegado la hora de tomar en serio la Caja de Jubilaciones en vez de andar buscando muertos vivos que siguen cobrando y que estafan en 200, 300 o 400 mil pesos a la Caja? Hay que racionalizarla, eficientizarla, transparentarla en serio y terminar con estos 136 millones de pesos de déficit que si eventualmente en algún momento no lo vamos a pagar como santafesinos, lo vamos a continuar pagando como argentinos.


Finalmente, señor presidente, y ya con esto termino, nos preocupa que si por un lado se ha hecho un esfuerzo que valoramos para bajar el déficit fiscal en la Provincia, por otro lado vemos que el Poder Ejecutivo nos está pidiendo –en esta oportunidad– mayor autorización para endeudarse. Dijimos que en el año 2000 había vencimientos por 200 millones de pesos entre amortización de deuda e intereses. Al 30 de setiembre se llevaban pagados 150 millones, lo que en la proyección –efectivamente– el peso de la deuda nos va a salir 200 millones de pesos.


En el año 2001 está presupuestado 150 millones de pesos, lo cual sigue siendo una cifra realmente considerable que grava los recursos de la Provincia de Santa Fe. Por todos estos motivos, nosotros vamos a acompañar con nuestro voto en general el proyecto del Presupuesto 2001 y en particular habremos de votar negativamente los artículos 7º, 11, 15, 20, 23, 24, 25, 30, 34 y 36 y vamos a proponer una modificación al artículo 32 y como lo hacemos habitualmente todos los años, vamos a votar en contra del proyecto de Ley Complementaria por considerar una inconstitucional transferencia de facultades al Poder Ejecutivo y porque además desconoce nada más y nada menos que los 29 artículos de la Ley de Contabilidad vigente.

SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.


Ya escuchamos bastantes palabras en este recinto sobre el tema del Presupuesto, pero voy a tratar brevemente de explicar la posición del Bloque de la Unión Cívica Radical sobre el Presupuesto 2001. 


Hace poco más de un mes tratábamos en esta misma Cámara el Presupuesto 2000 y decía que hacía muchos años que venimos hablando de una rendición de cuentas y esperaba que el año 2001 pudiéramos tratar en término el Presupuesto. Hoy digo que no estamos tratando la rendición de cuentas pero estamos tratando un Presupuesto exprés. Lo estamos tratando con bastante celeridad pero lo podríamos haber analizado con mayor detenimiento. 


Discrepo con lo que planteó el diputado Paganini en cuanto a que el proyecto llegó en término. Lo que estamos haciendo de última es tratarlo en término porque para entrar en término, tendría que haber entrado antes del mes de setiembre. Nosotros lo que hemos hecho, es analizar dentro de la semana una mayor información para fijar nuestra postura, y consideramos –por las razones que voy a dar– que hay que votar el Presupuesto en general con la disidencia tal cual lo planteaba recién el diputado Cecchi y votando en contra la ley complementaria, tal como le planteamos al Ministro Mercier en la reunión, la necesidad de derogar la ley complementaria porque no es cierto que se vota esta ley porque no hay una ley de administración y control, porque tenemos una ley de contabilidad en la Provincia de Santa Fe; lo que se podría haber hecho en otras oportunidades cuando se trató el presupuesto es haber modificado la ley de contabilidad que ya tiene muchos años o por lo menos incorporar aquellos artículos que son imprescindibles como por ejemplo el tema de la autorización de los fondos que puede cobrar la Provincia dado el compromiso fiscal con respecto a vivienda, que eso sí se incorpore como artículo en la Ley de Presupuesto y no agregar alegremente artículos donde como digo siempre se borra con el codo lo que se escribe con la mano.


Esperamos, un poco tomando el compromiso del señor ministro y las palabras que hemos escuchado es que cuando se vote la ley de administración y control haya un último artículo en que se derogue la ley complementaria del presupuesto del año 2001. De esa manera, sí por primera vez, estaríamos tratando realmente un presupuesto en la Provincia de Santa Fe.


Hemos incluido aspectos importantes, es decir, no es cierto que no hayamos tenido la posibilidad de incorporar ningún artículo en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, sí hubiéramos requerido más tiempo para hacer los análisis en detalle de los analíticos, pero en el articulado hemos podido introducir aspectos trascendentes, personalmente planteé en otros años la inclusión del analítico formando parte del Presupuesto; siempre hemos tenido una negativa, hoy el Presupuesto de la Provincia lleva incorporado el presupuesto analítico y esto no es un hecho menor, es un hecho importante que por supuesto pierde la trascendencia al tener la ley complementaria para quienes votamos el presupuesto y no la ley complementaria.


Estamos planteando seriamente cuál es el Presupuesto que tiene que tener la Provincia de Santa Fe y además estamos incorporando por primera vez a través de una iniciativa el plan de trabajos públicos de la Provincia, lo cual también por supuesto, es un hecho importante. Digo que aquí –por primera vez, luego de muchos años– tenemos un presupuesto en término pero también quiero plantearle al oficialismo la necesidad de –por primera vez, también a partir del 1º de enero del 2001– informar mensualmente a la Legislatura sobre todas las ejecuciones presupuestarias. Es cierto, lo que planteó el señor diputado Cecchi en cuanto al problema de los disquetes, y la necesidad del CD, estamos en una época en la que no puede ser que la Provincia de Santa Fe no tenga en Internet los números de las ejecuciones presupuestarias, los analíticos, algo que también ha sido acordado en el Compromiso  Fiscal entre la Nación y las Provincias. Espero que con el presupuesto que hoy estamos tratando tengamos a partir del año próximo a las ejecuciones para poder hacer un seguimiento serio y responsable por parte de esta Legislatura.


Lo planteado por el señor diputado Cecchi con respecto a que hay un ligero incremento del gasto, también hay que agregar un aumento oculto del gasto porque al modificarse la Ley 5110 en uno de los artículos donde la Provincia deja de aportar a sus entidades centralizadas en una suma aproximada de 15 millones de pesos. Esto que el año pasado estaba y que hoy lo sacamos si hacemos una comparación responsable, tendríamos que aumentar 15 millones el gasto de la Provincia de Santa Fe. 


En cuanto a lo que se decía de que hay un incremento en las erogaciones de capital, es cierto, con respecto al Presupuesto 2000, pero también tenemos que resaltar que si comparamos el del año 2000 con años anteriores hubo una disminución en inversiones realizadas en la Provincia de Santa Fe. Hay un hecho adicional que lo vamos a ver cuando tengamos las ejecuciones del 2000 y que a la autorización que tiene el Poder Ejecutivo, a través de una de las cláusulas del Compromiso Fiscal, de poder usar hasta un 50 por ciento de las cuentas especiales y dentro de ellas está la cuenta FONAVI, la que significó en el año 2000 –según palabras del ministro Mercier– una suma de alrededor de 80 millones de pesos.  Esto no solamente, indirectamente, aumenta el déficit de la provincia sino que disminuye las inversiones públicas.


Con respecto al tema Educación, bien lo planteaba el señor diputado Cecchi, se ha corregido en los números el error, que en mi opinión, se cometió en el presupuesto 2000. Corregir los números no significa que se corrijan los hechos, es decir, que el total de los reemplazantes vayan a cobrar en los meses de enero y febrero. En el papel se dice que cuentan con las partidas correspondientes pero será el Poder Ejecutivo el que determinará hasta cuándo va a aplicar este gasto.


Con respecto a los recursos, se planteaba también la disminución,  hay un ligero aumento en los recursos totales de los cuales hay una disminución de 10 millones de pesos y hay incremento, fruto de la mayor coparticipación del gobierno nacional, lo que deja a las claras que el compromiso fiscal firmado entre las provincias y la Nación, lejos de perjudicarla, va a hacer que tenga un ligero aumento en la coparticipación y también un incremento de alrededor de 15 millones de pesos en los temas sociales. Vamos a cobrar un porcentaje de deuda de FONAVI que no estaba previsto cobrar, lo cual deja en claro que la Provincia de Santa Fe va a cobrar más recursos en el año 2001. 


Solamente lo que se está haciendo es asumir el hecho de dejar de gastar, de dejar de tener un déficit acumulativo, como está ocurriendo a través de los últimos cinco años, en los que se superó la cifra de 1000 millones de pesos. Esto había que pararlo en algún momento, y si bien soy respetuoso del federalismo, y en su momento cuando se firmó el Pacto Fiscal no estaba de acuerdo con él y argumenté que no había que firmarlo, en el ‘92 entre la Provincia y la Nación; sin embargo, digo hoy que hay una realidad diferente, en la que se ha ido incrementando alegremente –tanto en la Nación como en las Provincias– el gasto público. No podemos negar este hecho en la Provincia, se ha ido incrementando alegremente el gasto con un gran déficit lo que ha producido la deuda que estamos padeciendo. Por eso son importantes las restricciones que se están imponiendo al gasto en general y también es importante que el déficit del año 2001 sea disminuido en un buen porcentaje, siendo inferior al de este año. Pero nuevamente en el presupuesto, no sólo en la ley Complementaria, se incluyen algunos artículos que violan la Constitución, a mi entender, y por eso a muchos de ellos nos vamos a oponer, al votar el dictamen en disidencia. 


Hay uno que se viene repitiendo año tras año, por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a enajenar bienes del Estado provincial y que es una facultad discrecional que no puede estar inserta en el Presupuesto; tampoco vamos a votar cuando hay pronunciamientos judiciales que tengan la limitante de estar incluidos en el Presupuesto Provincial; otro artículo que no es correcto incluirlo es el que refiere al tema de concertar el crédito, porque éste debe venir con una ley especial para que lo podamos tratar. En el tema de vivienda –bien lo planteaba la señora diputada Tate– no solamente el pago de sueldos y gastos va a estar limitado al recupero 


Se planteó también la autorización para incluir los recursos de la privatización de la E.P.E. Nosotros dejamos claramente establecida la necesidad de una ley especial para el destino de estos fondos. Por ese motivo tampoco vamos a acompañar este artículo y esperamos que el día que se produzcan vengan leyes que determinen claramente el destino de los fondos.


Con respecto a la ley 5110, vamos a acompañar la exención de la Provincia en sus aportes, pero en lo que es el sector productivo no compartimos que sea en forma de desgravación parcial para el año 2001 y 2002. Planteamos que la exención para el sector productivo tiene que ser desde el 1 de enero de 2001, en primer lugar porque no estamos desfinanciando a la caja de la ley 5110, de última estaríamos sincerando porque son muchos los recursos que se envían anualmente a Rentas Generales y, por el otro lado corregimos una asimetría que tiene el sector productivo santafesino que es pagar la ley 5110 cuando en provincias vecinas este impuesto no se paga.


También se plantea autorizar, facultar al Poder Ejecutivo a implementar retiros voluntarios, jubilaciones anticipadas o similares. Opinamos que eso tiene que ser por una ley especial con debate y tratamiento por parte de esta Legislatura, por lo cual tampoco consideramos procedente su inclusión en este presupuesto.


También vemos cómo se limita el gasto en el Tribunal de Cuentas y en el Enress. Compartimos el hecho de que se tenga que reducir el gasto, pero nos preocupa que son justamente los dos órganos en los cuales imperativamente se establece una cláusula de control.


Con estos argumentos vamos a votar el presupuesto general de la Provincia a favor y en particular no votaremos algunos artículos que, a los efectos de adelantar el debate, los voy a mencionar. Por supuesto, la ley complementaria la vamos a votar negativamente y esperamos el compromiso de esta Cámara de que el día que se sancione la ley de Administración y Control –como lo decía anteriormente– se incluya ese último artículo que deja sin efecto una ley que tanto perjuicio da a la transparencia de los recursos y a la aplicación de los gastos en nuestra Provincia.


Concretamente, en la ley de presupuesto no vamos a votar los artículos 7, 11, 15, 20, 23, 24, 25, 30; en el 32 propondremos que se cambie el 1 de enero de 2003 por 1 de enero de 2001, por lo que decía anteriormente sobre la ley 5110; tampoco vamos a votar el 34 y el 36.


Quiero dejar en claro que voto en general el presupuesto de la Provincia, no porque sea un irresponsable y no haya tenido debate. Hemos trabajado en las comisiones. Estoy totalmente convencido de que la Provincia tiene que tener un presupuesto. Por el otro lado estoy convencido de que, respetuosamente y con un gran trabajo de muchos integrantes de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, como lo hemos hecho también en la Ley de Contabilidad, hemos llegado a un proyecto de presupuesto donde hemos incorporado modificaciones trascendentes con respecto a años anteriores. Y estoy convencido de que lo que estoy haciendo hoy es lo mejor que puede hacer el Bloque de la Unión Cívica Radical. Sí tengo que dejar aclarado, como lo hice al inicio, que hubiera preferido haber tenido un mayor análisis de los temas en particular, pero en general, en cada uno de los artículos, hemos podido tener el análisis que nosotros pretendíamos.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


Señor presidente: decía el señor diputado Favario que no vamos a votar el Presupuesto, porque no se puede borrar con el codo lo que se escribe con la mano. 


Tenemos intenciones de participar, por lo menos en general, en la aprobación del mismo, en la medida en que podamos garantizar, aunque más no sea, 3, 4 o 5 artículos de la Ley Complementaria, que son fundamentales para distorsionar lo que hoy se hace con el Presupuesto, con una crítica de los sectores de la oposición, y que mañana se puede ver agravado con las modificaciones que se le realicen al mismo. Incluso, este planteo se hizo en la Presidencia de la Cámara, porque allí estábamos reunidos los miembros de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, el presidente de la misma, los legisladores que estaban interesados y los presidentes de bloque. En esa reunión se nos manifestó que no se podía negociar ningún artículo de la Ley Complementaria, por cuanto era un hecho que ya venía así desde el año 1957 hasta la fecha. Y se nos propuso, tal vez livianamente, –no quisiera darle otro calificativo–  que hagamos el esfuerzo de votar el Presupuesto en general, como venía, y que a la Ley Complementaria la votemos en contra.


Esta bravuconada no es otra cosa que la superioridad que hay en este recinto de los 28 votos justicialistas. Porque en el año 1996, cuando se votó, no estaban y había que votar el Presupuesto; para que la Provincia pudiera contar con esta ley se negociaron lícitamente artículos de la Ley Complementaria que acompañamos, juntamente con los demás sectores de la oposición. De este modo se logró que la Provincia tuviera su Presupuesto y una Ley Complementaria acotada. 


Me tomé el trabajo de buscar los antecedentes a los que hacía mención el Ministro Mercier. Obviamente que la Ley Complementaria del Presupuesto venía de la época de la Revolución Libertadora (1957), que a partir de 1973 se transformó en permanente. Desde 1975 hasta la fecha se vio prorrogada en algunos de los artículos, con las modificaciones que se realizan a través de la Ley Complementaria. Pero en esencia, esta ley no era otra cosa que la modificación de algunos artículos de la Ley de Contabilidad, para posibilitar los ajustes presupuestarios –como lo decía el diputado Paganini–, aquellos que se pudieron haber escapado en algunos números o en algunas precisiones. Y también en los del ‘57, ‘74 y ‘75 las autorizaciones para modificar el Presupuesto estaban nada más que aquellas modificaciones compensadas que se les autorizaba a los directores, subsecretarios y presidente de la Cámara, y además, dentro de la misma finalidad. Pero nuestra Ley Complementaria va mucho más allá, porque el artículo 2º modifica la esencia del Presupuesto. Se puede modificar el cuadro de erogaciones totales, como el de Recursos, o sea que este esquema financiero puede llegar a quedar distorsionado. 


En años anteriores era todavía más “guasa” la Ley Complementaria, porque decía “con la única limitación de no superar el valor total del Presupuesto”. En éste se obvió este párrafo, pero, indudablemente, el efecto es exactamente el mismo, modificando este artículo, aquel otro que hace a las modificaciones de rubros de personal y algunos otros que se me escapan. No me gustaría cansarlos a ustedes, porque tienen la Ley en las bancas y saben a qué me refiero. 


Hubiéramos podido acompañar en líneas generales este Presupuesto que, aparentemente, luce como una pinturita, pero creo que no es así. Este Presupuesto debería haberse presentado el 30 de setiembre para tener vigencia normalmente a partir del 1º de enero. Es un hecho singular, excepcional que se quiera dar sanción, si el Senado quiere obviamente, el proyecto para que tenga vigencia a partir del 1º de enero, si no será las primeras semanas de enero o no sé cuándo, pero ya no es responsabilidad nuestra.


Debía haberse presentado, con toda la documentación que se presentó, el 30 de setiembre para que todos nosotros nos interioricemos del presupuesto. Más aún gente como yo y como Favario que no manejamos los términos técnicos como para hacer una lectura fácil y rápida de toda la documentación que se nos remitió en los últimos días. Rescato que es una documentación voluminosa, que no hubo tiempo de analizarla, como para poder avanzar sobre la Ley Complementaria en una aprobación en general.


Me llaman la atención algunas de las cuestiones. En un momento dado, comentando con algunos legisladores lo que parecía un hecho positivo –al margen de la negativa nuestra para la ley de presupuesto, porque existe una ley complementaria–, pero a título informativo analizábamos que el presupuesto tiene una disminución de erogaciones corrientes de 6 millones de pesos. Nos parecía importante, comparando con otros presupuestos, y este es un hecho realmente auspicioso, que los gastos corrientes disminuyan con los recursos corrientes y pueda haber más inversión en obras públicas en la Provincia. Pero tengo dudas que estos 6 millones de pesos sean reales, porque a través de la modificación de la Ley 5110, el Estado va a dejar de aportar en el rubro Erogaciones Corrientes, cerca de 40 millones de pesos que le correspondía aportar por la Ley 5110 como aporte patronal.


Es decir, habría una diferencia, si descontamos esos 40 millones de pesos, habría un incremento en los gastos corrientes, no una disminución, de 34 millones de pesos. Ojalá que estas dudas que planteo puedan ser desmentidas en el transcurso del tiempo, cuando nos metamos en el presupuesto a analizarlo, ya que es interesante desglosar y controlar la cuenta de Inversión el día de mañana conforme a lo sancionado, para ver cómo se ha modificado en el transcurso del año.


O sea que el primer hecho auspicioso que era la disminución de los gastos corrientes por 6 millones de pesos, dudo que exista. Sí existe un incremento aparte de los 18 millones de pesos de costo total del presupuesto que no vemos justificativo, existe un incremento en los gastos corrientes, aparentemente, de 34 millones de pesos.


El déficit del año pasado era de 143 millones de pesos, si le sacamos los 40 millones de pesos que deja de aportar el Estado, el déficit actual de 97 millones más 40, estaríamos en un nivel similar al del año pasado. No veo, conforme con estos números que se presentan, ningún tipo de modificación. Al contrario, existe una disminución en los recursos nuestros y un incremento que viene por coparticipación nacional que es alarmante.


El Ministro Mercier en las dos visitas que hizo a la Cámara de Diputados hizo comparaciones con las provincias de Buenos Aires, Córdoba y con la Nación. Tengo un cuadro comparativo –supongo que lo deben tener ustedes también porque es una información remitida en forma oficial– de los presupuestos de las provincias de Santa Fe y Córdoba.


Por ejemplo, nosotros establecemos que hay un ahorro de 108 millones de pesos como consecuencia de los recursos y las erogaciones corrientes, sin tener en cuenta lo que he mencionado, sobre lo que tengo dudas, que se haya hecho ese ahorro conforme a los números que se han desglosado por la Ley 5110.


Córdoba tiene un ahorro de 248 millones de pesos. Mercier nos decía que el comportamiento fiscal de la economía tanto santafesina como de la cordobesa, eran similares. Acá veo que, indudablemente, existe una diferencia sustancial de un ahorro de 248 millones de pesos que presupone un 132 por ciento más de Córdoba que de Santa Fe.


En relación a la cuenta de Inversión, Santa Fe va a invertir entre recursos de capital y erogaciones de capital, 205 millones de pesos y Córdoba va a tener una inversión de 374 millones de pesos. Obviamente que esto presupone una diferencia de 133 millones de pesos más para la provincia de Córdoba en inversión genuina, o sea un incremento del 85%; pero lo que llama más la atención –y aquí me voy a referir a lo que decía el diputado Carlos Paganini que la provincia había disminuido en endeudamiento–, es que con este esquema de financiamiento, la Provincia de Santa Fe ha incrementado el endeudamiento en casi 97 millones de pesos.

SR. FUNES.– ¿En la cifra sobre la inversión que usted tiene de la provincia de Córdoba, está incluido el crédito de 300 millones de dólares que ha pedido al BID?

SR. BULLRICH.–Entiendo que no está concedido todavía el crédito.

SR. FUNES.– Pero está incorporado.

SR. BULLRICH.– La explicación que nos ha dado el Ministro Mercier es el aumento de los recursos que tiene la provincia de Córdoba sobre la de Santa Fe.

SR. FUNES.– Pero entre otras cosas está contabilizado...

SR. FAVARIO.- El crédito es deuda.

SR. BULLRICH.– No son recursos. Déjeme explicar la fuente financiera.


La Provincia de Santa Fe va a financiar este déficit con una fuente financiera de 192 millones de pesos, de los cuales endeudamiento por inversión pública –que son los que puede llegar a vender–, está en el orden de los 50 millones de pesos. Tenemos un endeudamiento –que está en uno de los artículo del Presupuesto– de 138 millones de pesos, endeudamiento que si no se aprueba el Presupuesto 2002 antes de fin de año, se va a prorrogar la autorización para que se vuelva a endeudar la provincia. Esta fuente financiera se va a aplicar o gastar en amortización de deuda 97 millones de pesos y, los 97 millones restantes, para el pago del Presupuesto.


A título informativo y también comparativo, la provincia de Córdoba tiene un endeudamiento superior a 322 millones de fuente financiera, de los cuales 276 millones es el uso del crédito. Se va a endeudar en 276 millones de pesos, pero va a pagar 272 millones de deuda o sea que le va a quedar un déficit de 5 millones contra casi 100 millones de pesos que nos van a quedar como deuda a nosotros. Es un mayor endeudamiento.


Es por eso que si hubiéramos tenido el tiempo prudencial, hubiéramos podido desglosar el Presupuesto y ver lo que aparentaba, lo que aparenta y lo que aplaudo como una metodología que puede llegar a ser leída con todos los analíticos de recursos, gastos y demás; pero –repito– podríamos haber analizado y precisado el gasto que le corresponde a la Provincia de Santa Fe y toda su cuenta de inversión, déficit y demás. Con esto no es que quiero levantar a Córdoba sobre Santa Fe, es el ejemplo que trajo Mercier y que en las dos reuniones que tuvimos prácticamente nos apabulló con cifras comparativas con la provincia de Córdoba, Buenos Aires y Presupuesto Nacional y casualmente una simple lectura que nos dio estos tres o cuatro días parece que la realidad podría llegar a ser otra.


El incremento de los recursos está porque hay un incremento vegetativo que está estimado en un crecimiento de la economía del 1,5% y un crecimiento de los precios públicos para la base de ingresos brutos del 1%, así que hablamos de un 2 y pico por ciento. Obviamente todo esto está solventado y reforzado por los recursos nacionales. Puntualmente no hemos querido entrar en las diversas áreas porque habíamos resuelto votar negativamente y además como esto se puede modificar a través de un decreto, nos pareció que no tenía mucho sentido entrar a analizarlo sobre todo por la falta de tiempo, y porque queríamos ir a la parte global. Pero yo había hecho mención cuando se aprobó el Presupuesto 2000 en una comparación que había realizado con los gastos de la Gobernación, incluso me recordaba el señor presidente que en la reunión que tuvimos con el Ministro Mercier que yo había mencionado que había 15 millones para la Secretaría Privada de la Gobernación para la construcción de un Helipuerto. Obviamente que si fue esa la intención, al tener un nuevo presupuesto se ha impedido su construcción, pero los valores más o menos se mantienen, porque en vez de 15 millones bajan a 10 para ayuda social para trabajos públicos. Estas partidas de la Gobernación no son otras que el Fondo del Conurbano, es la Ley 24744, de emergencia del conurbano, que lo va a manejar el gobernador de la siguiente manera: atención directa del señor gobernador: 100 mil pesos; partidas no incluidas en programas, becas y pasantías: 900 mil pesos; ayuda social, –como decía Cecchi– trabajos comunitarios: 10 millones; transferencias a instituciones culturales: 2 millones 100 mil; subsidios del señor gobernador 1 millón; aportes a gobiernos municipales: 5 millones 900 mil y hay una unidad ejecutora que es la que yo pensaba iba a hacerse cargo del helipuerto que es la Secretaría Privada, que tiene obras a determinar por terceros por 10 millones lo que suma, la holgada cifra de 30 millones que es el Fondo del Conurbano.


Cuenta el señor gobernador en recursos provinciales con 400 mil pesos para subsidios, un millón de pesos más para subsidios, aportes a municipios y comunas por 500 mil pesos más y algún otro número que se me ha escapado en esta maraña de papeles.


Me parece también que al haberse aprovechado de la prolijidad de este Presupuesto, que para todos era impecable –menos para nosotros–, hay algunos hechos puntuales que fueron mencionados tanto por los diputados Cecchi y Alvarez (J) sobre el peligro de modificar el presupuesto para incorporar la venta de la EPE, estamos hablando de que puede llegar a venderse en 600 millones, hay una ley que crea fondos y esto puede significar un conflicto.


Hay otro artículo, el 34, que también mencionó la señora diputada Tate, sobre la facultad del Poder Ejecutivo para hacer políticas de reducción de personal a través de retiros voluntarios, jubilaciones anticipadas y traslados del personal, y creo no haberlo escuchado a Maguid en todos estos días, opinar al respecto. Me parece que esto puede llegar a traer cola, por más que Maguid mire para otro costado.


Después aparecen fondos para contingencias de emergencias para los cargos vacantes. Nos preguntamos en la reunión que tuvimos con Mercier, por qué las vacantes no se eliminan del presupuesto y así tenemos un ahorro genuino. No se ahorra, se transforman en un crédito de emergencia, es decir que no se va a pagar al personal pero sí cualquier otro gasto que determine el Poder Ejecutivo. 


Con esto yo terminaría el análisis del tema del presupuesto, no sin antes mencionar que hay una parte del articulado –como bien decía el señor diputado Favario– en la Ley complementaria, que aparte de modificar el presupuesto, realmente va a meterle mano en los bolsillos a las comunas al cobrarles los gastos de emisión, recaudación y los gastos impositivos y las comisiones bancarias, para que el Nuevo Banco de Santa Fe no pierda ni un peso como agente financiero de la Provincia y como bien lo dijo el señor diputado Favario, no sé por qué este sistema impositivo no se revierte hacia la comuna, ya que a partir de ahora se van a hacer cargo de los gastos de distribución, recaudación, emisión y los pagos bancarios. O sea que me parece que la coparticipación tendría que ser al revés.


Todo esto va a disminuir en alguna medida los magros recursos que recibe la comuna y se va a acrecentar indudablemente el déficit en más de cien comunas que no pueden tener las puertas abiertas porque no les entra dinero. 


Hay un artículo que viene de tiempo atrás por el que se me ocurrió consultar brevemente la constitución, porque el artículo 25º de la Ley Complementaria dice que el Estado Provincial no es responsable por aquellos contratos nulos que se firmen sin autorizaciones de las partidas pertinentes y sin embargo, quiero hacerles recordar el artículo 18º de la Constitución que dice que el Estado es responsable por todo lo que hacen sus empleados, a este artículo me refería.

SR. PAGANINI.– Pido la palabra.


Señor presidente, en rasgos generales lo que principalmente tenemos que aclarar y lo voy a hacer en algunas partes recurriendo a lo que han dicho otras personas. Hay una frase que dice “ni hay atajos ni soluciones mágicas y no seré yo quien haga demagogia”. Luego diré a quién pertenece. Y diré que es la que mejor nos ubica en el análisis de los excedentes de la ley 5110, porque si no estamos de acuerdo con la aplicación a Rentas Generales de esos excedentes, podemos darles otro destino pero empecemos a pensar cuál será el gasto de aplicación o la inversión que vamos a bajar del Presupuesto para no contar con esos recursos.


Otras de las expresiones a las que aludo es “...estamos y seguiremos estando en el sendero de la solvencia Fiscal, tarea que es permanente y en la que no haremos ninguna concesión...” Este dicho va a referencia de lo que es el ahorro corriente determinado en este Presupuesto y que conlleva a una necesidad de financiamiento de 97.7 millones por déficit, que no sé si será utilizada la autorización para endeudamiento, pero sí sé que no es comparable con la provincia de Córdoba si no se detraen de la ejecución presupuestaria de la provincia de Córdoba, jurisdicciones que Santa Fe tiene incluidas en su Presupuesto General.


Otra frase de esta misma persona  es que “la pérdida de ingresos fiscales será sólo gradual” Y consideramos que esta forma de avanzar en la reducción de impuestos es la mejor, como se dijo, gradual. No vamos a dar un salto al vacío, este programa sólo así, paso por paso, es viable, y nuestro compromiso es ir reduciendo impuestos a medida que tengamos éxito en nuestra lucha contra la evasión. 


Evidentemente aquí coinciden más el Poder Ejecutivo de la provincia de Santa Fe con el Ministro Machinea, autor de las frases que he mencionado, que son quienes deberían haber tomado esta iniciativa mucho antes. Es indispensable que de parte del oficialismo tenemos que tratar de tender una línea entre lo utópico y lo posible. No hay otra alternativa. Éste, insisto, es un presupuesto equilibrado y creo que si hay excedentes que se puedan aplicar a otros fines serán aquellos que las contingencias del año que viene irán marcando para que este Estado pueda recurrir a zanjar las necesidades sociales que principalmente están apuntadas al área de educación y de salud.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


No voy a responder en un todo a las manifestaciones del diputado presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda porque por ahí podría cometer el desliz de incursionar en alguna otra interna mayor apuntando al 2003 que, por supuesto, nosotros no hemos traído bajo ningún punto de vista. 
Nos hemos remitido a formular algunas consideraciones que entendíamos eran producto de un error del ministro de Hacienda y Finanzas que viene a establecer –casualmente– comparaciones con las provincias de Córdoba y Buenos Aires. Dijimos lo que teníamos que decir y nada más. La discusión seguirá en otro ámbito y en otro terreno para ver dónde se administra mejor. 


Pero yo quiero hacer referencia a una cuestión puntual que ha mencionado el señor diputado Paganini, que para nosotros es ratificar una vieja postura de hace largo tiempo en lo que hace a los aportes sobrantes de la recaudación de la ley 5110. El señor diputado –así lo entendí– hizo referencia a que si se critica la remisión de lo sobrante a Rentas Generales podemos darle otro destino y aquí queremos marcar nuestra especial diferencia. La recaudación de aportes de la ley 5110 tiene una aplicación específica que aquí no se cumple. Se han utilizado esos aportes que tienen finalidad social que, repito, no se cumple, porque hay cuotas de pensiones que se mantienen no obstante mayores recaudaciones y no obstante que existen sobrantes; hay cuotas de pensiones que a lo mejor razonablemente no se aumentan pero que producen estos sobrantes que el Gobierno, reiteradamente, y el ministro lo expresó el otro día, considera, a nuestro juicio equívocamente, como una fuente más de recursos. Y eso no es así. Se está cobrando la ley 5110 para una finalidad específica. De lo contrario, cobrar por un fin específico y aplicarlo a otro destino, reitero, constituye un acto arbitrario del Estado y eventualmente una malversación. 


Entonces, dejemos de hacer tradicionalmente el verso que se viene haciendo con alguna reiteración sobre la disminución de los aportes de la ley 5110. Se hacen grandes anuncios. La ley 5110 se utiliza como un recurso más del Estado y nosotros queremos ratificar esta posición: si hay sobrante de la ley 5110, lo que hay que hacer, señor diputado Paganini, a nuestro juicio, es reducir los aportes, bajar esto que se viene repitiendo como si fuera una muletilla. Hay que bajar el costo santafesino, en consecuencia hay que reducir los aportes. Y si no quieren reducir tanto en este tiempo de miseria y de pobreza creciente, no sigamos burocratizando los pedidos de pensiones de la Ley 5110. Si nos sobra plata en la recaudación, démosla a quienes la necesitan y eso sería –seguramente ningún justicialista me va a desmentir– un estricto criterio de justicia social y no que se lo siga pasando al barril sin fondo de las Rentas Generales, para que el Estado siga gastando más en ciertas cosas, sin justificación alguna. 

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Simplemente, en consonancia con lo que decía el señor diputado Favario, quiero recordar que hay 4.600 pensiones de la Ley 5110 que han obtenido trámite favorable, cuyos beneficiarios no pueden cobrar lo que les corresponde, según las disposiciones de la Ley.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley que figura como Asunto Nº 1 del Orden del Día.

-
Resulta aprobado.

-
En particular se leen y aprueban sin observación los artículos 1º al 5º. Al leerse el artículo 6º dice la:

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Señor presidente: me gustaría hacer una acotación con respecto a este artículo. 


El número total de cargos de la Administración Provincial, que comprende a la Administración Central, a los organismos descentralizados y a instituciones de seguridad social pasó de 91.763 en el año 2000 a 92.531 para el año 2001, es decir, creció en 768 cargos, que es el equivalente a 0,837 del plantel que se aprobó para el año anterior.


Las horas cátedras pasaron de 290.945 a 296.840, lo que significa que hubo un crecimiento de 5.845 horas cátedras, que representa el 2,026 por ciento. Si se considera con el mismo criterio que aplicó el Poder Ejecutivo –y así lo explicitó el señor Ministro de Hacienda hace unos días, cuando nos visitó–, en el sentido de que 30 horas cátedras equivalen a un cargo, la cantidad de cargos equivalentes a la hora cátedra es de 9.844 y las nuevas horas cátedras creadas en el Presupuesto 2001 equivalen a la creación de 195 nuevos cargos que, sumados a los mencionados anteriormente, incrementan el plantel para el Presupuesto del año 2001 en 963 cargos. 


Solamente solicito que quede constancia de ello, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–  Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el artículo 6º.

-
Resulta aprobado.

-
Al leerse el artículo 7º dice la:

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Quiero justificar el voto negativo de nuestro bloque a este artículo, señor presidente, porque estimamos que otorgar al Poder Ejecutivo la facultad para disponer discrecionalmente de bienes de capital del Estado Provincial, a pesar de que ya fue votado en el Presupuesto del año 2000, es extremadamente grave, ya que se lo faculta, además, a crear una unidad operativa que implicará, indudablemente, nuevos gastos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 7º.

-
Resulta aprobado.

-
Se lee y aprueba sin observación el artículo 8º. Al leerse el artículo 9º dice la:

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Nosotros, señor presidente, vamos a pedir la derogación de este artículo y a solicitar que simplemente se cumpla con lo dispuesto en las leyes 10.554 y 10.552 –que son las leyes de Deporte y Conservación de Suelos, recíprocamente–; porque no establecen cupo alguno, nos remitimos a lo que explícitamente prescribe la ley.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 9º tal cual está redactado en el proyecto.

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículos 10 y 11.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Con respecto al artículo 11, al igual que en el Presupuesto del año 2000 que restringe los fallos judiciales a las previsiones que realice el ministro de Economía, significa un desacato a las decisiones judiciales que condena a la Provincia y establece un criterio de desigualdad con respecto al Estado provincial, con los demás ciudadanos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 12.

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículos 13 al 20.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Simplemente quiero ratificar lo que dije al inicio de la sesión sobre nuestra preocupación por el incremento en las erogaciones corrientes de la Empresa Provincial de la Energía y del Túnel Subfluvial.

SR. BULLRICH.– Pido la palabra.


A título aclarativo, señor presidente, el aumento en las erogaciones corrientes del Túnel Subfluvial es porque el excedente de 3 millones de pesos va a Rentas Generales de la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 21.

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículos 22 y 23. Al leerse el artículo 24, dice el:

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


En relación al artículo 24 –que vamos a votar en contra– quiero hacer algunas referencias por un doble orden de motivo. Por lo realmente anómalo de su contenido normativo y porque también en el orden del día de hoy figura en el asunto 5 un proyecto de declaración sobre la preocupación por un supuesto intento de centralización del Fonavi, que estaría tentando al gobierno nacional. Este artículo puede constituir un texto de coherencia, porque si vamos a votar nuestra preocupación por el intento de centralizar por parte del gobierno nacional los fondos del Fonavi, también tendría que desestimarse este artículo, ya que por el contrario, también parece generar una preocupación con respecto al destino de la Dirección Provincial de Viviendas.


Señor presidente, desde el punto de vista jurídico mucho me he preocupado por ver cómo podríamos calificar a este artículo y realmente no veo otra palabra más que mamarracho. Es un artículo que convierte a la Dirección Provincial de Viviendas en una isla ya que la aparta completamente de las normas que sobre personal escalofonado de la Provincia tiene que tener cualquier persona que preste servicios en la misma. Y la somete a una especial condición, más vinculada con la vieja patente de corso que contenía nuestra Constitución Nacional, al decir que todos los gastos de funcionamiento de esta Dirección incluida las remuneraciones de personal y equipamiento, dependerán de la capacidad recaudatoria de la propia Dirección. Es decir, que los muchachos que trabajan en la Dirección, nada de servir café, nada de hacer lo que habitualmente la gente le adjudica, pero tampoco las serias, la de elaborar proyectos, la de tratar de atender a la gente, la de generar planes de viviendas, primero hay que recaudar porque si no ni cobran. Entonces, me da la impresión realmente de que no podemos sostener seriamente que el Estado provincial consagre a través de su Presupuesto una visión primero absolutamente ilegal con respecto al régimen a que se sometería a este personal de la Dirección Provincial de Vivienda y en segundo lugar, claramente demostrativa de lo poco importante que parece ser para este gobierno el problema de la vivienda en la Provincia de Santa Fe.


Supongo en consonancia con el proyecto que figura en el Orden del Día como nº 5, que tendré un caluroso apoyo para rechazar este artículo que dejo solicitado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Se va a votar el artículo 24 tal cual está redactado en el proyecto.


Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículos 25 y 26. Al leerse el artículo 27 dice el:

 XE "Lpresupuesto general de gastos y cálculo de recursos 2001 (modificación aprobada en la reunión de la comisión de labor parlamentaria)" 
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 27 con un agregado al final del artículo, acordado en Comisión de Labor Parlamentaria que dice: “con posterior comunicación de lo actuado a las Honorables Cámaras Legislativas”.

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículos: 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 34. Al leerse el artículo 35 dice el:

 XE "Lpresupuesto general de gastos y cálculo de recursos 2001 (modificación aprobada en la reunión de la comisión de labor parlamentaria)" 
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar solamente el primer párrafo del artículo 35 con una modificación de la misma manera que en el anterior. Suspendiendo el último párrafo donde dice: “los poderes legislativos y judicial tampoco podrán incrementar las sumas asignadas a sus créditos” hasta el último punto donde dice: “que permitan efectuar compensaciones”. 

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban los artículo 36 y 37, siendo el 38 de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, queda aprobado el proyecto en general y en particular y pasa al Senado.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Aunque sea en la más absoluta soledad, que conste el voto en contra del Bloque Demócrata Progresista, en general y en particular, como así también en el proyecto de Ley Complementaria que se va a tratar seguidamente.
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SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

–
Se lee:

Señores Diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio 2001 -- Expte. 8144 PE - Mensaje 2347 -; y por las razones invocadas, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

 XE "Lley complementaria presupuesto 2001" 
CAPITULO I: DE LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO

Artículo 1º- 
La estructura del Presupuesto General de la Provincia contendrá básicamente las clasificaciones institucional, por finalidades y funciones, por fuente de financiamiento, programática, económica y por objeto del gasto, para los recursos y erogaciones según corresponda a cada uno de ellos.


El Poder Ejecutivo dispondrá la apertura y desagregación de las clasificaciones enunciadas.

CAPITULO II: DE LAS MODIFICACIONES AL PRESUPUESTO
Artículo 2º- 
Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones y erogaciones figurativas del Presupuesto de la Administración Pública Provincial en la medida que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios y que el comportamiento esperado en la percepción de los recursos permita garantizar su atención, sin alterar el resultado financiero del cuadro de ahorro-inversión-financiamiento.


Las disposiciones que se adopten por aplicación del presente artículo deberán ser comunicadas a las HH. CC. Legislativas dentro de los quince (15) días posteriores a su dictado.

Artículo 3º- 
Facúltase al Poder  Ejecutivo a disponer la ampliación del Presupuesto en el Cálculo de Recursos con Afectación Específica y Erogaciones, cuando se produzca una recaudación mayor que la presupuestada o cuando lo realmente efectivizado y su proyección asegure una recaudación superior a la estimada en el cálculo original. Respecto de los recursos afectados de origen provincial, deberá estarse a las normas contenidas en el artículo 25° de la Ley Nro. 11.696 de Emergencia Económica, Financiera y Previsional.

Artículo 4º- 
Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General habilitando las partidas específicas por la incorporación de recursos no previstos en el mismo que surjan de la aplicación de leyes provinciales.

Artículo 5º- 
Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General incorporando las partidas específicas necesarias o incrementando las ya previstas, cuando deba realizar erogaciones originadas por la adhesión a leyes, decretos y convenios nacionales de vigencia en el ámbito Provincial.

Artículo 6º- 
Para las erogaciones correspondientes a servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, el Presupuesto podrá ajustarse en función de las sumas que se perciban como retribución de los servicios prestados.

Artículo 7º- 
Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer modificaciones en los Presupuestos de Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y Empresas y Sociedades del Estado, las que se condicionarán a las siguientes pautas:


a) En aquellos entes en los cuales sus presupuestos de erogaciones se equilibren con las estimaciones de recursos y el financiamiento neto destinados a atenderlos, los ajustes no deben alterar el resultado presupuestario obtenido ni aumentar el Uso del Crédito autorizado, excepto el destinado a los rubros presupuestarios de la "Inversión Real".


b) Para el caso en que reciban aportes del Tesoro Provincial a los fines de equilibrar sus resultados, podrán realizarse ajustes presupuestarios siempre que el incremento efectivo de sus recursos no conlleve un aumento de los aportes de la Administración Central previstos originalmente, excepto los necesarios para la atención de políticas salariales y proyectos en el Plan de Obras Públicas.


c) Se exceptúa de las disposiciones de los incisos anteriores a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, la Administración Provincial de Impuestos, el Servicio de Catastro e Información Territorial y al Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (I.A.P.I.P.), en cuyos presupuestos se podrán realizar los ajustes necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 8º- 
El Poder Ejecutivo podrá disponer ajustes presupuestarios compensados en los rubros de erogaciones, otras erogaciones y erogaciones figurativas de la Administración Central, Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y en las Empresas y Sociedades del Estado Provincial.


Facúltase al Poder Ejecutivo a instituir en su ámbito, las pertinentes compensaciones funcionales a efecto de sustituir el reconocimiento de viáticos a los funcionarios políticos y en la progresión porcentual sobre la base de cálculo que determine la reglamentación pertinente. Las partidas destinadas a la atención de las mismas deberán provenir de economías presupuestarias a efectuar en el ámbito del Poder Ejecutivo.

Artículo 9º- 
Las Honorables Cámaras del Poder Legislativo y el Tribunal de Cuentas de la Provincia, podrán realizar ajustes en sus respectivos presupuestos, así como también podrán disponer modificaciones en sus respectivas Plantas de Personal en la medida que las modificaciones producidas no superen los créditos totales autorizados para las jurisdicciones, ni aumenten el total general de cargos fijados para las mismas, con las limitaciones dispuestas en el artículo 11°.


Las modificaciones producidas serán comunicadas al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.

Artículo 10º-
El Poder Judicial podrá realizar ajustes en su presupuesto debiendo observar el principio de equilibrio presupuestario jurisdiccional. Los mismos deberán ser comunicados al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.


Las modificaciones de sus plantas de personal podrán efectuarlas en el marco de las limitaciones del artículo 11°.

Artículo 11º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la Planta de Personal del Presupuesto vigente con las siguientes limitaciones:


a) No aumentar el total general de cargos fijado para la Administración Pública Provincial.


b) No transferir cargos correspondientes a los Sectores de Seguridad, Servicios Penitenciarios y Docente, a otros agrupamientos y/o clases presupuestarias.


c) No superar el crédito total de las partidas de Personal autorizadas para las Jurisdicciones involucradas.


d) La valoración de los cargos que se reduzcan, entendida como asignación de la categoría y otros conceptos que conforman la remuneración del cargo (retribución del cargo), no deberá ser inferior a la de los cargos que se creen.


e) Podrán transformarse cargos docentes en horas cátedra y viceversa, facultándose al Poder Ejecutivo para establecer por vía reglamentaria la relación de conversión, en tanto exista equivalencia en los créditos presupuestarios en correspondencia con la retribución de los cargos/horas cátedra involucrados como consecuencia de la modificación de planta.

Artículo 12º-
En todo proyecto de decreto o de ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del Presupuesto General vigente o tenga implicancias sobre el Tesoro Provincial tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría u Organismo correspondiente, en concordancia con las normas del artículo 21° de la Ley de Contabilidad, Decreto Ley Nro. 1757/56.

Dicha intervención se dará por cumplimentada en el caso en que el gasto proyectado cuente con crédito presupuestario y se encuentre autorizado en la Programación Financiera de Gastos que autorice la Secretaría de Hacienda de la Provincia (art. 21° de la presente ley).

Artículo 13º-
Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en los Funcionarios que estime oportuno y competentes, la realización, previo informe de la respectiva Dirección General de Administración o Servicio Administrativo, de modificaciones presupuestarias compensadas. 


Dicha delegación de facultades deberá operar en forma conjunta con el Decreto Acuerdo distributivo del Presupuesto Analítico y no alcanzará a aquellas modificaciones que impliquen disminución de la Inversión (Gastos de Capital) en correspondencia con un incremento en las Erogaciones Corrientes, así como tampoco aquellas que impliquen una disminución en el Presupuesto total asignado al Programa.

Artículo 14º-
Las modificaciones adoptadas por aplicación del artículo precedente, deberán ser comunicadas dentro de los 5 (cinco) días posteriores a su dictado a la Contaduría General de la Provincia, Dirección General de Finanzas de la Provincia y Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 15º-
Las erogaciones a atenderse con recursos afectados a la Categoría Programática de Proyectos, deberán ajustarse, en cuanto a su monto y oportunidad, a las cifras realmente recaudadas, salvo en el caso de erogaciones cuyo ingreso esté condicionado a la presentación previa de certificado de obra o de comprobante de ejecución, en cuyo caso tales erogaciones estarán limitadas a los créditos autorizados.

CAPITULO III - DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 16º-
Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al próximo ejercicio los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y convenios nacionales que tuvieren afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se produjo el ingreso pertinente, extendiéndose al Poder Legislativo y Poder Judicial la misma facultad.

Artículo 17º-
La facultad conferida por el artículo precedente alcanza a los fondos no invertidos provenientes de donaciones, legados y eventos benéficos que tuvieran afectación específica.

Artículo 18º-
En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas.

Artículo 19°-
Autorízase al Poder Ejecutivo a deducir de los fondos coparticipables correspondientes a Impuesto Inmobiliario y a Patente Única sobre Vehículos los gastos directos de emisión y recaudación, incluyendo comisiones bancarias. Facúltase al Poder Ejecutivo a reglamentar la forma de determinación, oportunidad y modo de la deducción.

Artículo 20º-
Prohíbese la afectación y traslado del Personal de Seguridad, Servicios Penitenciarios y Docente al desempeño de tareas ajenas a las específicas de Seguridad y Educación. Exceptúase el Personal Docente comprendido en los alcances de la Ley Nº 10.164.

Artículo 21º-
La Administración Provincial de Impuestos, las Direcciones Generales de Administración o Reparticiones que cumplan idéntica función, de los tres poderes del Estado Provincial, deberán presentar dentro de los 10 (diez) primeros días hábiles de cada mes, a la Contaduría General de la Provincia y a la Dirección General de Finanzas de la Provincia, la ejecución presupuestaria del mes inmediato anterior discriminando las partidas que se atienden con aportes del Tesoro Nacional y con Recursos Afectados. Contaduría General de la Provincia deberá elevar dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes, el estado consolidado general de la Provincia al Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Artículo 22°-
A los fines de garantizar una correcta ejecución de los Presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todas las Jurisdicciones y Entidades del Sector Público no Financiero, deberán programar la ejecución financiera de sus Presupuestos, las que estarán sujetas a la aprobación del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


El monto total de las cuotas de compromiso definitivo fijada para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas, no podrá ser superior a los Recursos efectivamente recaudados.

Artículo 23º-
La inversión de los fondos afectados en el destino prefijado se tendrá por cumplida hasta la concurrencia del importe presupuestado dentro del mayor valor global asignado a las partidas de la finalidad del gasto establecida por la norma de afectación, sin perjuicio de la discriminación del recurso en las partidas de erogaciones a considerar en el Presupuesto Analítico.

Artículo 24º-
Facúltase al Poder Ejecutivo -ad referéndum de las Honorables Cámaras Legislativas-, a modificar las pautas que determinan el nivel de los recursos no tributarios.

Artículo 25º-
Serán nulos los actos administrativos y los contratos celebrados por cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente para otorgarlo, si de los mismos resultare la obligación del Tesoro Provincial de pagar sumas de dinero que no estuvieren contempladas en el Presupuesto General de la Administración Provincial. El Estado Provincial no será responsable de los daños y perjuicios que soporte el administrado o contratante de la Administración con motivo del acto o contrato nulo; salvo en la medida que hubiere real y efectivo enriquecimiento. La nulidad podrá ser dispuesta de oficio por la Administración, aún cuando el acto o contrato hubiera tenido principio de ejecución.


Serán igualmente nulos los actos administrativos de cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente al efecto, que designe personal en la planta permanente o temporaria de cargos, cuando no existan cargos vacantes y los correspondientes créditos presupuestarios suficientes a tal fin.

Artículo 26º-
Los Organismos Descentralizados Autárquicos así como también aquellos en que la Provincia posea una participación en su capital, cualquiera sea su forma jurídica y todos aquellos entes provinciales cuya caracterización figura en el artículo 1° de la Ley Nacional N° 23.696, que elaboren Balances Comerciales o de Gestión, deberán remitirlos al Poder Ejecutivo -Ministerio de Hacienda y Finanzas-, y asimismo elevar sus Presupuestos de Gastos y Cálculos de Recursos y Planta de Personal aún cuando no integren el Presupuesto General de la Provincia. Contemporáneamente deberán elevar idéntica información a las Honorables Cámaras Legislativas.

Artículo 27º-
Las deudas del Estado Provincial vinculadas a la relación de empleo público prescriben a los dos años contados desde acaecido el hecho que las origina o desde que se tomó conocimiento del mismo.


Los reclamos administrativos que se encontraren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y no hubiesen tenido actividad alguna en el último año, caducan de pleno derecho.

Artículo 28º-
Los fondos, valores y demás medios de financiamiento afectados a la ejecución presupuestaria del Sector Público, ya sea que se trate de dinero en efectivo, depósitos en cuentas bancarias, títulos, valores emitidos, obligaciones de terceros en cartera y en general cualquier otro medio de pago que sea utilizado para atender las erogaciones previstas en el Presupuesto General de la Provincia, son inembargables y no se admitirá toma de razón alguna que afecte en cualquier sentido su libre disponibilidad por parte del o de los titulares de los fondos y valores respectivos, excepto créditos de naturaleza alimentaria.


Lo dispuesto en el presente artículo es de aplicación para cualquier clase de cuenta o registro a nombre del Estado Provincial o de cualquiera de sus organismos o dependencias.


Quienes en virtud de sus cargos hubieren tomado razón de alguna medida judicial comprendida en lo dispuesto precedentemente, comunicarán al Tribunal la imposibilidad de mantener vigente la medida en virtud de lo que se dispone en la presente ley.


En aquellas causas judiciales donde el Tribunal, al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, hubiere ordenado la traba de medidas comprendidas en las disposiciones precedentes, y los recursos afectados hubiesen sido transferidos a cuentas judiciales, los representantes del Estado Provincial que actúen en la causa respectiva, solicitarán la restitución de dichas transferencias a las cuentas y registros de origen, salvo que se trate de ejecuciones válidas firmes y consentidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 29°-
Las sentencias judiciales no alcanzadas por la Ley Nro. 23.982, en razón de la fecha de la causa o título de la obligación o por cualquier otra circunstancia, que se dicten contra cualquier Organismo, Empresa o Ente del Estado, en ningún caso podrán ejecutarse contra el Tesoro Provincial, ya que la responsabilidad del Estado se limita a su aporte o participación en el Capital de los mismos.

Artículo 30º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a liquidar los Bonos y/o Títulos de origen nacional, cotizables en bolsa o no, que reciba en concepto de pago de deudas y/o aportes nacionales ordinarios o extraordinarios, reintegrables o no, incluidos los que correspondan por acuerdos de compensación de créditos y deudas con el Gobierno Nacional, de conformidad a las disposiciones que establece el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 31º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a refinanciar, consolidar, novar, compensar, transar y documentar deudas y créditos a cargo y/o a favor del Tesoro Provincial con Municipios y Comunas, y/o sus organismos, así como con particulares, y con el Estado Nacional de conformidad a las normas del Capítulo VI de la Ley Nacional Nro. 25.344 de Emergencia Económica Financiera efectuando las adecuaciones presupuestarias pertinentes. 

Artículo 32°-
El Poder Ejecutivo limitará el pago de deudas del Estado Provincial a los montos previstos en las partidas específicas autorizadas por la Ley de Presupuesto. Las deudas que no puedan ser satisfechas por carecer de los créditos suficientes quedarán sometidas al procedimiento de cancelación autorizado por el artículo precedente.

Artículo 33°-
El Poder Ejecutivo no podrá otorgar garantías sobre las obligaciones que contraigan los organismos autárquicos, entes descentralizados, empresas del estado, sociedades del estado e instituciones de seguridad social y todo otro ente en que el Estado Provincial tenga participación total o parcial en la formación de la voluntad societaria y Municipalidades y Comunas de la Provincia, salvo que cuenten con capacidad para endeudarse expresamente demostrada, debiendo a este fin, contar con informe favorable previo del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


Cuando a juicio del Poder Ejecutivo sea necesario garantizar obligaciones de los entes indicados precedentemente que no tengan capacidad de endeudamiento suficiente, se requerirá autorización Legislativa.


Queda prohibido garantizar operaciones de terceros distintos a los especificados en este artículo, manteniéndose vigentes las que se hubieran concedido con anterioridad a la sanción de esta Ley.

Artículo 34º-
En el caso que el Poder  Ejecutivo deba responder por las garantías otorgadas, queda facultado para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas proceda a su recupero en la forma que se indica a continuación, optando por la modalidad compatible con cada situación particular:


a) Débito en las cuentas corrientes a la orden de los entes citados en el primer párrafo del artículo anterior, afectando al ente que resultara responsable. Las Instituciones Bancarias debitarán de acuerdo al requerimiento del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


b) Retención en las acreencias que los mismos entes tuvieran con la Provincia, cualquiera sea su origen.


c) Iniciar la ejecución judicial inmediata para los terceros comprometidos en la excepción del último párrafo del artículo anterior, para lo cual será informada la Fiscalía de Estado, al efecto de la intervención que le compete.

Artículo 35º-
Los importes que deba atender el Tesoro Provincial por ejecución de garantías serán recuperados procediendo de la siguiente manera:


a) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda extranjera, las divisas pagadas se convertirán a moneda nacional al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina vigente al día del recupero, con más una tasa de interés anual igual a la tasa Libor más tres puntos, más cargos administrativos.


b) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda nacional, a la suma pagada se le aplicará una tasa de interés y/o actualización, si correspondiere esta última, igual a la máxima aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones de adelantos en cuentas corrientes, calculada desde la fecha del desembolso hasta el día de efectivo recupero, más cargos administrativos.

Artículo 36º-
Para atender las erogaciones originadas por la ejecución de las garantías otorgadas en los términos de la presente ley, autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la apertura de los créditos necesarios en el Presupuesto debiendo dar cuenta de ello a las Honorables Cámaras Legislativas, no rigiendo esta disposición para los casos en que se encontrara pendiente la aprobación legislativa.

Artículo 37º-
Establécese que la Cuenta de Inversión debe contener un detalle informativo de las diversas etapas en la evolución de las garantías durante el año: otorgamiento, liberación, ejecución y recupero o gestión realizada para lograrlo.

Artículo 38º-
La modificación de los índices de coparticipación a Comunas de impuestos nacionales y del producido del impuesto sobre los Ingresos Brutos en virtud de ser declaradas Ciudad, se producirá a partir del 1º de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

Artículo 39º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a retener de los montos que le correspondan a las Municipalidades y Comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con la Empresa Provincial de la Energía, el Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) y con cualquier otro Organismo Provincial, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que se coparticipan automáticamente.

Artículo 40º-
Facúltase al Poder Ejecutivo a retener a Municipalidades y Comunas, de los montos que les corresponda en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de aportes personales y contribuciones patronales a las Cajas de Jubilaciones y Pensiones Provincial y Municipales y al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, conforme a las normas reglamentarias que a tales fines dicte el Poder Ejecutivo.

CAPITULO IV - DISPOSICIONES ESPECIFICAS

Artículo 41º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a  disponer la creación, a integrar y a cooperar con entidades distintas del Estado Provincial, para el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos 16º a 33º de la Ley Nº 10.101, como de competencia de uno o más Ministerios o Secretarías de Estado, cuando éstas estén formadas por Municipalidades o Comunas. El Ministerio o Secretaría de Estado en cuestión mantendrá su competencia material y tendrá participación activa en la misma, pero deberá adecuar sus estructuras para evitar superposiciones con la finalidad de racionalizar recursos de la Administración Central y coordinar programas y políticas que impliquen la competencia de esas áreas.

Artículo 42º-
Autorízase al Ministerio de Salud y Medio Ambiente a otorgar subsidios  a las Cooperadoras de los distintos servicios hospitalarios y a los Servicios de Atención Médica a la Comunidad (SAMCo.) de la Jurisdicción, quienes deberán rendir cuenta detallada ante el Ministerio mencionado de las inversiones que realicen, creando para tal fin las partidas correspondientes en "Transferencias para Financiar Erogaciones Corrientes" y "Transferencias para Financiar Erogaciones de Capital", ampliando de esta manera los alcances de la Ley 10.520, en lo que refiere a la distribución del "Fondo de Asistencia para la Salud Pública”.

Artículo 43º-
Incorpórase como último párrafo al artículo 20° de la Ley Nro. 10.745, el siguiente texto:


“Las erogaciones que se proyecten deberán respetar principios de equidad respecto al resto de las erogaciones del Ministerio de Salud y Medio Ambiente por lo que, cumplimentado con los objetivos de la Dirección de Bromatología y Química, los excedentes resultantes deberán afectarse a la atención de Programas de Salud, excepto al Inciso 1 - Gastos en Personal.”

Artículo 44°-
El Poder Ejecutivo podrá disponer la afectación de los ingresos que provienen de las Leyes Nacionales Nros. 24621 - Inciso D - Infraestructura Social Básica y 23966- Obras de Insfraestructuras para la atención del Servicio de la Deuda cuando estas tuvieran origen en endeudamiento destinados a gastos que encuadren en los destinos o que por su naturaleza sean considerados admisibles por las referidas normas legales.

Artículo 45°-
Facúltase al Poder Ejecutivo a incorporar al Presupuesto vigente los recursos que remita el Tesoro Nacional en cumplimiento de la Garantía del FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA (FO.NA.VI.) a que se refiere el artículo 3° de la Ley N° 24.464, correspondiente al ejercicio 1999, concorde con la autorización de desafectación habilitada por el artículo 63° de la Ley N° 25.237 de Presupuesto Nacional para el ejercicio 2000.

Artículo 46º-
La compra de bienes inmuebles y muebles registrables, que efectúen los Ministerios, Secretarías, Fiscalía de Estado o los Organismos Descentralizados dependientes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo.


Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo anterior, los bienes inmuebles afectados para el desarrollo de programas de construcción de viviendas, caminos y canales provinciales, sus ensanches y obras anexas, por parte de las Direcciones Provinciales de Vivienda y Urbanismo, de Vialidad y de Obras Hidráulicas, respectivamente.

Artículo 47º-
Autorízase al Poder Ejecutivo a cobrar los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos sistemas de contratación.


El citado Poder reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 48°-
Los agentes de la Provincia, tanto de la Administración Central como de los Organismos Descentralizados no percibirán sus emolumentos, antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

CAPITULO V - OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 49°-
Establécese que los remanentes que anualmente se produzcan como consecuencia de la no distribución o distribución parcial (operada como consecuencia de la reglamentación) del Fondo establecido en el artículo 13° de la Ley Nro 10.813, y extensivo al personal del Servicio de Catastro e Información Territorial por el artículo 5to. de la Ley Nro. 10.921, ingresarán al 31 de diciembre de cada año a Rentas Generales del Tesoro Provincial.

Artículo 50º-
Prorrógase la vigencia de la Ley Nº 7866, con excepción de los artículos 1º a 18º, 21º, 23º a 27º, 31º, 32º, 35º a 39º, 41º a 50º, 60º, 103º, 104º, 107º, 108º y 110º.

Artículo 51º-
Para el ejercicio 2001, no serán de aplicación los artículos 2 al 14, 24, 26 , 27, 30 (2do. apartado), 50 (2do. párrafo), 61 al 63, 71, 96 al 100 y 110 del Decreto Ley Nº 1757/56 (Ley de Contabilidad) y sus modificatorias y los artículos 20 y 33 de la Ley Nº 5356.

Artículo 52°–
Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de la Comisión, 21 de diciembre de 2000.-

 
Paganini-Giardino-Gutiérrez-Pochettino-Giorgetti-Venesia.-

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de Ley Complementaria del Presupuesto de Gastos y Cálculos de Recursos del Ejercicio 2001 – Expte. 8144 PE – Mensaje 2347; y por las razones invocadas, os aconseja el rechazo del Proyecto.

Sala de la Comisión; 21 de diciembre de 2000.-

-
Alvarez, J.-Basaldella-Bullrich-Cecchi-Tate.-

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SRA. TATE.– Pido la palabra.


Que conste nuestro rechazo a este proyecto en general y en particular.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra se va a votar el Asunto Nº2 de acuerdo con el dictamen de mayoría.

-
Resulta aprobado.

- 
Se lee y aprueba el Capítulo I que consta de un solo artículo.

-
Se lee y aprueba el Capítulo II que comprende los artículos del 2º al 15.

 XE "Lley complementaria presupuesto 2001 (MODIFICACIÓN ACORDADA EN LA REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE LABOR PARLAMENTARIA)" 
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el Capítulo III -Disposiciones Generales- con la redacción acordada en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria para el artículo 16º que es la siguiente: “Facúltase a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial a transferir al próximo ejercicio los saldos no invertidos en ejercicios anteriores, provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y acuerdos nacionales y/o provinciales que tuvieren afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se produjo el ingreso pertinente”.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-
Resulta aprobado el Capítulo III: artículos 16 al 40.

-
Se aprueban sin observaciones el Capítulo IV -Disposiciones especiales- artículos 41 al 48 y el Capítulo V -Otras disposiciones- artículos 49 a 51, siendo el 52 de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, resulta aprobado en general y en particular el dictamen de mayoría y pasa al Senado.
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ley organica de fiscalia de estado

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

-
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 8091 – P.E.R. – Mensaje N° 2336 – Venido en revisión), por el cual se reemplaza el texto vigente de la Orgánica de Fiscalía de Estado. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo, al que os aconseja le prestéis vuestra aprobación y el que a continuación se transcribe:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY :

 XE "lley organica de fiscalia de estado" 
Artículo Nº 1.- La Fiscalía de Estado de la Provincia, es el órgano de asesoramiento jurídico del Poder Ejecutivo y de la defensa legal. Está constituida por su Titular Constitucional, el Procurador General de la Provincia, el Asesor Coordinador en lo Contencioso Administrativo y Procesos Judiciales, el Jefe de la Delegación Rosario, y los restantes funcionarios cuyas incumbencias determine el Fiscal de Estado sujeto a aprobación del Poder Ejecutivo.

Artículo Nº 2 - Son funciones de la Fiscalía de Estado :

a) Asesorar jurídicamente al Poder Ejecutivo en los tiempos y modos que establezca la reglamentación;

b) Defender judicial y administrativamente a la Provincia de Santa Fe en todo asunto en que corresponda intervenir según las disposiciones procedimentales;

c) Ejercer la dirección de los procesos en que sean parte los entes administrativos con capacidad jurídico procesal cuando aparezcan comprometidos intereses sustanciales o así lo decida el Poder Ejecutivo, conforme lo prevea la reglamentación;

d) Ejercitar los controles pertinentes sobre la actividad de los órganos de asesoramiento jurídico de la Administración Pública y Entes Públicos, en los modos y tiempos que determine la reglamentación;

e) Proyectar actos administrativos y normas técnicas legales que fueren necesarios para el mejor desarrollo del asesoramiento y de la defensa legal;

f) Llevar a cabo las investigaciones y procedimientos disciplinarios en los casos que establezcan las leyes y la reglamentación, como así también efectuar auditorías o inspecciones en los órganos de asesoramiento jurídico y de la defensa legal de la Administración Pública y Entes Públicos. 

Los dictámenes que emita la Fiscalía de Estado son la última instancia en el asesoramiento administrativo y obligatorio el criterio que contengan para los demás órganos jurídicos de la Administración Pública y sus Entes.

Artículo Nº 3.- Son Atribuciones de la Fiscalía de Estado:

a) Dictar normas de organización interna determinando el reparto de incumbencias en función de las necesidades del servicio y de la idoneidad de sus funcionarios, las que mantendrán su vigencia en tanto subsistan ambas condiciones;

b) Contratar profesionales con carácter temporario en situaciones excepcionales justificadas por acto fundado del titular de la jurisdicción o para cometidos especiales afectando el crédito para gastos de personal que le asigne la respectiva ley de presupuesto;

c) Seleccionar los profesionales pertenecientes a la Administración Central y Entes Públicos por conducto de los cuales se ejerce la función prevista en el apartado d) del artículo 2;

d) Requerir directamente a los órganos que correspondieren los antecedentes, informes, constataciones y análisis necesarios para ejercitar sus funciones, estableciendo el plazo y forma de la respuesta, como así proponer sanciones administrativas en casos de incumplimiento o reticencia;

e) Proyectar la partida de gastos de funcionamiento adecuada al cumplimiento de sus funciones, la cual debe prever el equipamiento y adiestramiento del personal;


Facúltase a la Fiscalía de Estado a instrumentar un sistema de capacitación permanente para el personal ingresado o por pasantías, pudiendo suscribir convenios con Universidades Nacionales con sede en la Provincia de Santa Fe.

Artículo Nº 4 .-El Fiscal de Estado y los apoderados judiciales no pueden suscribir allanamientos, desistimientos de la acción o del proceso o transacciones sin autorización previa del Poder Ejecutivo, la que no será necesaria para desistir de recursos o impugnaciones ni para formalizar convenios de pago de sentencias o en los casos en que existan normas generales que establezcan modalidades de atención de las acreencias reclamadas, previa autorización escrita del Fiscal de Estado. Los apoderados judiciales deben oponer la prescripción y solicitar la declaración de la caducidad de instancia en los casos en que corresponda.

Artículo Nº 5 .-El Fiscal de Estado, en materia de defensa legal, puede actuar por sí o designando abogados apoderados, siendo su responsabilidad directa en el primer caso y sin perjuicio de las que deriven de las normas civiles y penales de aplicación. Los abogados de Fiscalía de Estado serán personal y patrimonialmente responsables de los perjuicios que se operen como consecuencia del negligente o irregular desempeño de sus funciones, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias que correspondan, incluyendo la omisión o el retardo de formalizar e instar documentadamente el depósito de los fondos pertinentes para el cumplimiento de resoluciones judiciales.

La responsabilidad comprende a los dictámenes, memorandos, notas e informes que suscriban por sí solos o conjuntamente con el Fiscal de Estado y por las demoras injustificadas en la producción de éstos. La reglamentación establecerá el plazo en que deberán ser redactados o producidos, sin perjuicio que el Fiscal de Estado o funcionario que corresponda establezca uno distinto en función de las particularidades del caso concreto.

Constituye falta grave del apoderado omitir poner a consideración del Fiscal de Estado los proyectos de escritos judiciales en el plazo que fije la reglamentación como así su presentación ante el Tribunal competente sin el patrocinio de aquél, salvo casos de probada excepcionalidad y urgencia lo cual, no obstante, no afectará la eficacia del acto.


Los integrantes de la Fiscalía de Estado, cualquiera sea la naturaleza de la relación, no tienen derecho al cobro de honorarios cuando éstos sean a cargo de la Provincia o sus Entes.

Artículo Nº 6 .-El Fiscal de Estado puede disponer que no se inicie juicio contra el deudor en supuesto de manifiesta inconveniencia económica en relación a los costos del proceso.

Artículo Nº 7 .-El Fiscal de Estado y los profesionales para los cuales se establezca la dedicación exclusiva, no podrán ejercer su profesión salvo para los casos en que actúen como representantes legales de la Provincia o para el supuesto previsto en el inciso c) del art. 2.-

Queda prohibido a los abogados de la Fiscalía de Estado o que desarrollen funciones en ella, la intervención procesal de cualquier naturaleza o asesoramiento en representación o asistencia a personas distintas a la Provincia o sus Entes menores, en los que ellos sean contraparte, como asimismo en los trámites administrativos en que aquellos sujetos tengan interés en su resolución.


La reglamentación establecerá el horario destinado al ejercicio profesional para aquellos profesionales que no tengan incompatibilidad profesional, únicamente destinado a un lapso razonable para la procuración de juicios en trámite y asistencia a audiencias judiciales, sujeto a las necesidades del servicio, hallándose el Fiscal de Estado o el superior inmediato facultado a limitarlo o suspenderlo en función de aquellas.

Artículo Nº 8 .-El Procurador General reemplaza al Fiscal de Estado en caso de ausencia o excusación de éste, con comunicación al Poder Ejecutivo si el reemplazo se extendiera más allá de dos días. El Procurador General es sustituido por el Asesor Coordinador en lo Contencioso Administrativo y Procesos Judiciales en los mismos supuestos. El Fiscal de Estado puede delegar el patrocinio de escritos judiciales en el orden indicado, como así también el control y firma de dictámenes en casos análogos a otros en que haya fijado criterio.

Artículo Nº 9 .-El Fiscal de Estado no es recusable. No obstante ello, deberá abstenerse de intervenir en todo asunto en que tenga interés personal u otro similar, tener amistad o parentesco en grado sucesible con el interesado, ser acreedor o deudor del peticionante o haber integrado la persona jurídica interesada en el asunto.

Artículo Nº 10 .-El ingreso y las promociones del personal profesional se efectuarán por procedimiento de selección abierto, público, oral y escrito, siendo requisito que el Jurado se integre por lo menos por cuatro miembros y uno sea un profesional externo con reconocidos conocimientos y experiencia en la materia del cargo que se concursa. El Fiscal de Estado, con el auxilio del personal jerárquico que él establezca, valorará motivada y anualmente el desempeño profesional de cada uno de los que se desempeñen en la Fiscalía de Estado.

Artículo Nº 11 .-Los cargos de Procurador General de la Provincia y Asesor Coordinador en lo Contencioso Administrativo y Procesos Judiciales de la Fiscalía de Estado, son de dedicación exclusiva de sus titulares y el desempeño de los mismos es incompatible con el ejercicio de sus profesiones, salvo en los supuestos en que por la presente se requiera su desarrollo o aquellas vinculadas a cuestiones personales de los funcionarios y la docencia e investigación científica especializada. El Poder Ejecutivo preverá – a los fines de la aplicación del presente - una compensación por la dedicación exclusiva y la incompatibilidad profesional atendiendo a supuestos similares previstos en la Constitución y las leyes dictadas en su consecuencia.

 
El Fiscal de Estado – con autorización del Poder Ejecutivo – puede establecer – previa justificación en razón de las reales necesidades del servicio – los cargos cuyo desempeño en la defensa legal y el asesoramiento legal previsto en el art. 82 de la Constitución  Provincial, demanden dedicación exclusiva de su titular con carácter permanente o transitorio, lo que importará la disponibilidad horaria total y la incompatibilidad para el ejercicio de sus profesiones y cuyo número de designaciones no podrá exceder el 20% de la planta permanente de las áreas comprendidas con aquella incumbencia. En estos supuestos los así designados y mientras subsista la afectación, percibirán el adicional que fije la reglamentación. Quien fuera postulado para desempeñar funciones de un cargo con dedicación exclusiva, podrá declinar la postulación dentro del lapso de cinco días de conocida fehacientemente ésta.

Ese adicional y todo otro de naturaleza funcional previsto por disposiciones salariales para el personal de la Fiscalía de Estado, sólo procede en los casos de desempeño efectivo de funciones correspondientes a la incumbencia del órgano, salvo los supuestos de goce de licencia ordinaria y por enfermedad.

Artículo Nº 12 .-Las funciones actuales asignadas por normas o actos administrativos a los profesionales de la Fiscalía de Estado, excepto los cargos previstos en el art. 1, pueden ser modificadas en los supuestos del ejercicio de las atribuciones del art. 3° inc. a) de la presente, sin mengua de la remuneración alcanzada. Los profesionales de la Fiscalía de Estado de cualquier rama pueden ser reubicados en cargos de asesoramiento dentro de la Administración Pública .La estabilidad de los profesionales de la Fiscalía de Estado comprende, únicamente, la conservación de la remuneración alcanzada –excluidos los adicionales funcionales propios del desempeño de incumbencias del órgano – y la asignación de tareas acordes al título profesional.

Artículo Nº 13 .-Créase el Registro Informático de Procesos Judiciales de la Provincia de Santa Fe, dirigido por el Fiscal de Estado con la asistencia del Asesor Coordinador en lo Contencioso Administrativo y Procesos Judiciales de la Fiscalía de Estado 

En él se inscribirán todos los procesos en que el Estado Provincial, Entes Públicos o Empresas del Estado sean parte, como así también las resoluciones que se dicten en ellos.

El Secretario de la causa – para el supuesto que el proceso se inicie en Jurisdicción provincial – comunicará por oficio al Registro los siguientes datos:

a) Identidad de las partes intervinientes;

b) Naturaleza del proceso y monto económico del mismo;

c) Nombre, apellido y domicilios reales y legales de los apoderados y patrocinantes de las partes;

d) Copia de las resoluciones de mérito recaídas en el proceso.


En el caso que el demandado sea un Ente Público o Empresa del Estado, la comunicación se efectuará directamente a dicho sujeto para luego, una vez procesada por éste, derivarla al Registro. En el supuesto de que el proceso se inicie en extraña jurisdicción, la comunicación será efectuada por el apoderado de la causa.

Artículo Nº 14 .-El Registro tiene carácter público para todo aquel que justifique interés legítimo en la consulta. El Poder Ejecutivo podrá establecer una tasa por los servicios que preste el Registro que sea razonable en relación al costo de ellos.

Artículo Nº 15 .-Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer adicionales funcionales para el personal administrativo o afectado que desarrolle funciones propias del Registro que se crea, los que serán acordados por Resolución fundada del Fiscal de Estado y subsistirán mientras cumpla con dichas incumbencias.

Artículo Nº 16 .-Abrógase la Ley 6270 y toda norma que se oponga a la presente.

Artículo Nº 17 .-Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 20 de Diciembre de 2000.-

-
Esquivel - Dalla Fontana – Barrera – Strada – Reutemann - Meotto-

Señores diputados :

Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 8091 – P.E.R. - Mensaje Nº 2336) por el cual se deroga la Ley Nº 6.270 (Fiscalía de Estado) y se propone una nueva organización y funcionamiento a la misma y por los motivos que se explicitarán en el recinto que sintéticamente se detallan a continuación, os aconseja no le prestéis aprobación.

1) El proyecto produce el desmantelamiento de la actual estructura orgánica de Fiscalía de Estado, sin supuesto concreto de razonabilidad que avale la modificación.

2) Invade jurisdicción y facultades ministeriales establecidas en la Ley Nº 10.101 (Ley Orgánica de Ministerio).

3) El proyecto otorga el total monopolio de la acción al Fiscal y le otorga facultades para tercerizar y/o privatizar funciones indelegables del Estado.

4) El proyecto limita la responsabilidad funcional del Fiscal de Estado.

5) El proyecto otorga una total discrecionalidad al Fiscal para reubicar personal profesional, generando la posibilidad de acciones judiciales contra el Estado.

6) El proyecto tiende a crear un supraorganismo invasor de toda la actividad del Estado, otorgándole facultades que superan las del mismo Poder Ejecutivo.

7) El proyecto es inconstitucional por afectar los principios de legalidad y razonabilidad establecidos en la Constitución Provincial.

Sala de la Comisión, 21 de diciembre de 2000.-

-
Favario-D’Ambrosio-Di Pollina- 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Voy a formular una moción de orden en el sentido de que este asunto vuelva a comisión.

SRA. BECKER.– Pido la palabra.


Señor presidente, quiero hacer una breve consideración. 


La Fiscalía de Estado que es un órgano que realiza el asesoramiento jurídico al Poder Ejecutivo y la defensa legal del estado provincial, ese asesoramiento y defensa que tantas veces en este recinto se ha puesto en discusión y ha provocado grandes debates sobre los perjuicios que ha ocasionado a la Provincia, es lo que hoy nos tiene aquí discutiendo en este proyecto. 

Consideramos, señor presidente que la importancia de la ley de Fiscalía hubiese merecido que en el seno de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se hubiese producido un debate que hubiera enriquecido profundamente este proyecto. Debate que en muchas ocasiones, en el tratamiento de tantos otros proyectos, ha servido para mejorarlos, debido a un esfuerzo y trabajo conjunto de todos los sectores políticos a efectos de poder sancionar mejores leyes. Al no haberse dado este debate en el proyecto en cuestión, que nos hubiese permitido llegar a una ley de Fiscalía equilibrada y justa para permitir la organización de ese ente y también  poner en resguardo los intereses del Estado, es que consideramos que es necesario que este proyecto vuelva a comisión para que del análisis y asesoramientos que se puedan solicitar a instituciones y especialistas, pueda surgir un proyecto, que concluyamos todos en que sea el mejor.


Por lo expuesto es que solicito la vuelta a comisión de este proyecto que está en tratamiento.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Antes o después, tengo que decir lo que voy a decir.


Tanto la moción del señor diputado Favario como lo expuesto por la diputada preopinante merecen mi reconocimiento, pero quiero señalar a la vez que estamos ante una ley que sin duda hace a la estructura del Estado y a una función esencial dentro de la misma, más en la época en que vivimos, que es la de control y de defensa. Nos parece que ésta es una de las leyes que por más que se cuente con mayoría parlamentaria propia, se debe hacer un esfuerzo por consensuar posiciones, porque son leyes institucionales; con toda la importancia de la que acabamos de aprobar son leyes que en última instancia rigen y hacen a un programa de gobierno en determinado período.


Lo que se intenta considerar ahora es lo que hace a la estructura del Estado y nos parece que es muy importante como aporte de todos los sectores, pero además como síntoma de que hay algunas cuestiones que están más allá de contiendas político partidarias, que haya un mayor consenso. Por eso hemos intentado por todos los términos lograr un espacio mínimo para poder discutir y perfeccionar este proyecto que hoy se pone a consideración del Cuerpo. Lo hemos hecho no en función de que no hayamos contado con tiempo, porque el propio presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General cuando arribó este proyecto se preocupó en distribuir un comparativo entre lo que se pretende considerar hoy y lo que fue la disposición inicial del Poder Ejecutivo. Es decir que no hemos contado con mala voluntad pero sí con falta de tiempo. La Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en el último mes y medio ha realizado todas las reuniones ordinarias pero ha sido devorada por la cantidad y extensión de los temas en tratamiento.


Además quiero señalar que siempre estos pedidos, cuando han partido de bases racionales, no se han vinculado con una oposición a ultranza porque nosotros también consideramos que este tema de la Fiscalía de Estado debe ser reformado y perfeccionado. De hecho, el proyecto que viene del Senado cuenta con un importante aporte de todos los sectores, pero creemos que es perfeccionable y que por la afirmativa o por la negativa existen antecedentes que así lo demuestran, que esta Cámara cuando contó con tiempo suficiente en leyes de contenido muy profundo ha podido perfeccionar las cosas. No nos fue bien en el tema de un proyecto de ley que infructuosamente junto al diputado Favario lo tratamos de lograr simplemente con una semana. Fue aquel proyecto de ley que delimitaba las expropiaciones de terrenos con respecto a la zona franca de Villa Constitución. Recuerdo que lamentablemente en esa oportunidad no se nos escuchó y se sancionó una ley que pese a que había estado larguísimo tiempo en el Senado tuvo que ser vetada por el Poder Ejecutivo. Paradojalmente, los que habíamos sido criticados porque aparentemente estabamos demorando la sanción de una ley fuimos los que hubiéramos impedido con una semana más que el proyecto se postergara cuatro meses, como fue en la realidad con el veto del Poder Ejecutivo con la necesaria revisión parlamentaria, etcétera. Cuatro meses contra una semana. Por el contrario, hubo la suficiente amplitud de criterio como para percibir que hacía falta algo más que 27 votos para algunas sanciones; recuerdo el proyecto de ley vinculado con la reforma de las condiciones del tratamiento de los honorarios profesionales de los abogados del Estado que vino también con un gran apuro y, afortunadamente, en esa ocasión, y pese a que a través del presidente y su bloque se había tentado la posibilidad de un tratamiento sobre tablas, se obtuvo el consentimiento de la Cámara para poder tratarlo en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y, más allá de que cada bloque luego pudo mantener y sustentar sus posiciones, no cabe duda de que en el tratamiento en la comisión y no por méritos propios sino por el conjunto de los diputados pudo ser perfeccionado seriamente.


Recuerdo que en el extenso debate que tuvimos en la comisión de Labor Parlamentaria sobre este tema se sostuvo que la razón del apuro coincide con el cambio de régimen que una disposición de orden nacional establecía para las pasantías y la necesidad de renovar los convenios que tenían en esa materia, con un determinado número de profesionales en Fiscalía de Estado. 


Creemos haber demostrado suficientemente que si la naturaleza real de estas contrataciones son de una pasantía, la postergación de su tratamiento por 45 días –que es lo que calendariamente estamos propiciando– podía haberse hecho, realmente. 


Además señalo, señor presidente, tal como lo dije en su oportunidad –y supongo que el autor de la moción de orden estará dispuesto a hacerlo–, que también podemos establecer esa vuelta a comisión, con una determinación expresa del día del mes de febrero en que esta Cámara deberá considerar el proyecto, una vez que cuente con un mínimo análisis en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. 


Creo, señor presidente, que sería un buen síntoma que en el fin de este período consideremos esta petición y la aprobemos. 

SR. DI POLLINA.– Pido la palabra.


También voy a apoyar la moción de orden y en el mismo sentido que lo hicieron los diputados preopinantes, por la trascendencia que tiene esta ley para el funcionamiento institucional del Estado Provincial y porque consideramos que necesitamos mucho más tiempo, porque si bien estamos de acuerdo con la iniciativa, debemos analizarla con más profundidad.


Creo que muchos temas y proyectos, como por ejemplo, el que hemos suspendido hace pocos días para seguir tratándolo el año que viene, se han tomado con esa filosofía, con ese criterio político de analizar medulosamente los proyectos de ley de trascendencia, como se hizo en comisión, y entendemos que este es el mismo caso. Por ello, consideramos que debe volver a comisión y se le debe dar el tiempo suficiente, por la importancia institucional que tiene un proyecto de ley de esta naturaleza. 


Por lo expuesto, también hemos firmado un despacho en minoría con los señores diputados D’Ambrosio y Favario, oponiéndonos justamente al dictamen que ha llegado por la mayoría a este recinto. 


Por lo tanto, señor presidente, adelantamos el voto de nuestro bloque, apoyando la moción de vuelta a comisión. 

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Previo a la votación y en el afán de hacer un aporte para la decisión que, indudablemente, recae en el bloque de la mayoría y con el mejor ánimo para evitar un debate prolongado sobre cuestiones de fondo que debemos discutir en la comisión, quiero señalar un hecho objetivo y concreto: durante el mes de enero la Fiscalía está en receso y los Tribunales están en feria.


Por lo tanto, creo que aquí no está la urgencia que yo justifico, si quieren, para el tratamiento del Presupuesto. De modo que en el afán de que en la Comisión hagamos todos los aportes que consideremos necesarios para tratar de obtener la mejor ley para el funcionamiento institucional de un órgano previsto en la Constitución, pedimos, humildemente, señor presidente, que reconsideren la decisión y que nos acompañen en la moción de vuelta a comisión, con el compromiso asumido de que no bien se convoque para su tratamiento, vamos a estar dispuestos a analizarlo y a hacer todos los aportes, precisamente, para tratar de lograr la mejor ley. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción de orden formulada por el señor diputado Favario, para el Asunto Nº 3 del Orden del Día. Los que voten por la afirmativa, lo harán por la vuelta a comisión de este proyecto.

-
Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración  el proyecto que figura como Asunto Nº 3 del Orden del Día.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.


Señor presidente: lo que vamos a tratar en el día de la fecha es la reforma a la Ley de Organización y Funcionamiento de la Fiscalía de Estado de la Provincia, hasta hoy regida por la Ley 6270 que este proyecto del Poder Ejecutivo en uno de sus últimos artículos abroga definitivamente, y obviamente se propone un texto sustitutivo que es el que vamos a considerar. 


En el año 1999 en oportunidad de que el actual Poder Ejecutivo nos convoca a sesiones extraordinarias, el 14 de diciembre de 1999 –mensaje 2232, convocatoria de sesiones extraordinarias– en el temario estaba incorporada la reforma a la Ley de Fiscalía de Estado. El texto obviamente lo traigo a colación como inquietud de que ya en ese momento existía la inquietud de actualizar esta norma, su funcionamiento y organización, pero no fue remitido porque atento a la complejidad técnica y a la funcionalidad que necesitaba Fiscalía de Estado se requería de un tratamiento más profundo. Así ingresó en el Senado en octubre de este año y tuvo aprobación en noviembre de este año por unanimidad, con todos los aportes de la oposición incorporados al proyecto; o sea enriqueciendo el proyecto con la capitalización de los aportes de la oposición en particular. Esto me consta porque conversé personalmente con el senador Beccani que fue planteado y plasmado en esa norma. Es justo reconocerlo porque ustedes me han escuchado en más de una oportunidad cuando no he coincidido con ustedes en otros proyectos o en otras inquietudes y la actitud dispar que hemos tenido con el Senado la he puesto de manifiesto con el mismo énfasis que hoy digo que fue aprobado por unanimidad y con esos aportes.


Pero he aquí que cuando ingresa a la Cámara de Diputados este proyecto y es remitido a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, dicha Comisión que circunstancialmente es precedida por el suscripto, teníamos en tratamiento nada más ni nada menos que los proyectos de salud reproductiva, el registro alimentario de deudores morosos, la ley de administración y control y la inembargabilidad de la vivienda única. Todos proyectos que como ya lo saben, han tenido la media sanción de la Cámara de Diputados salvo el de administración y control, cuyo dictamen hoy está terminado en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Por eso, como bien lo decía el señor diputado D’Ambrosio, hicimos un cotejo de la media sanción del Senado y del mensaje del Poder Ejecutivo a través de un cuadro comparativo que se entregó a cada uno de los diputados, tratando de acelerar su tratamiento y sin perjuicio de cualquier inquietud particular de los miembros para enriquecerlo.


En una rápida lectura, a través del mensaje 2336 del 26 de octubre de este año, el Poder Ejecutivo habla de lo que se llama idea directriz de la propuesta de reforma a la Ley 6270 y habla concretamente de la situación del Estado frente a la alta litigiosidad que debe enfrentar diariamente.


En el segundo punto sostiene que se debe acentuar la actividad de asesoramiento jurídico preventivo de la Fiscalía de Estado tornándolo eficaz, inmediato y con criterio uniforme para todas las áreas estatales. Habla a continuación de que los litigios de puro contenido económico, atento a su cantidad e importancia exigen una importante actividad preventiva que tenga efectos inmediatos y aventen, o sea que trate de dispersar la alta litigiosidad que recién mencioné. Habla de reforzar el sistema jurídico de asesoramiento y defensa legal con un órgano adecuado, obviamente con un órgano a modernizar o a actualizar como decía al principio. Para ello se pretende un órgano dinámico que actúe con celeridad, eficiencia y criterio de uniformidad para todas las áreas ministeriales.


Concluyen los cuatro puntos del Poder Ejecutivo diciendo que esto posibilitará un control técnico inmediato y preventivo, una mejor dirección de la defensa legal de todos los procesos, diseños de las incumbencias de los funcionarios profesionales y establece la responsabilidad personal y patrimonial de los funcionarios.


Este es el diseño normativo propuesto y constituye uno de los medios idóneos de resolución de la problemática que enfrenta la actual Fiscalía de Estado.


Hacía alusión de esta manera, al mensaje. En una lectura rápida del proyecto del Poder Ejecutivo, en su artículo 1º, –hago una lectura rápida porque es una cuestión demasiado técnica– refiere al asesoramiento y defensa legal de los intereses de la Provincia, que obviamente es la función natural de la Fiscalía.


El artículo 2º habla de la función de asesorar al Poder Ejecutivo, defender judicial y administrativamente a la Provincia, ejercer la dirección de los procesos, ejercitar los controles pertinentes de la actividad de los órganos de asesoramiento jurídico de la administración pública y entes públicos, proyectar actos administrativos y normas técnicas legales, estoy hablando del proyecto del Poder Ejecutivo y llevar a cabo las investigaciones y procedimientos disciplinarios en los casos que establezcan las leyes y la reglamentación.


A continuación dice: “de la obligatoriedad de los dictámenes de la Fiscalía de Estado”, para todas las áreas que conforman las distintas áreas ministeriales.


El artículo 3º habla de las atribuciones de la Fiscalía de Estado, que también enumera taxativamente los incisos. El artículo 4º se refiere a los casos que necesita autorización del Poder Ejecutivo, o sea dice concretamente: “no pueden suscribirse allanamientos, desistimientos del proceso, o transacciones sin la autorización previa del Poder Ejecutivo.”


El artículo 5º habla de la responsabilidad de los abogados de la Fiscalía de Estado; el artículo 6º refiere a la no procedencia o inconveniencia de iniciar juicios contra posibles deudores del Estado cuando la materia económica no los justifica –obviamente por los costos del litigio–; el artículo 7º refiere a la dedicación exclusiva y a la prohibición o incompatibilidad que tienen los funcionarios de Fiscalía de Estado en relación al desempeño de sus funciones. Habla del horario del ejercicio profesional.


El artículo 8º refiere al Procurador General que reemplaza al Fiscal de Estado y da los casos de reemplazos; el artículo 9º dice que el Fiscal de Estado no es recusable, pero obviamente se debe excusar en las causas que lo comprenden de acuerdo a las citas que hace el mismo artículo cuando hay intereses –digamos– que lo involucran directa e indirectamente. El artículo 10 refiere al ingreso y la promoción del personal profesional que se efectuará por procedimiento de selección abierto, público, oral y escrito.


El artículo 11 se refiere a la dedicación exclusiva y a la compensación, por eso dice: “Dedicación exclusiva”; el artículo 12 menciona las funciones asignadas por normas o actos administrativos a los profesionales de Fiscalía de Estado con posibilidad de reasignación de funciones en las condiciones que la misma norma establece.


A través del artículo 13, se crea el Registro Informático de Procesos Judiciales de la Provincia de Santa Fe que es muy importante porque está en relación directa a la litigiosidad que tiene el Estado provincial y agrega la obligación del secretario del juzgado de remitir esa información. El artículo 14 dice que el Registro Público que se crea por esta ley es de carácter público.


El artículo 15 finalmente refiere a los adicionales funcionales para el personal administrativo que tenga funciones propias en dicho Registro; el artículo 16 abroga la ley 6270 que es la que actualmente está en vigencia y obviamente propone el texto que estamos analizando.


¿Que hizo el Senado? Yo decía que por unanimidad se capitalizaron todas las inquietudes en el marco de la oposición, fue incorporado y mejorado el proyecto y por unanimidad fue sancionado y remitido a la Cámara de Diputados. Obviamente en base a ese cuadro comparativo que tienen todos los integrantes de la comisión, muy ligeramente informo al Cuerpo que se modificó el artículo 3º inciso b), y también el artículo 4º agregando la autorización previa al Fiscal de Estado en determinados casos. Asimismo se modificaron los artículos 5º, 10, 11 y 15.


En esa unanimidad que mencionaba, en ese acuerdo, porque creo que fue una propuesta concreta de la oposición se modificaron los artículos que citaba, obviamente mejorando sustancialmente el proyecto.


Finalmente, a manera de conclusión con el proyecto en consideración se pretende lo siguiente: dinamizar al organismo dada la alta litigiosidad frente a los estudios jurídicos especializados que enfrenta la Fiscalía de Estado en determinada materia, pasando a ser esta reforma estructural ajustada a derecho.


Personalmente, creo que –en esto no vinculo absolutamente a nadie– la finalidad de tratar esta norma, sería aprovechar la inactividad procesal de los meses de enero y febrero para avanzar en esta reestructuración y reformulación de la Fiscalía. Aclaro que es un comentario que corre por mi cuenta. A todos los miembros de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General les consta que cuando entró este proyecto y teníamos otros 4 ó 5 de similar jerarquía nunca hemos obviado los informes pedidos, las opiniones de organismos técnicos específicos, inclusive la de los legisladores para mejorar el proyecto.


En definitiva, señor presidente, el marco de la reforma que se propone estructuralmente para este nuevo funcionamiento del órgano de Fiscalía de Estado tiene un límite absolutamente legal y constitucional que es el artículo 82 de la Constitución de la Provincia, que creo que ha sido respetado, cuando dice que el Fiscal de Estado es el asesor legal del Poder Ejecutivo, tiene a su cargo la defensa de los intereses de la Provincia ante los tribunales de Justicia en los casos y en la forma que establecen la Constitución o las leyes, y desempeña las demás funciones que éstas –o sea las leyes– le encomiendan.


Señor presidente, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General hubo dos dictámenes, el dictamen de la minoría llegó –porque así fue autorizado por el Cuerpo como hemos hecho en otros casos– con posterioridad y tengo una rápida lectura para hacer casi literalmente con todo el respeto que por supuesto me merece porque no es un tema fácil, es complejo del dictamen de la minoría. Cuestiona rápidamente lo que sería esta sanción apuntando a un desmantelamiento de la actual estructura orgánica de la Fiscalía de Estado, sin -digamos- el supuesto de  razonabilidad que lo respalde. Se sostiene que invade jurisdicciones ministeriales, se menciona que se otorga un monopolio de la acción al Fiscal, que le otorga facultades excesivas para tercerizar servicios, para privatizar funciones, dice que el proyecto limita la responsabilidad funcional del Fiscal de Estado, sostiene que otorga total discrecionalidad al Fiscal para reubicar personal profesional, generando la posibilidad de futuros litigios, tiende a crear un supra organismo invasor en toda la actividad del Estado y a manera de conclusión cuestiona o sostiene su inconstitucionalidad por afectar el principio de legalidad y razonabilidad.


Vuelvo a decir lo que dije al principio, ambos dictámenes fueron elaborados en las mismas normas de convivencias que tenemos en la Comisión para todos los casos, pero en esta oportunidad, se han generado dos dictámenes, el de mayoría y el de minoría que me voy a permitir leer literalmente. 


El proyecto entendemos que no opera ningún desmantelamiento en la estructura organizativa de la Fiscalía de Estado sino que pretende su adecuación a las necesidades de servicio que presta el órgano, en la organización jurídica, asesoramiento y defensa moderna debe procurarse un esquema de organización mínima en lo que respecta a la estructura estática en forma de establecer los cargos y funciones que asumen la responsabilidad por los actos del órgano. Esto es, el establecimiento de cargos fijos y con funciones preestablecidas, siendo esto imprescindible para que no exista un sistema difuso de responsabilidades. Empero el resto de la estructuración debe ser necesariamente dinámica por dos razones: la transformación de funciones del Estado, por un lado y el incremento notable de la discrecionalidad, por el otro, demandan que el personal a cargo de la defensa legal y del asesoramiento cuenten con un especial grado de adiestramiento y especialización no sólo en las materias tradicionales sino en los supuestos novedosos que el derecho ha ido incorporando, por lo tanto, esa fuerza humana sólo alcanza su real eficacia luego de transitar distintas funciones y establecer aquellas correspondientes al mejor desempeño por la aptitud comprobada. La estructura estática con funciones permanente, cargos intermedios consolidados, opera una suerte de cuerpo parisitario que se autolimita generando un fenómeno tanto de despreocupación por el propio crecimiento individual como impeditivo del acceso a la función por personal más capacitado.


La estructura dinámica garantiza o facilita el acceso a estrategias de perfeccionamiento y, a la par, es un doble incentivo el mantenimiento de la eficiencia, tanto para aquel que alcanzó una función de responsabilidad como para aquel que procura llegar a ella a través del adiestramiento y especialización. El proyecto no implica un abandono de la estructura actual de la Fiscalía de Estado, sino que es una herramienta para su progresivo perfeccionamiento, lo cual obviamente debe hacerse respetando el sistema legal de competencias y los derechos de los involucrados.


No hay invasión de facultades de otras jurisdicciones o unidades de organización. El proyecto sólo pretende una función de inmediatez y de control en el ejercicio de la función de defensa legal del Estado. Está comprobado que una causa que incide notablemente en el alto grado de litigiosidad actual, obedece a la ausencia de una coordinación eficiente en la estructura administrativa de asesoramiento y defensa legal, siendo sus ejemplos más frecuentes la falta de conocimiento por los servicios jurídicos de la doctrina judicial sobre supuestos que son materia de contienda en la vía administrativa y posterior jurisdiccional. Ello conlleva a que un altísimo porcentaje de los conflictos judiciales que asume la Fiscalía de Estado no ha tenido la posibilidad de tratarlos ya que no ha pasado a estudio de la jurisdicción respectiva o han sido aconsejado de forma incorrecta, aspecto que generara dos problemas básicos: a) si el asunto es de probable condena judicial, pudo haberse evitado el litigio con los altos costos que ello determina, mediante el adecuado consejo jurídico; b) si el asunto es opinable o de dudosa suerte en el proceso, es de alta importancia que el órgano de defensa legal haya tenido algún tipo de intervención en la etapa administrativa del reclamo de forma tal de asegurar una mejor posición para la defensa, mediante la obtención de los informes, pruebas, testimonios con adecuada temporaneidad.


El asesoramiento idóneo preventivo y la preconstitución de los medios de defensa antes del proceso, son las herramientas básicas que contribuyen tanto a evitar litigios innecesarios como a defender correctamente los otros.


El proyecto no pretende una inserción de la Fiscalía de Estado dentro de la estructura de otras jurisdicciones, sino a actuar mediante el mismo personal permanente de cada asesoría de los distintos Ministerios, el que será seleccionado con la modalidad que establezca la reglamentación, la cual necesariamente debe ser coordinada con el titular de la jurisdicción de que se trate. La finalidad no es otra que obtener una coordinación e inmediatez de trabajo con la asesoría respectiva, para asegurar la adecuada información sobre la doctrina jurídica relevante a  los órganos de asesoramiento y ejercer una actividad preventiva para la defensa legal del futuro litigio.


El proyecto no pretende una suerte de monopolio de la acción, sino de generar las mejores condiciones para ejercer eficazmente las dos que le encomienda el artículo 82 º de la Constitución Provincial (asesoramiento y defensa legal). Como se dijo, dentro de una estructura compleja y extensa como la administrativa, donde las iniciativas y los conflictos se generan en distintas áreas, el conocimiento tempestivo y adecuado de los mismos es imprescindible para aquel ejercicio idóneo. No existe ninguna intención de tercerizar funciones indelegables, Los contratados que, por razones excepcionales se procuren, no tendrán ni intervención en los procesos judiciales ni en el trámite administrativo. La ausencia de recursos humanos en número y cualidades suficientes, demanda –frente al incremento notable de causas y cometidos– recurrir, como se hizo en el caso de las pasantías, a profesionales jóvenes que posean una base de conocimientos y deseos de superación como para contribuir eficazmente a los cometidos del órgano. El nombramiento con carácter permanente de un empleado no se justifica frente a circunstancias excepcionales. Por el contrario, en la mayoría de los  casos la seguridad de una estabilidad importa una autolimitación al perfeccionamiento. Por tanto y frente a las contingencias excepcionales que considera el mensaje del Poder Ejecutivo, se estima que, de justificarse, la contratación de profesionales con capacidad y deseos de crecimiento contribuirá, en su oportunidad transitoria y luego por su incorporación en el sistema de concurso en cargos vacantes, a dotar al órgano del personal más eficiente que se pueda procurar en el mercado.


La responsabilidad directa en la actuación judicial corresponde al apoderado y procurador de dicho proceso, referido a los trámites necesarios o actos de procedimiento. El patrocinante posee una responsabilidad técnica por los escritos que firma y controla. Cuando se habla de responsabilidad directa se quiere decir precisamente eso, la obligación de responder por todos aquellos actos que se llevan personal y directamente. Por otro lado, la responsabilidad indirecta refiere a omisiones en la obligación de control, esto es, si el acto deficiente no fue constatado por medios idóneos por aquellos que tienen la responsabilidad de hacerlo. Por lo demás, no puede olvidarse que el fiscal de Estado está sometido a las responsabilidades de orden penal, civil y política previstas en las normas pertinentes, tal como lo refleja el proyecto.


El proyecto prevé también la posibilidad de reasignar funciones por acto fundado y basado en reales necesidades del servicio, por lo que la atribución no es discrecional sino que debe hallarse adecuadamente motivada en las necesidades del servicio. Como todo acto motivado se encuentra sujeto al control y revisión en la vía administrativa como en la judicial e, incluso, susceptible de ejercerse medidas cautelares. El acceso y el mantenimiento en los cargos públicos requiere, inexcusablemente, de la idoneidad. El principal interés a tutelar es el del Estado y de la comunidad a tener funcionarios idóneos en cargos vinculados a su capacidad, luego viene el interés del funcionario a alcanzar cargos de mayor responsabilidad y a mantenerse en ellos. Esto último requiere precisamente de la idoneidad y del permanente perfeccionamiento. La objeción parece participar de aquel criterio de dejar todo como está, aunque esté mal, así nadie se queja. Por otro lado, debe repararse lo que se respondió a la primera objeción en relación a que las funciones cambiantes por incorporación de nuevos cometidos o situaciones también novedosas demandará la permanente adecuación de la estructura, por lo menos, en aspectos mínimos.


Y termino, no existe invasión alguna de facultades del Poder Ejecutivo. Si la mención pretende vincularse a la prerrogativa de no iniciar acciones judiciales en casos de manifiesta inconveniencia, lo que se trata es de evitar costos cuando estos superan la posible suma a recuperar o cuando no hay factibilidad alguna de recuperarla por la insolvencia del deudor. Obvio que esto último no es aplicable al supuesto en que la suma a reclamar sea relevante, toda vez que en este caso la insolvencia debe demostrarse una vez agotadas todas las posibilidades judiciales de cobrar el crédito. Sí se refiere a la posibilidad de arribar a convenios cuando existen normas generales que posibilitan acuerdos de pago. Ese aspecto atañe a aquellos casos en que el Poder Ejecutivo por decreto ha fijado los supuestos en que puede convenirse y la modalidad de los acuerdos, por lo que no existe invasión alguna de la competencia del Poder Ejecutivo quien es el que determina previamente las condiciones y sólo delega la instrumentación.


La conclusión final del dictamen de minoría llegaba, digamos, a una posible inconstitucionalidad, decía, por vulnerar principios de legalidad y razonabilidad establecidos en la Carta Magna Provincial. La intencionalidad de la norma, lo que busca el Poder Ejecutivo a través de esta sanción, es el equilibrio y la mejor defensa y garantía del Estado frente a esta alta litigiosidad, frente estudios altamente competitivos y especializados, donde cuantitativa y cualitativamente entendemos que la Fiscalía de Estado está en inferioridad de condiciones.


Estoy convencido de que con esta sanción se ha respetado el marco constitucional del artículo 82. Posiblemente por aquella circunstancia que alegaba al principio de que cuando ingresó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General estábamos en pleno tratamiento de un proyecto importante, además del cuadro comparativo faltó algún debate de fondo para mejorar la norma, pero no dudo de la responsabilidad del Poder Ejecutivo, no dudo de que tenemos que actualizar esta norma frente a esta alta litigiosidad de la que hablaba recién, donde el Estado pierde todos los juicios.


Queremos impedir esto de aquí en adelante. Recuerdo que hace escasamente un mes y pico esta Cámara sancionó una norma donde el Estado no paga más honorarios a sus abogados en relación de dependencia o contratados y no paga más aportes precisamente porque están en relación de dependencia. Por lo tanto, en el supuesto de esta norma de producirse un contrato con relación a un estudio específico le cabe la aplicación de esa ley, obviamente con estipulación en contrario. Se puede estipular de acuerdo a la jerarquía y a la materia de que se trate pero no está obligado por una ley de aranceles que era imperativa y que era gravosa para el Estado.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente: sinceramente hubiese querido obviar este debate, como mejor culminación del año legislativo. 


Ayer hablé del desprestigio de la política que intentan acrecentar algunos fundamentalistas, en el afán de generar el descreimiento de la sociedad en los hombres políticos. Pero los políticos tenemos la obligación, señor presidente, con nuestras actitudes y comportamientos en el ejercicio de nuestras obligaciones, de no ofrecer flancos a los que motorizan esta campaña de desprestigio de la política. 


Y hoy, señor presidente, lamentablemente, estamos ofreciendo un flanco, en tanto venimos a considerar una de las leyes fundamentales que hacen a la estructura de uno de los órganos previstos en la Constitución, sin haber posibilitado el análisis, el debate, la discusión, el aporte de ideas, la consulta con entidades profesionales y el cotejo con antecedentes existentes en el país.


La cuestión hizo que esto no se pudiera hacer como correspondería y, por supuesto, yo no voy a utilizar el argumento de que no tuve tiempo de verlo, porque lo he estudiado y porque vamos a expresar fundamentos que a mi juicio descalifican este proyecto de ley, por atentatorio de los intereses del Estado.


Este proyecto de ley viene a romper reglas de juego que habíamos mantenido para obtener resultados positivos en la Comisión, como se demostró en la ley recientemente aprobada y como seguramente se va a ratificar cuando tratemos esta famosa Ley de Administración y Control. 


¿Qué justifica este tratamiento urgente de hoy, de la Ley de Fiscalía? ¿Qué mandato misterioso anda dando vueltas por ahí, para que hoy se tenga que tratar este proyecto que regula el funcionamiento de la Fiscalía, sin el análisis debido en la Comisión? 


Y, por supuesto, para que no queden dudas, descarto total y absolutamente que aquí haya un interés del señor Gobernador en que esta Ley de Fiscalía se apruebe hoy, ahora, antes de que termine el período legislativo, precisamente cuando la Fiscalía –como lo dije antes– va a estar de vacaciones en enero, cuando existe un ofrecimiento de la oposición para analizar en febrero la ley, teniendo en cuenta que el Justicialismo podría disponer el día y la hora en que creería conveniente su tratamiento. 


Esta actitud, señor presidente, genera la obligación de acrecentar una postura operativa frente a la intransigencia y escuchar las razones que queremos exponer, no en el recinto, sino en la Comisión. Hay una actitud impermeable de la mayoría que viene a defender un proyecto que no se conoce en su totalidad, pero que decidieron que había que tratarlo hoy.


Estas son las actitudes que generan el desprestigio de la política. ¿O no? Están desprestigiando a la política tratando leyes de esta envergadura sin guardar el mínimo de los comportamientos que tenemos que tener en la Comisión para analizarla, para estudiarla, para escuchar a la fiscal de Estado de turno que fue el genio que elaboró el proyecto cuando nos explique algunos artículos que pretende convertir en ley.


No voy a confrontar con el señor diputado presidente de la Comisión, que ha cometido el error de contestarme antes de que yo desarrolle las razones que sintéticamente esbozamos en nuestro dictamen, que también han suscripto los señores diputados D’Ambrosio y Di Pollina...

SR. ESQUIVEL.- Disculpe la interrupción. Pero quiero aclarar que de ninguna manera me adelanté o me anticipé, simplemente dije que teniendo a la vista el dictamen de la minoría que había sido autorizado por la Comisión que presido para ser incorporado a posteriori y no habiendo tenido oportunidad de verlo detenidamente, me limité a una lectura y a un trabajo por escrito, pero de ninguna manera rebatí ni contraataqué ni me anticipé. Simplemente dije que los argumentos que se exponían en términos generales y específicos en el dictamen de minoría no los compartía y di las razones. Pero de ninguna manera adelanté opinión ni nada por el estilo. Simplemente me referí e hice la salvedad, porque procedí a una lectura rápida porque tuve el dictamen de minoría muy sobre la hora.

SR. FAVARIO.- Hoy me he propuesto no confrontar con el señor diputado Esquivel en este tema porque creo que en definitiva, si bien él preside la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que produjo el dictamen de mayoría –como dije antes–, acá debe haber una suerte de mandato divino que no es de él ni de Reutemann por lo cual tenemos que tratar la ley hoy. Es lo que quiero saber, los motivos de la urgencia de tratar este verdadero mamarracho que estamos considerando hoy.


Dijimos que se pretende crear un supraorganismo invasor de toda la actividad del Estado otorgándoles al fiscal de turno facultades que superan a las del propio Poder Ejecutivo.


Los ministros van a depender de los asesores que designe la fiscal porque ya no le alcanza la Fiscalía y tienen que extender los poderes. Cuidado no se vayan a confundir, no somos contrarios a generar uniformidades de criterios en lo que son los instrumentos de defensa del Estado. Eso hay que hacerlo, si se puede hacer y no se hizo. ¿No será por falla de la ley? Se le conceden al Fiscal de Estado facultades que no tiene ni el propio Poder Ejecutivo porque tiene limitaciones –en muchos casos– para movilizar al personal. 


Hubiese querido que me explicaran en profundidad si acá no hay violación a las normas del estatuto de estabilidad y escalafón del personal de la provincia, que va a ser movilizado en función de esta o este iluminado que va a decidir quién es el mejor para ocupar tal o cual función. Poderes que no tiene el gobernador para alegremente y a dedo asignar adicionales en materia de remuneraciones para quienes seguramente serán eficientes y que en algunos casos serán los favoritos de turno como ocurre en la Administración Pública.


El gobernador no lo puede hacer; la Fiscal va a poder hacerlo ahora, y va a decidir un día quién tiene adicional y al otro día quién no lo tiene y los que tienen eventualmente derechos adquiridos –que quisiera que también me lo hubiesen explicado–, porque hay una sentencia judicial producto de una transacción en un juicio que hizo el personal de la Fiscalía. 


Ahora, en virtud de las disposiciones que están en el proyecto de ley que vamos a analizar en el momento de la consideración en particular –aunque estemos apurados–, es un absurdo total darle a la Fiscal estos poderes.


Digo que invade jurisdicciones ministeriales y especialmente por estas horas de tanta sensibilidad de parte de algunos ministros o de parte de funcionarios del gobierno con algunos ministros, creemos que tendríamos que haber cuidado un poco más estas decisiones que unilateralmente se van a tomar para modificar remuneraciones a gusto y antojo de la fiscal de turno.


Uno de los aspectos más graves es esta facultad que se le otorga –en virtud del proyecto de ley– al fiscal para tercerizar o privatizar funciones indelegables del Estado. Pero, obviamente, en virtud de la disposición constitucional que leyó el señor diputado Esquivel –artículo 82 de nuestra ley fundamental– el Fiscal de Estado es un funcionario público y los auxiliares de que se valga adquieren también ese carácter. El proyecto, este proyecto intenta sustituir una relación de empleo público por una locación de servicio y de trocar una función pública que sólo puede encomendarse a funcionarios dársela a mandatarios sin relación de dependencia laboral ni administrativa con el Estado. Para ser más claro, darle los juicios a los estudios privados que en función de lo que quiera la fiscal van a ser los que se van a llevar la frutilla del postre. Porque tengo el derecho a pensar, en función de antecedentes que voy a exponer a la Cámara, que aquí está la cuestión fundamental en virtud de un negocio que es privatizar los juicios para los favoritos, sin descalificar a nadie. Ya hay un antecedente que lamento haya ocurrido y que hemos callado durante largo tiempo pero que, insisto, surge de un antecedente que tiene el respaldo del señor gobernador, y lo desligo otra vez de esta cuestión. Fue a comienzos de su gestión en el año anterior, en un pedido que tiene cinco renglones en el que ya se viene la idea de la tercerización de los juicios y la nota que le eleva la fiscal de Estado dice lo siguiente: Elevo a su consideración proyecto de decreto autorizando la contratación de los doctores fulano y fulano, como consultores jurídicos en Fiscalía de Estado, de acuerdo a los términos de cuyo proyecto se acompaña –tengo los fundamentos– La autorización requerida responde a la imperiosa necesidad de atender, con la urgencia que los temas exigen, los requerimientos funcionales de este organismo. Los profesionales acreditan la idoneidad para el desempeño funcional asignado con los curriculum que se acompañan. Y así se suscribe este contrato de locación de servicio en fecha 30 de diciembre del ‘99. ¡Vaya a saber la urgencia que tienen de tratar asuntos judiciales en enero cuando estaban de receso y seguramente los profesionales contratados de vacaciones!. Pero hicieron un contrato de 36 mil pesos por 12 meses, o sea que la contratación no es gratis como se pensó por ahí, no es que le van a cobrar sus honorarios, en los juicios que tengan, a los terceros que perdieron;  36 mil pesos de honorarios y 3 mil pesos por mes incluidos los gastos que puedan surgir. ¿Qué es lo que van a hacer los profesionales contratados? Porque me dirán que esto es sólo para este contrato, ¿pero qué esta autorización se está dando? La ley a lo mejor no es así, porque la contratación, dice en el artículo 3º inciso c) que es una facultad que se le da a la Fiscalía de Estado –adviértase la diferencia–  mientras que la contratación anterior necesitó autorización del gobernador. Ahora es atribución exclusiva de la Fiscalía de Estado contratar profesionales con carácter temporario, en situaciones excepcionales, justificadas  por actos fundados del titular de su jurisdicción o para cometidos especiales, afectando el crédito para gastos de personal que tiene la ley de Presupuesto.


Es decir, la excepcionalidad y la justificación la va a dar la misma persona que va a contratar a aquél que entienda es el más idóneo y especializado para atender un asunto. Habrá que ver cuáles son los criterios de especialización que se van a exigir, pero ¿qué van a hacer lo contratados? Dice el contrato en su título Objeto que los contratados prestarán servicios de consultores en materia jurídica inherentes a cuestiones de defensa legal de la provincia de Santa Fe, que a título enunciativo se indican: “... Elaboración de un diagnóstico sobre el desarrollo de la actividad de defensa legal de la Provincia por conducto de sus operadores oficiales...” Es decir, ¿el contratado va a dar un diagnóstico sobre cuál es la actividad para defender al Estado? ¿No es función de la Fiscal de Estado? ¿Qué más hacen los contratados? “Elaboración de propuesta de solución de diferencias advertidas con motivo de ese informe...” Es decir, siguen ejerciendo funciones propias de la Fiscal de Estado. También “...redacción de dictámenes tendientes a unificar criterios procesales y sustanciales para la defensa legal de la Provincia por conducto de los apoderados judiciales...” Es decir, señor presidente, ¿es razonable pensar que el estudio contratado por la Fiscal nos va a venir a decir cómo defender los intereses de la Provincia? ¿Qué garantías hay  de que los privados defiendan mejor al Estado que los funcionarios que tienen relación de dependencia?


En muchos casos, estos últimos son brillantes en esa materia., y esto lo señalo porque aquí con alguna ligereza se ha dicho que el Estado pierde los juicios porque los abogados no sirven. No es así, en la inmensa mayoría de los casos, el Estado pierde los juicios por las arbitrariedades que se cometen desde su propia jurisdicción y no porque los abogados no sirvan o ¿acaso es que nos van a traer algún “mano santa” que le va a hacer ganar los juicios al Estado en los casos donde éste no tenga razón? Reivindico, señor presidente, a los profesionales de Fiscalía de Estado cuya gestión, porque en algunos casos he tenido oportunidad de analizar  expedientes judiciales, como en el caso de los Bingos de Rosario, y lo hago en la calidad, conocimientos y brillantez de la argumentación expuesta en defensa de los intereses del Estado.


No me venga ahora con que algún privado iluminado va a defender más los intereses del Estado que reconocidos profesionales que están desde hace tiempo defendiendo con experiencia y con idoneidad esos intereses.


Siguen los objetos del contrato con el estudio privado: “Seguimiento y control de causas judiciales de interés institucional o alto contenido económico”. ¿Cómo es esto, señor presidente? ¿Qué me van a decir ahora? ¿Que los juicios en donde hay mucha plata hay que dárselo a los privados porque van a defender mejor que los abogados que tenemos? ¡Esto es una barbaridad! Esto es una facultad discrecional que se le da a la fiscal para que con buena o mala intención termine designando al estudio de sus amigos para que atiendan los mejores juicios y para que, por supuesto, se cobren los más cuantiosos honorarios que se puedan cobrar. Incluso en los asuntos en que el Estado tiene razón, de movida entenderá el fiscal de turno que es una cuestión excepcional y se la da...

-
El señor diputado Dalla Fontana hace manifestaciones interrumpiendo al orador.

SR. FAVARIO.- Yo estoy diciendo lo que está en el contrato. El señor diputado Dalla Fontana normalmente me interrumpe para hablar de temas ajenos. Entonces, después me contesta. Yo tengo el contrato en la mano, estoy leyendo el contrato y digo lo que dice el contrato.

SR. ESQUIVEL.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?

SR. FAVARIO.- Sí, cómo no, señor diputado.

SR. ESQUIVEL.- ¿De qué fecha es ese contrato?

SR. FAVARIO.- Del 30 de diciembre de 1999.

SR. ESQUIVEL.- Posiblemente lo que le quería comentar el diputado Dalla Fontana es que a partir de la sanción en setiembre de este año de la ley 11.790, la relación de los abogados del Estado con respecto a su representación ha cambiado en cuanto a sus honorarios y aportes. No hay más obligatoriedad del Estado de pagar honorarios a sus abogados ni hacer aportes, obviamente, salvo estipulación en contrario, lo cual le da libertad de acción para manejar eso, pero no está compelido por la ley de aranceles que era gravosa, como dije antes, con respecto a los honorarios profesionales de los abogados del Estado. Hoy el Estado no paga más honorarios ni aportes a sus propios abogados. Estos, cuando ganan el juicio, le cobran a la contraparte; antes, cuando perdían incluso le cobraban al Estado mismo. Hoy, por la ley 11.790 sancionada este año no procede más.

SR. FAVARIO.- Si hubiéramos tenido oportunidad de debatir el proyecto de ley en la comisión y yo hubiese expuesto esta argumentación habría tenido también oportunidad de demostrar el craso error en el que incurre el señor diputado Esquivel. Acá no estamos hablando de honorarios, sino del precio de una locación de servicios en un contrato vigente que se sigue pagando y si estos han sido los criterios con que se han contratado los abogados, de acuerdo al mejor leal saber y entender de la señora fiscal de Estado, seguramente tengo el derecho a creer que estos son los criterios que van a utilizar para la aplicación de este artículo 3.


Pero termino entre otros de los objetos que tiene la contratación:

Seguimiento y control de causas judiciales de interés institucional; análisis jurídico de propuestas transaccionales formuladas para las causas judiciales, pero ¿para quién legislamos nosotros, o para quién contratamos en este caso? ¿Para defender al Estado o para hacer los negocios con los particulares, a través de las transacciones? ¿Cómo es posible que una transacción se haga así, con tanta ligereza? ¿Para qué dársela a los particulares que nos hagan el análisis? ¿Pero en qué mundo vivimos? 


Desgraciadamente, señor presidente, en estos tiempos en que el poder del dinero ha superado todas las barreras y todos los límites, quienes hemos ejercido la profesión de abogados sabemos que cada día más, con el poder del dinero se puede hacer cualquier cosa. ¿Y le vamos a dar, justamente, a un privado que trance un juicio, cuando sabemos que muchas veces, en las transacciones están los negocios? 


Yo, realmente, a esta altura no puedo convencerme de que sigamos tratando este proyecto de ley, que tiene una redacción tan peligrosa que no se  limita a las cuestiones que acabo de exponer. 


Decía, señor presidente, que el Fiscal de Estado es un funcionario público, por lo tanto, la función pública no se puede delegar en quien no es funcionario público. Y esto es lo que se está disponiendo en esta ley. 


Marienhoff enseña que el concepto de función pública debe vincularse a las funciones esenciales del Estado y estas son, precisamente, funciones esenciales del Estado: la defensa de los intereses de la Provincia. 


Todos los antecedentes de doctrinas cuya cita voy a obviar, pero que tengo aquí sobre mi banca –el propio Marienhoff, Gordillo, Guido Zanovini, D’Alesio, Villegas Bazabilvaso–, ratifican lo que es propiamente la función pública. 


Y aquí queremos delegarnos de las funciones públicas en favor de los particulares. Nos ha invadido de tal manera la fiebre de las privatizaciones, de las tercerizaciones y de que todos son mejores que los que están en el Estado, que podemos llegar a hacer cualquier cosa. Y con este criterio, dentro de poco, señor presidente, a algunos se les va a ocurrir que si contratamos a algún ministro que preste locación de servicios va a ser mejor que quien designe el Gobernador. Y todavía va a aparecer alguien que venga a fundamentar que esto se puede hacer. 


La ley, señor presidente, –esta ley que quieren aprobar–, se aparta de la norma superior, que es la Constitución de la Provincia, disponiendo algo que esta no autoriza a delegar a esta Legislatura. Cuando la Constitución obra en la forma y en los procedimientos que determina la ley –no recuerdo exactamente la redacción– no habilita para que por una ley se puedan hacer determinadas cosas, como delegar la función pública. Se podrá reglamentar el funcionamiento de la Fiscalía, pero no puede delegar el ejercicio de la función en terceros. Reiteramos, las funciones públicas no pueden privatizarse ni terciarizarse, y eso es lo que van a hacer con esta ley.


Yo tengo por aquí, un informe valioso que es el informe de la Dirección Nacional de la Procuración del Tesoro de la Nación que casualmente fue leído en la Cámara de Senadores, pero no fue tomado en cuenta en la medida que subsistió esta redacción que se le dio a este proyecto. Tendrán que disculparme por el tiempo, pero hace a la debida ilustración de los señores legisladores.


El informe de la Dirección Nacional de la Procuración del Tesoro de la Nación acerca de la privatización de los juicios del Estado indica que “resulta un antecedente valioso y demostrativo de que la pretendida privatización de las funciones públicas solo encubre mezquinos intereses y constituye una prueba de la corrupción que hoy denigra a la política de nuestro país”. Sigue diciendo que “por motivo de haberse encomendado la gestión judicial de carteras privatizadas por el Ministerio de Economía y de Obras y Servicios Públicos, la auditoría de la Dirección Naciónal de la Procuración del Tesoro de la Nación llegó a la siguiente conclusión” –y les pido que presten atención–: “1) un número significativo de causas judiciales asignadas a estudios jurídicos han merecido reparos en la gestión; 2) la actividad procesal en el 16,7 por ciento en los juicios auditados ha sido virtualmente nula; 3) no se han advertido mejoras sustanciales en la calidad de la gestión profesional; 4) no se apreció tampoco una mayor eficacia en las defensas ni se advirtió una diferencia significativa en el tipo de observaciones efectuadas a la gestión de los servicios jurídicos de las empresas o sociedades del Estado; 5) el sistema de contratación por módulos por suma fija asignada para cada pleito no parecería asegurar el interés permanente de los estudios en la tramitación de las causas y así garantizar la mejor defensa de los intereses públicos comprometidos; 6) se ha advertido en los resultados de algunos juicios con sentencia favorables, especialmente en materia de diferencias salariales, una notable incidencia de la jurisprudencia anterior al proceso de privatización que se sigue aplicando sin alteración alguna”.


Como conclusión dice el informe: “podemos decir que la sola privatización de las carteras no ha implicado desde el punto de vista estrictamente jurídico una mejoría en los resultados judiciales. En definitiva, podemos afirmar que obviamente la pretendida privatización no va a mejorar la situación de defensa del Estado de la Provincia de Santa Fe.”.


Hay un tema que lo toqué al pasar, señor presidente, y que me parece que vale la pena, y como son tantos los cuestionamientos que tiene la ley, estoy obviando algunos porque uno pierde la ilación de lo que quiere decir.


Dije en algún momento que la fiscal tiene más facultades que el gobernador. Y es verdad, puede suscribir convenios con Universidades Nacionales, pero en ningún momento se dice que están sujetos a la aprobación legislativa.


Pero hay algunas cuestiones, señor presidente, que yo realmente le pido me disculpe, pero no creo que nuestra responsabilidad no puede obviar hacer referencia a algunas cuestiones de la ley porque ofrece flancos por todos lados.


Dice que la Fiscal de Estado en materia de defensa legal, puede actuar por sí o designando abogados apoderados, siendo su responsabilidad directa en primer caso, sin perjuicio de lo que derive de las normas civiles y penales de aplicación. Los abogados de Fiscalía de Estado serán personal y patrimonialmente responsables de los perjuicios que se operen como consecuencia del negligente o irregular desempeño de sus funciones, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias que correspondan incluyendo la omisión o retardo en formalizar o instar documentadamente, etcétera. Es decir, la responsabilidad solidaria existe actualmente. 


La responsabilidad comprende a los dictámenes, memorándum, notas e informes que se suscriben por sí sólo o juntamente con el Fiscal de Estado y por las demoras injustificadas, etcétera. Firman junto con el fiscal pero el único que tiene responsabilidad es el abogado; la fiscal que es la máxima autoridad, la responsable del dictamen, no tiene responsabilidades de ninguna naturaleza. Se ha hecho la ley para ella.


Es directamente una vergüenza porque actualmente existen responsabilidades que no las va a tener más. Acaso ¿no significa esto, que le han dado todo el poder? No han tenido ni pudores como para decir que este proyecto no se le podía mandar al Poder Ejecutivo ni a la consideración legislativa.


Señor presidente, hay una serie de consideraciones que podría seguir formulando pero en todo caso las reservo para el tratamiento en particular si es que no prima un criterio de sensatez de entender que este proyecto, con las dudas, los interrogantes, las falencias que tiene, las sospechas que genera, no debe volver a comisión para que lo analicemos. Estoy como todos, convencido de que al menos se está sacando la mejor ley después de un análisis criterioso y más profundo.


Creo que le estamos haciendo un flaco favor al Estado si aprobamos este proyecto. Estamos debilitando la defensa de los intereses del Estado pero más me preocupa todavía, señor presidente, hacerle un flaco favor al prestigio de la política. Nada más por ahora.

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Las palabras del señor diputado Favario me obvian, no en mérito a la brevedad sino a la contundencia, de hacer mayores consideraciones.


Simplemente, quiero señalar dos cuestiones que hacen a lo que son interrogantes y sus diferencias con las suspicacias. El señor diputado Favario ha leído un contrato de fecha 30 de diciembre. Recurro y apelo a la sensatez de quienes ejercieron alguna vez, como yo hace muchos años, la profesión. Todos sabemos lo que hacen los abogados del 25 al 31 de diciembre: cierran asuntos. Aquí no hay suspicacias, lo suspicaz es la fecha misma.


Además quiero preguntar y lo hago con toda certeza y en aval de lo que ha dicho el diputado preopinante, si vivimos en dos mundos diferentes como para que no escuchemos las mismas cosas o como para que un periodista amigo no nos haga la misma pregunta, o como para que un conocido, un profesional no nos haga llegar el dato o el rumor. ¡Me pregunto quién desconoce que se está diciendo que se está montando el estudio jurídico más importante de la Provincia de Santa Fe!.


Reiterando lo permitido por el artículo 111 del Reglamento, pido nuevamente, señor presidente, en beneficio de la salud de esta Cámara, la vuelta a comisión de este proyecto hasta que el 15 de febrero del año próximo, con o sin dictamen sea considerado nuevamente en este plenario. Es una moción de orden.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Dado que se trata de una moción de orden no es necesario reconsiderar lo votado.


Quienes voten por la afirmativa, lo hacen por la vuelta a comisión del proyecto.

SR. D’AMBROSIO.– Con la aclaración de que el 15 de febrero la Cámara tiene que estar considerando este asunto con o sin dictamen de comisión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con la aclaración del señor diputado D’Ambrosio, se va a votar la moción de orden.

-
Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, está a consideración del Cuerpo el asunto Nº 3 del Orden del Día.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general.

-
Resulta aprobado.

-
En particular se aprueban sin observaciones los artículos 1º y 2º, al leerse el artículo 3º dice el

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Más allá de que no comparta y que esto no se pueda resolver, vamos a ver si ponemos un poquito de sensatez. Propongo la modificación del inciso b) de este artículo y su reemplazo por el siguiente texto: “Proponer al Poder Ejecutivo la contratación de profesionales con carácter temporario o para comitivas especiales seleccionados en concurso abierto de antecedentes y oposición afectando el crédito para gastos de personal que le asigne la respectiva ley de presupuesto”.


La modificación propuesta que me imagino va a contar con el respaldo de esta Cámara es que se reintegren al gobernador de la Provincia las facultades que pretende sustraer para sí la Fiscal de Estado y que se articulen los medios para que estas elecciones se realicen previo concurso de antecedentes y oposición de los profesionales a contratar.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Vamos a apoyar lo mocionado por el señor diputado D’Ambrosio por cuanto mejora ostensiblemente la redacción que tiene el proyecto y además coincide con el espíritu de las manifestaciones que nosotros hemos formulado.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Solicito, señor presidente, un breve cuarto intermedio en las bancas 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ugalde.

-
Resulta afirmativa.

- 
Eran las 16 y 46

–
Siendo las 17 y 02, dice el:

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se reanuda la sesión.


Se encuentra en consideración el artículo 3 del asunto Nº 3 del orden del día.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Para ahorrar tiempo, hemos estado durante el cuarto intermedio conversando en el bloque y fundamentalmente con los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y deseo manifestar que nuestro bloque va a votar el dictamen de mayoría de dicha comisión sin ninguna modificación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hay dos mociones: una formulada por el señor diputado D’Ambrosio y la otra por el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General tal cual está redactado.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


La recurrente negativa del bloque mayoritario a aceptar cualquier propuesta de modificación ratifica que aquí este artículo tiene destinatario determinado, en la medida en que ni tan siquiera se acepta realizar un concurso para contratar a los mejores.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 3 tal cual como está redactado en el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

-
Resulta aprobado.

-
Se aprueba sin observación el artículo 4.

-
Al leerse el artículo 5 dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Propongo una modificación en este artículo, donde dice en el quinto renglón: “Los abogados de Fiscalía de Estado serán personal y patrimonialmente responsables de los perjuicios que se operen como consecuencia del negligente e irregular desempeño de sus funciones”, se incluya previamente los términos: “El fiscal de Estado y los abogados de Fiscalía de Estado serán los patrimonialmente responsables...” 


No tiene justificativo alguno excluir al Fiscal, cuando está firmando dictámenes que pueden generar responsabilidad para los abogados, en tanto si el Fiscal ha suscrito un dictamen y éste origina un perjuicio, es solidariamente responsable con los demás. 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 5º, con la modificación introducida por el señor diputado Favario. 

SR. FAVARIO.- Si se acepta la modificación, se vota por la moción formulada.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado Esquivel hizo una propuesta de modificación del artículo 5º.

SR. ESQUIVEL.- Estamos votando los artículos tal cual están redactados, señor presidente, de acuerdo a lo que convenimos con el presidente de nuestro bloque. 

SR. FAVARIO.- Que quede en claro, entonces, que lo único que se quiere es asignar responsabilidades a los abogados y no al Fiscal de Estado. Acá se quiere generar una suerte de coraza protectora para el Fiscal de Estado, en cuanto genera eventualmente perjuicios para el Estado y no tiene responsabilidad alguna. La responsabilidad es exclusivamente de los abogados dependientes, a pesar de que el Fiscal de Estado puede firmar los dictámenes que originen el eventual perjuicio. 

SR. D’AMBROSIO.– Pido la palabra.


Voy a pedir autorización para retirarme, porque estando cancelado el debate se ha violentado la naturaleza misma de este Cuerpo. Gracias, señor presidente.

-
Se retira del Recinto el Bloque Radical en la Alianza.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 5º, según su redacción original.

-
Resulta aprobado.

-
Se leen y aprueban sin observación los artículos 6º al 9º. Al leerse el artículo 10 dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente: en virtud del artículo 10 se está modificando la Ley 8525, que hace al Estatuto y Escalafón del Personal, por lo tanto el Fiscal de Estado, con el auxilio del personal jerárquico que él establece, es decir, va a decidir quién es el personal jerárquico, en contrario de lo que son las normas de la ley de fondo. Por ello propongo que se modifique el último párrafo, suprimiéndolo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 10, tal cual se encuentra redactado en el dictamen de mayoría.

-
Resulta aprobado.

-
Al leerse el artículo 11 dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Entiendo que el artículo 11 es otra de las cuestiones que hemos señalado, en que se invaden competencias ajenas, en tanto por una decisión del propio Fiscal de Estado se establecen compensaciones por dedicación exclusiva e incompatibilidad profesional, que va a determinar discrecionalmente el Fiscal de Estado. 


Además, hago la advertencia de que en el segundo párrafo, en el manejo arbitrario que se le asigna al Fiscal para posibilitar favoritismos que signifiquen el cobro de adicionales, atentan también contra derechos adquiridos y van a ser fuente de juicios futuros, motivo por el cual propongo la supresión del artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 11 tal cual se encuentra redactado en el dictamen de mayoría.

-
Resulta aprobado.

-
Al leerse el artículo 12, dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Propongo la supresión del último párrafo que dice: “La estabilidad de los profesionales de Fiscalía de Estado comprende únicamente, la conservación de la remuneración alcanzada –excluidos los adicionales funcionales propios del desempeño de incumbencias del órgano– y la asignación de tareas acordes al título profesional”.


En tanto, señor presidente, esto dependa del criterio discrecional ignorando disposiciones legales que hacen a derechos adquiridos de los agentes del Estado, propongo se suprima esa parte, porque por otro lado es una abierta violación a la Constitución.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 12 tal cual se encuentra redactado en el dictamen de mayoría.

-
Resulta aprobado.

-
Se lee y aprueba el artículo 13.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


No tiene importancia que haga uso de la palabra, antes o después porque no se acepta nada, pero al menos vamos a señalar la barbaridad que encierra el artículo 13 que se acaba de votar por el que se crea un ficticio registro informático de procesos judiciales en la Provincia de Santa Fe, registro que necesariamente debe llevar la Fiscalía para saber cuáles son los juicios en trámites y que ahora se institucionaliza en la ley para generar creaciones de cargos adicionales y remuneraciones especiales. Por supuesto, que es para quienes resulten los favoritos del fiscal, porque institucionalizar este registro que debe llevar actualmente la Fiscalía, asignarle adicionales y cargos especiales para cobrar más no tiene justificativo alguno y además, llega al extremo de establecer una obligación que significaría en todo caso una modificación de la Ley Orgánica de Tribunales porque es asignarle funciones a los secretarios de juzgados que tienen la obligación de comunicar a ese registro que van a crear por oficio, las causas radicadas en el juzgado.


¿Qué sentido tiene esto, señor presidente? ¿Cómo se le va a poder asignar a un secretario que tiene ya asignadas las facultades en la Ley Orgánica de Tribunales, por una ley especial, para darle más trabajo que en definitiva no sirve para nada?  Si el Estado recibe una notificación de que se ha promovido un juicio y designa un profesional, ese profesional del Estado es el que debe dar todos los datos para que se registre en Fiscalía y se lleve correctamente el registro de juicios. Esto es realmente una disposición carente de todo fundamento. El único fundamento es justificar la creación de un registro asignándole funciones innecesarias para que algunos puedan cobrar los adicionales que se van a fijar.


En el último párrafo dice “En el supuesto de que el proceso se inicie en extraña jurisdicción, la comunicación será efectuada por el apoderado de la causa”. Me imagino que será el apoderado de la Provincia, no le van a obligar a quien le inicie un juicio al Estado que, aparte de la notificación que le corresponde judicialmente, haga la notificación para ahorrarle el trabajo al fiscal. Esto es una sin razón, una insensatez que se está exigiendo en la ley. Por eso proponemos la supresión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).–Se va a votar el artículo 14.

-
Resulta aprobado.

-
Se lee y aprueba el artículo 15.

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.


Señor presidente, esto es lo que vengo reiterando, la creación de nuevos adicionales, más gastos, más sueldos para los privilegiados de la Fiscalía, o los favoritos de la fiscal que giren en torno a este Registro ficticio que se lleva en la Fiscalía y que ahora reglamentan únicamente para que se cobre más. 


En tiempos de emergencia, realmente es para felicitarlo por los ahorros que se hacen y de la forma alegre en que se van a dilapidar los dineros del Estado generando funciones inexistentes que actualmente se están desarrollando única y exclusivamente para que cobren –los designados discrecionalmente por la Fiscalía– nuevos adicionales y después hablamos de la economía que se hace desde el Estado. Se inventan funciones que no tienen razón de ser única y exclusivamente para pagarles más.


¿Es éste el interés del gobierno? Yo no lo puedo creer. ¡Este es el interés de la Fiscal, señor presidente! ¿O no lo advierten así?


¡No se dan cuenta que están dando poderes excesivos que superan toda razonabilidad! ¿O acaso, el Poder Ejecutivo puede hacer esto así? O sea, asignarle funciones a unos o a otros para que cobren más.


Esto, lo va a poder hacer única y exclusivamente la Fiscal que va a tener más facultades que el propio gobernador, en función de esta ley que con tanta urgencia esta tarde –como broche de oro del período legislativo– supieron conseguir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 16.

-
Resulta aprobado.

-
Siendo el artículo 17 de forma, queda aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia queda aprobado en general y en particular el dictamen de mayoría y pasa al Poder Ejecutivo.
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PARLAMENTO CULTURAL DEL MERCOSUR

SR. PRESIDENTE (Hammerly).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 8082 – P.J.); autoría del diputado Giorgetti, por el cual se declara su beneplácito ante el reconocimiento realizado por la comisión parlamentaria conjunta que ha decidido la aceptación del Parlamento Cultural del Mercosur (PARCUM), como integrante de la misma. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto aconsejaros que el proyecto sea dictaminado por la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

Sala de la Comisión, 20 de Diciembre de 2000.-

-
Esquivel – Becker - Dalla Fontana – Barrera –Strada – Reutemann– Meotto- D’Ambrosio-

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que aconseja que el proyecto sea dictaminado por la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

–Resulta aprobado.
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fondos del fonavi

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo, ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 7512 P.J.) presentado por el diputado Giorgetti, por el cual declara su preocupación ante la iniciativa del Gobierno Nacional, que pretende centralizar los fondos del FO.NA.VI.; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA :

La Cámara de Diputados de la Provincia, declara su preocupación ante la iniciativa surgida del Gobierno Nacional tendiente a centralizar los fondos del FO.NA.VI., dejando sin efecto la descentralización de los mismos acordada entre el Gobierno Nacional y las Provincias a través del Pacto Fiscal rubricado en el año 1993, lo que implicaría un manejo centralizado en la construcción de los planes habitacionales con la consecuente pérdida del efecto multiplicador que la actividad significa para todos los conglomerados urbanos.-

Sala de la Comisión, 22 de Noviembre de 2000.-

-
Cané – Grbavac – Gutiérrez – Demaría -

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 7512 – P.J.), presentado por el diputado Giorgetti, por el cual la Cámara de Diputados de la Provincia declara su preocupación ante la iniciativa surgida del Gobierno Nacional tendiente a centralizar los fondos del FO.NA.VI., dejando sin efecto la descentralización de los mismos acordada entre el Gobierno Nacional y las Provincias a través del Pacto Fiscal rubricado en el año 1993, lo que implicaría un manejo centralizado en la construcción de los planes habitacionales con la consecuente pérdida del efecto multiplicador que la actividad significa para todos los conglomerados urbanos; y por las razones invocadas os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA :

 XE "Dfondos del fonavi" 
La Cámara de Diputados de la Provincia declara su preocupación ante la iniciativa surgida del Gobierno Nacional tendiente a centralizar la administración del Fondo Nacional de la Vivienda, dejando sin efecto las disposiciones acordadas entre el Gobierno Nacional y las Provincias, a través del Pacto Fiscal rubricado en el año 1993, lo que implicaría un manejo discrecional en la construcción de los planes habitacionales, con la consecuente pérdida del efecto multiplicador que la actividad significa para todos los conglomerados urbanos.

Sala de la Comisión, 29 de Noviembre de 2000.-

-
Paganini – Pochettino – Giardino – Gutiérrez - Venesia-

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

–Resulta aprobado.
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inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Cámara debe considerar la inasistencia de la señora diputada Villalba a la sesión del día de la fecha. Aclaramos que el señor diputado Miret se encuentra suspendido.

SR. UGALDE.– Pido la palabra.


Mociono en el sentido de que esta inasistencia sea considerada justificada con goce de dieta.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado .

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Eran las 17 y 24.

zunilda IRENE Pérez

directora general del cuerpo de taquígrafos

